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LECCIÓN	1ª:	INTRODUCCIÓN.	TEORÍA	GENERAL	DEL	DELITO.	Método	general	de	la	teoría	
del	delito.	Evolución	sistemática.	Concepto	y	elementos	de	la	infracción	criminal.	
Clasificación	de	las	infracciones	criminales.	
	
	
En	 la	 asignatura	 “Introducción	 al	 Derecho	 Penal”	 se	 estudia	 en	 esencia	 los	 principios	
generales	que	rigen	el	funcionamiento	del	Derecho	Penal,	junto	a	los	dos	elementos	básicos	
de	 que	 están	 compuesta	 la	 norma	 penal:	 supuesto	 de	 hecho	 (el	 delito)	 y	 consecuencia	
jurídica	 (la	 pena).	 Al	 análisis	 de	 las	 diferentes	 clases	 de	 sanciones	 penales	 y	 otras	
consecuencias	 jurídicas	derivadas	del	hecho	delictivo	(lo	que	se	denomina	 la	“Teoría	de	 la	
Pena”)	 se	 dedica	 también	 una	 buena	 parte	 del	 programa	 de	 la	 Introducción	 al	 Derecho	
Penal.	
	
Por	 otro	 lado,	 cada	 infracción	 penal	 (homicidio,	 robo,	 delito	 de	 contaminación,	
prevaricación,	 etc.)	 posee	 unas	 características	 específicas	 que	 se	 estudian	 en	 la	 “Parte	
Especial	 del	 Derecho	 Penal”	 (asignatura	 “Derecho	 Penal	 II”,	 impartida	 en	 el	 segundo	
cuatrimestre	del	2º	curso	del	Grado	en	Derecho).		
	
Pero	en	todo	delito,	sea	de	la	clase	que	sea,	deben	concurrir	necesariamente	una	serie	de	
elementos	comunes	para	poder	afirmar	la	existencia	de	una	infracción	penal	(por	ejemplo,	
siempre	debe	haber	un	autor	y	siempre	debe	haberse	afectado	a	un	bien	jurídico).	De	forma	
paralela,	 esos	 elementos	 comunes	 sirven	 para	 determinar	 otros	 factores,	 tales	 como	 la	
gravedad	del	hecho	(por	ejemplo,	delito	consumado	y	tentativa)	o	 la	respuesta	penal	que	
debe	 recibir	 el	 sujeto	 que	 lo	 realizó	 (por	 ejemplo,	 concurrencia	 de	 dolo	 o	 imprudencia,	
concurrencia	o	no	de	culpabilidad,	grado	de	ejecución	del	delito,	etc.).	Al	estudio	de	todos	
esos	 elementos	 comunes	 que	 son	 necesarios	 para	 afirmar	 la	 concurrencia	 de	 cualquier	
infracción	penal	se	dedica	 la	“Teoría	general	del	delito”,	que	es	analizada	en	 la	asignatura	
“Derecho	Penal	I”.	
	
	
Método	general	de	la	teoría	del	delito	
	
La	teoría	del	delito	emplea	el	método	dogmático,	consistente	en	identificar	y	sistematizar,	a	
partir	 de	 los	 preceptos	 generales	 que	 establecen	 las	 bases	 fundamentales	 del	 Derecho	
Penal	en	un	ordenamiento	determinado,	los	elementos	que	son	necesarios	para	afirmar	la	
existencia	de	un	hecho	delictivo	y	determinar	su	relativa	gravedad.	De	este	modo,	la	teoría	
del	delito	constituye	un	“sistema”,	una	ordenación	categorizada	y	secuenciada	de	todos	los	
requisitos	cuya	concurrencia	es	necesario	constatar	para	mantener	que	un	sujeto	cometió	
un	delito.		
	
Desde	el	punto	de	vista	de	su	utilidad,	podría	decirse	que	la	teoría	del	delito	constituye	una	
“herramienta”	 de	 la	 que	 se	 sirve	 el	 penalista	 para	 resolver,	 a	 partir	 de	 ese	 sistema,	 los	
problemas	específicos	que	plantea	la	aplicación	de	los	concretos	delitos.	Así	por	ejemplo,	a	
la	hora	de	determinar	si	 se	ha	cometido	un	homicidio,	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	art.	
138	CP	(“El	que	matare	a	otro	será	castigado,	como	reo	de	homicidio,	con	la	pena	de...”)	no	
nos	basta	con	constatar	que	“A	mató	a	B”,	pues	aún	será	preciso	comprobar	cómo	fue	el	
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comportamiento	 de	 A	 (acción	 y	 omisión),	 cómo	 se	 produjo	 la	 muerte	 (relación	 de	
causalidad	 e	 imputación	 objetiva),	 con	 qué	 intención	 actuó	 A	 (dolo	 e	 imprudencia),	 si	 el	
hecho	es	antijurídico	(causas	de	justificación),	si	A	es	culpable	(imputabilidad,	conocimiento	
de	la	antijuridicidad	del	hecho),	etc.		
	
Todos	esos	elementos	 (acción,	 tipicidad,	antijuridicidad,	 culpabilidad,	etc.)	 constituyen	 los	
“ladrillos”	a	partir	de	los	cuales	se	construye	el	sistema	de	la	teoría	del	delito,	que	debe	ser	
coherente	para	cumplir	adecuadamente	su	función	principal	en	la	práctica	jurídica:	resolver	
problemas	específicos	de	aplicación.	Por	ello,	la	teoría	del	delito	debe	edificarse	a	partir	de	
los	cimientos	que	proporcionan	las	propias	normas	penales,	pues	de	nada	serviría	el	sistema	
si	 fuera	 contradictorio	 con	 lo	 que	 disponen	 los	 textos	 legales	 vigentes;	 por	 las	 mismas	
razones,	 no	 deben	 existir	 contradicciones	 internas	 al	 propio	 sistema,	 pues	 éstas	 podrían	
debilitar	o	incluso	derrumbar	todo	el	edificio	sistemático.	
	
	
Evolución	sistemática	
	
A	 lo	 largo	de	 la	 historia	 los	 penalistas	 han	 elaborado	diferentes	 sistemas	de	 la	 teoría	 del	
delito	 que	 ordenan	de	 forma	diferente	 sus	 distintos	 elementos.	 En	 la	 actualidad,	 aunque	
existen	muchas	variaciones	predominan	dos	sistemas	básicos:	el	sistema	finalista	(seguido	
por	 la	mayoría	 y	 también	 por	 el	 Área	 de	Derecho	 Penal	 de	 la	Universidad	 de	 Cádiz)	 y	 el	
sistema	 causalista	 (minoritario,	 pero	 aún	 presente	 en	 algunas	 resoluciones	 judiciales).	
Ambos	 sistemas	 parten	 de	 una	 descripción	 similar	 de	 delito,	 como	 CONDUCTA	 TÍPICA,	
ANTIJURÍDICA	 Y	 CULPABLE,	 descripción	 secuencial	 en	 la	 que	 la	 ausencia	 de	 uno	 de	 los	
elementos	impide	ya	plantearse	la	presencia	de	los	posteriores	(p.ej.,	si	una	conducta	no	es	
típica,	 ya	 no	 podrá	 afirmarse	 la	 existencia	 de	 un	 delito	 sin	 necesidad	 de	 constatar	 si	 es	
antijurídica	 y	 culpable).	 Las	 diferencias	 entre	 el	 causalismo	 y	 el	 finalismo	 radican	 en	 el	
contenido	concreto	que	otorgan	a	cada	categoría.	
	
• El	sistema	causalista	surge	a	finales	del	siglo	XIX,	tratando	de	adaptar	la	teoría	del	delito	al	
método	 empleado	 por	 las	 ciencias	 experimentales,	 aunque	 ha	 ido	 sufriendo	 notables	
modificaciones	a	lo	largo	de	su	evolución.	En	esencia,	concibe	la	acción	humana	como	un	
fenómeno	 causal	que	produce	un	 resultado.	 Si	 esa	acción	 (p.ej.,	matar)	 y	 ese	 resultado	
(p.ej.,	 muerte)	 están	 descritos	 en	 un	 tipo	 penal	 (p.ej.,	 homicidio	 –art.	 138	 CP)	 y	 no	
concurre	ninguna	causa	de	justificación	prevista	en	la	ley	(p.ej.,	legítima	defensa	–art.	20.4	
CP),	podrá	afirmarse	que	dicha	conducta	es	TÍPICA	y	ANTIJURÍDICA	(el	resultado	–muerte-	
supone	 una	 afectación	 del	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 el	 homicidio	 –vida	 humana	
independiente-	prohibida	por	el	ordenamiento).	
La	 valoración	 del	 comportamiento	 del	 sujeto	 no	 se	 realiza	 hasta	 llegar	 al	 elemento	
CULPABILIDAD,	en	el	que	se	analiza	si	quería	y	sabía	lo	que	hacía	(dolo-imprudencia),	si	se	
encontraba	en	una	situación	psíquica	normal	(imputabilidad),	si	era	consciente	de	que	su	
comportamiento	 es	 ilícito	 (conocimiento	 de	 la	 antijuridicidad	 del	 hecho)	 y	 si	 el	
ordenamiento	le	podía	exigir	que	se	comportara	de	un	modo	lícito	(exigibilidad).	
	
• El	 sistema	 finalista	 surge	a	mediados	del	 siglo	XX	 como	consecuencia	de	 la	 teoría	de	 la	
“acción	 final”	 elaborada	 por	 Welzel:	 la	 conducta	 humana	 no	 es	 un	 mero	 fenómeno	
causante	 de	 un	 resultado,	 pues	 los	 humanos	 actuamos	 siempre	 con	 una	 determinada	
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finalidad,	y	esa	finalidad	debe	ser	objeto	de	valoración	ya	cuando	se	analiza	la	acción	del	
sujeto,	 esto	 es,	 en	 la	 TIPICIDAD	 (p.ej.,	 a	 la	 hora	 de	 determinar	 si	 el	 sujeto	 realizó	 una	
conducta	 típica	 de	 homicidio,	 debe	 averiguarse	 si	 actuó	 con	 dolo	 –tipo	 de	 homicidio	
doloso,	art.	138	CP-	o	al	menos	con	imprudencia	–tipo	de	homicidio	imprudente,	art.	142	
CP-;	si	su	comportamiento	no	fue	ni	doloso	ni	 imprudente,	deberá	afirmarse	que	no	fue	
típico,	y	por	tanto	ya	no	será	necesario	plantearse	si	es	antijurídico	y	culpable).	Por	otro	
lado,	la	diferente	finalidad	que	guía	al	sujeto	que	actúa	dolosamente	(sabe	lo	que	hace	y	
decide	hacerlo)	frente	al	que	actúa	imprudentemente	(no	quiere	producir	el	resultado	e	
incluso	puede	no	saber	lo	que	hace)	merece	una	diferente	valoración	de	su	hecho;	de	ahí	
que	los	componentes	de	la	ANTIJURICIDAD	sean	también	distintos	en	el	tipo	doloso	y	en	
el	tipo	imprudente	(en	ambos	casos	hay	un	mismo	desvalor	de	resultado	–la	muerte-,	pero	
el	dolo	conlleva	un	mayor	desvalor	de	acción	que	la	imprudencia).	
En	 este	 esquema,	 el	 elemento	 CULPABILIDAD	 se	 centra	 en	 determinar	 si	 el	
comportamiento	 típico	 y	 antijurídico	 es	atribuible	y	 reprochable	al	 sujeto,	 porque	 en	 el	
momento	 de	 actuar	 era	 plenamente	 capaz	 de	 entender	 la	 ilicitud	 de	 dicho	
comportamiento	 (imputabilidad	 –no	 lo	 sería	 p.ej.	 si	 el	 sujeto	 es	 un	 niño	 incapaz	 de	
entender	que	“matar	está	prohibido”),	actuó	conociendo	dicha	ilicitud	(conocimiento	de	la	
antijuridicidad	 del	 hecho	 –no	 lo	 tendría	 p.ej.	 si	 el	 sujeto	 creía	 que	 actuaba	 en	 legítima	
defensa)	y	el	ordenamiento	le	podía	exigir	que	actuara	de	otro	modo	(exigibilidad	–no	la	
habría	p.ej.	si	el	sujeto	actuó	con	miedo	insuperable,	art.	20.6	CP).	
	
	
Concepto	y	elementos	de	la	infracción	criminal	
	
Como	se	dijo,	la	teoría	del	delito	debe	elaborarse	a	partir	de	lo	establecido	en	los	preceptos	
penales,	pues	de	otro	modo	carecería	de	coherencia	con	nuestro	ordenamiento.	El	punto	
de	partida	en	este	sentido	nos	lo	ofrece	el	art.	10	CP,	que	contiene	la	definición	formal	de	
delito:	“Son	delitos	las	acciones	y	omisiones	dolosas	o	imprudentes	penadas	por	la	Ley”.	De	
dicho	 concepto	 y	 de	 lo	 dispuesto	 en	 otros	 preceptos	 penales	 pueden	 extraerse	 algunas	
consecuencias	esenciales	para	la	teoría	del	delito:	
	
• Una	CONDUCTA	puede	estar	constituida	tanto	por	una	acción	como	por	una	omisión.	
• Las	 conductas	 relevantes	para	el	Derecho	Penal	deben	 ser	dolosas	o	 imprudentes,	 pues	
“no	hay	pena	sin	dolo	o	imprudencia”	(art.	5	CP).	
• La	conducta	debe	estar	penada	por	la	Ley,	lo	que	significa	que	debe	ser	TÍPICA,	pues	“las	
leyes	 penales	 no	 se	 aplicarán	 a	 casos	 distintos	 de	 los	 comprendidos	 expresamente	 en	
ellas”	(art.	4.1	CP).	
• La	conducta	típica	(dolosa	o	culposa)	será	por	regla	general	ANTIJURÍDICA,	en	la	medida	
en	 que	 conlleve	 una	 afectación	 al	 bien	 jurídico	 protegido	 en	 la	 norma	 penal,	 y	 dicha	
afectación	no	esté	justificada	legalmente	(art.	20,	aps.	4º,	5º	y	7º	CP).	
• La	conducta	típica	y	antijurídica	debe	ser	además	CULPABLE,	porque	se	le	pueda	atribuir	
al	 sujeto	 que	 la	 realizó.	 Para	 ello	 será	 necesario	 que	 el	 sujeto	 sea	 imputable	 (que	 sea	
mayor	 de	 edad	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 penal	 y	 que	 no	 concurra	 ninguna	 causa	 de	
inimputabilidad	–art.	20,	aps.	1º,	2º	y	3º	CP);	que	 le	 fuera	exigible	actuar	de	otro	modo	
(no	habrá	exigibilidad	si	se	da	la	circunstancia	del	art.	20.6º	CP);	y	que	tenga	conocimiento	
de	la	ilicitud	del	hecho	(no	lo	tendrá	si	actúa	con	error	de	prohibición	invencible	–art.	14.3	
CP).	
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• La	 conducta	 típica,	 antijurídica	 y	 culpable	 será	 por	 regla	 general	 PUNIBLE,	 salvo	 en	
aquellos	 casos	 en	 que	 la	 ley	 prevea	 expresamente	 una	 causa	 de	 exclusión	 de	 la	
punibilidad	que	resulte	aplicable	(p.ej.,	art.	268	CP).	
	
De	 este	 modo,	 el	 delito	 puede	 describirse	 como	 una	 CONDUCTA	 TÍPICA,	 ANTIJURÍDICA,	
CULPABLE	Y	PUNIBLE.	 Ya	 se	ha	mencionado	que	esta	descripción	es	 secuencial,	 de	modo	
que	la	ausencia	de	uno	de	los	elementos	 impide	seguir	avanzando	en	la	comprobación	de	
los	 posteriores.	 Conforme	 a	 lo	 anterior,	 por	 ejemplo,	 si	 la	 conducta	 es	 típica	 pero	 no	
antijurídica,	ya	no	será	necesario	plantearse	si	es	culpable	y	punible.	
	
	
Clasificación	de	las	infracciones	criminales	
	
El	 art.	 13	 CP	 ofrece	 una	 clasificación	 formal	 de	 las	 infracciones	 penales,	 basada	
exclusivamente	en	la	gravedad	de	las	penas	a	imponer	(que	viene	a	su	vez	establecida	en	el	
art.	33	CP):	
	
• Son	delitos	graves	las	infracciones	que	la	Ley	castiga	con	pena	grave.	
• Son	delitos	menos	graves	las	infracciones	que	la	Ley	castiga	con	pena	menos	grave.	
• Son	delitos	leves	las	infracciones	que	la	Ley	castiga	con	pena	leve.	
	
Esta	 clasificación	 formal	 no	 resulta	 excesivamente	 útil	 en	 la	 teoría	 general	 del	 delito,	
aunque	 sí	 tiene	 trascendencia	 procesal,	 a	 efectos	 de	 determinar	 la	 competencia	 objetiva	
para	 el	 enjuiciamiento	 de	 los	 diferentes	 delitos	 (art.	 14	 de	 la	 Ley	 de	 Enjuiciamiento	
Criminal).		
	
No	debe	confundirse	esta	clasificación	legal	con	otras	clasificaciones,	propias	de	la	teoría	del	
delito,	 que	 sirven	 para	 exponer	 de	 una	 forma	 más	 clara	 las	 distintas	 categorías	 que	 la	
conforman	(p.ej.,	delitos	de	lesión	y	de	peligro,	de	mera	actividad	y	de	resultado,	etc.).	
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LECCIÓN	2ª:	EL	COMPORTAMIENTO	HUMANO,	BASE	DE	LA	TEORÍA	DEL	DELITO.	Evolución	
dogmática	del	concepto	de	acción.	Sujetos	y	objeto	de	la	acción.	Ausencia	de	acción.	
	
	
Nuestro	 sistema	 punitivo	 se	 basa	 en	 un	 Derecho	 penal	de	 hecho,	 lo	 que	 significa	 que	 el	
primer	requisito	para	afirmar	la	existencia	de	un	delito	es	que	concurra	un	comportamiento	
humano	 (nulla	 iniuria	sine	actione).	 La	exigencia	de	este	primer	 requisito	deriva	 tanto	del	
principio	de	 legalidad	(nullum	crimen	sine	 lege)	como	de	 la	función	de	prevención	general	
que	cumplen	las	normas	penales,	pues	sólo	el	comportamiento	humano	(no	el	pensamiento	
o	 las	 ideas)	puede	 intentar	 ser	evitado	mediante	 la	amenaza	o	motivación	que	conllevan.	
Por	lo	demás,	sólo	lo	que	se	exterioriza	puede	conllevar	una	lesión	o	puesta	en	peligro	de	
un	bien	jurídico.	En	definitiva:	cada	ciudadano	puede	pensar	lo	que	quiera,	siempre	que	no	
lo	lleve	a	la	práctica;	se	es	responsable	de	lo	que	se	hace,	no	de	lo	que	se	piensa	o	de	lo	que	
se	es.	
	
A	todo	lo	anterior	se	contraponen	aquellos	ordenamientos	basados	en	un	Derecho	penal	de	
autor,	en	los	que	la	imposición	de	la	pena	no	responde	a	ninguna	función	preventiva	sino	a	
meras	represalias	frente	a	colectivos	humanos	determinados	(así	ocurría,	por	ejemplo,	en	la	
Alemania	nazi	del	 III	 Reich	o	en	nuestro	país	durante	 la	Dictadura	 franquista,	 etapa	en	 la	
que	 las	 leyes	sobre	peligrosidad	penalizaban,	por	ejemplo,	 la	mera	disidencia	política	o	 la	
homosexualidad).	
	
	
Evolución	dogmática	del	concepto	de	acción	
	
El	 concepto	 de	 acción	 ha	 experimentado	 una	 evolución	 en	 buena	 parte	 paralela	 a	 la	
experimentada	por	la	propia	teoría	del	delito:	
	
• La	 concepción	 causal	 de	 la	 acción	 surgió	 a	 finales	 del	 siglo	 XIX	 y	 fue	 la	 posición	
predominante	 en	 la	 doctrina	 hasta	 bien	 entrado	 el	 siglo	 XX.	 Este	 concepto	 causal-
naturalista	 constituyó	 el	 pilar	 fundamental	 sobre	 el	 que	 elaboraron	 autores	 como	VON	
LISZT	el	esquema	clásico	del	delito.	En	dicho	esquema	 la	acción	era	concebida	como	un	
movimiento	corporal	provocado	por	un	impulso	de	la	voluntad	que	causa	una	modificación	
del	mundo	exterior.	El	elemento	fundamental	de	tal	definición	era	 la	“causalidad”,	dado	
que	 el	 “impulso	 de	 la	 voluntad”	 sólo	 interesaba	 como	 causa	 del	movimiento	 corporal,	
siendo	indiferente	cuál	fuera	el	contenido	de	dicha	voluntad	y	si	se	dirigía	o	no	a	realizar	
el	hecho.	Para	el	concepto	causal	de	acción	es	irrelevante,	por	ejemplo,	si	el	movimiento	
corporal	va	dirigido	a	matar	a	una	persona,	o	a	espantar	una	abeja;	lo	único	trascendente	
es	si	ha	o	no	causado	una	modificación	del	mundo	exterior.	
Este	 concepto	 encontraba	 importantes	 escollos	 a	 la	 hora	 de	 explicar	 la	 omisión,	 en	 la	
medida	en	que	un	 “no	hacer”	no	es	de	ningún	modo	un	movimiento	 corporal,	 y	por	 lo	
tanto	no	puede	provocar	(causar)	ninguna	modificación	del	mundo	exterior.		
	
• Con	el	neokantismo	se	hace	ya	evidente	que	en	Derecho	penal	no	es	suficiente	“observar	
y	describir	los	hechos”	como	si	se	tratara	de	fenómenos	naturales,	sino	que	es	necesario	
además	 “comprender	 y	 valorar	 el	 sentido	 de	 los	 hechos”,	 especialmente	 si	 se	 trata	 de	
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hechos	 humanos.	 Es	 en	 este	 momento	 cuando	 se	 abandona	 el	 término	 “acción”	 y	
empieza	a	hablarse	del	primer	elemento	de	la	teoría	del	delito	como	“conducta	humana”	
(MEZGER),	lo	que	permite	incluir	en	el	concepto	también	las	omisiones.	No	obstante,	esta	
concepción	 neoclásica	 seguía	 siendo	 causal,	 en	 la	 medida	 en	 que	 sigue	 poniendo	 el	
acento	en	la	causación	de	un	resultado:	la	conducta	que	lo	provoca	ha	de	estar	guiada	por	
la	voluntad,	pero	el	contenido	de	dicha	voluntad	es	a	estos	efectos	irrelevante,	y	sólo	es	
analizada	a	propósito	de	la	culpabilidad.	
	
• Otro	 cambio	 metodológico	 (la	 aplicación	 del	 método	 fenomenológico	 y	 ontológico	 al	
Derecho	penal)	provocó	el	surgimiento	del	finalismo,	de	la	mano	de	la	concepción	final	de	
acción.	WELZEL	puso	de	manifiesto	que	lo	que	caracteriza	a	la	conducta	humana	frente	a	
las	 fuerzas	de	 la	naturaleza	o	 las	acciones	de	otros	animales	no	es	 lo	que	causa,	 sino	 la	
finalidad	 que	 la	 guía	 (esto	 es,	 el	 dirigirse	 a	 una	 meta	 previamente	 seleccionada).	 A	
diferencia	de	otros	procesos	naturales,	que	también	son	causales	pero	“actúan”	de	modo	
ciego,	la	acción	humana	es	“vidente”,	pues	persigue	un	objetivo.	
La	finalidad	por	tanto	es	tan	esencial	en	el	concepto	de	acción	como	el	de	la	causalidad,	y	
por	ello	sería	absurdo	relegar	el	análisis	del	contenido	de	esa	 finalidad	(o	voluntad)	a	 la	
culpabilidad,	 pues	 así	 se	 vaciaría	 de	 contenido	 a	 la	 propia	 acción.	 La	 consecuencia	
fundamental	 de	 este	 enfoque	 es,	 como	 se	 sabe,	 el	 adelanto	 del	 análisis	 del	 dolo	 y	 la	
imprudencia	a	un	momento	anterior	al	de	la	culpabilidad:	si	el	delito	es	una	acción	típica	y	
antijurídica,	la	antijuridicidad	debe	recaer	no	sólo	sobre	el	resultado	sino	también	sobre	la	
propia	 (finalidad)	 de	 la	 acción,	 de	modo	 que	 ya	 en	 esta	 sede	 debe	 diferenciarse	 entre	
acciones	dolosas	e	imprudentes.	De	este	modo	WELZEL	cambió	completamente	los	pilares	
básicos	 del	 causalismo,	 caracterizado	 por	 la	 diferenciación	 entre	 antijuridicidad	 y	
culpabilidad	como	referidas,	respectivamente,	a	las	partes	objetiva	y	subjetiva	del	hecho.	
Por	ello	puede	afirmarse	que	el	debate	entre	el	concepto	causalista	y	finalista	de	acción	es	
en	gran	medida	un	debate	sobre	cuál	es	el	papel	del	desvalor	de	acción	y	el	desvalor	de	
resultado	en	el	concepto	de	delito.	
Con	 todo,	 lo	 cierto	 es	 que	 el	 concepto	 final	 de	 acción	 en	 su	 formulación	más	 estricta	
presentaba	 ciertos	 problemas	 a	 la	 hora	 de	 explicar	 de	 forma	 satisfactoria	 una	 de	 las	
formas	 de	 conducta	 humana	 relevantes	 para	 el	 Derecho	 penal	 más	 comunes:	 los	
comportamientos	 imprudentes,	 dado	 que	 en	 éstos	 la	 finalidad	 aparece	 completamente	
desconectada	del	resultado	causado	(la	finalidad	del	sujeto	que	actúa	con	culpa	de	ningún	
modo	va	dirigida	a	la	producción	del	hecho	típico).	
	
• Un	 paso	 más	 en	 la	 evolución	 del	 concepto	 del	 elemento	 acción	 vino	 de	 la	 mano	 de	
JESCHECK,	el	cual	trata	de	superar	los	problemas	que	suscita	tanto	el	causalismo	como	el	
finalismo	con	su	concepción	social	de	la	acción,	que	más	bien	constituye	un	complemento	
de	 la	 teoría	 finalista.	 De	 acuerdo	 con	 la	 teoría	 social,	 es	 acción	 “todo	 comportamiento	
humano	 socialmente	 relevante”,	 y	 poseen	 dicha	 relevancia	 tanto	 las	 conductas	
verdaderamente	 finales	 (dolosas)	 como	 aquellas	 otras	 que	 se	 aparten	 de	 la	 finalidad	
socialmente	 esperada:	 en	 la	 imprudencia,	 porque	 el	 hecho	 causado	 podría	 haberse	
evitado	 mediante	 la	 conducción	 final	 del	 proceso;	 en	 la	 omisión,	 porque	 un	
comportamiento	activo	podría	igualmente	haber	evitado	el	resultado.	En	definitiva,	en	la	
acción	dolosa	se	desvalora	por	lo	que	se	ha	hecho,	mientras	que	en	la	acción	imprudente	
y	en	la	omisión	se	desvalora	por	lo	que	se	debería	haber	hecho.	
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• Entre	 otras	 variantes	 de	 las	 teorías	 anteriores,	 en	 España	 ha	 cobrado	 relevancia	 la	
acuñada	por	VIVES	ANTÓN:	 la	denominada	“concepción	comunicativa	de	 la	acción”,	que	
pone	 el	 acento	 en	 el	 significado	 social	 del	 comportamiento,	 esto	 es,	 en	 la	 relevancia	
comunicativa	de	la	acción	humana	en	sociedad.	
	
	
Sujetos	y	objeto	de	la	acción	
	
Todo	delito	requiere	el	comportamiento	de	un	ser	humano,	por	lo	que	el	sujeto	de	la	acción	
(u	omisión)	penalmente	relevante,	esto	es,	el	sujeto	activo	del	delito,	sólo	podrá	serlo	una	
persona	o	un	grupo	de	personas	individualizables;	la	víctima	o	perjudicado,	esto	es,	el	sujeto	
pasivo	del	delito	(titular	del	bien	jurídico	afectado),	podrá	a	su	vez	ser	el	objeto	de	la	acción	
(objeto	material	del	delito)	en	aquellos	casos	en	que	ésta	recaiga	directamente	sobre	ella	
(por	ejemplo,	en	el	homicidio	o	en	las	lesiones).	
	
Con	ello	queda	desterrada	de	nuestro	ordenamiento	jurídico-penal	tanto	la	responsabilidad	
de	animales	o	cosas	como	las	formas	más	arcaicas	responsabilidad	colectiva	(por	ejemplo,	
responsabilidad	de	toda	la	familia	por	el	hecho	de	uno	de	sus	miembros).		
	
	
Ausencia	de	acción.	
	
No	 todas	 las	 acciones	 de	 un	 individuo	 son	 “conductas	 humanas”	 a	 efectos	 penales,	 pues	
como	hemos	visto	para	ello	es	necesario	que	sea	“final”	(en	el	sentido	de	estar	dirigida	por	
la	voluntad	del	individuo),	además	de	tener	una	trascendencia	externa.	Estos	supuestos	de	
ausencia	de	acción*	ha	de	valorarse	con	carácter	previo	al	análisis	de	la	tipicidad,	pues	su	
concurrencia	en	definitiva	 llevará	a	negar	 la	propia	existencia	de	una	“conducta	humana”	
con	relevancia	penal**.	
	
• Caso	 fortuito:	 Constituye	 un	 acontecimiento	 humano	 dañoso,	 pero	 involuntario	 e	
imprevisible,	 o	 imposible	 de	 evitar.	 Ej.:	 camionero	 que	 conduce	 su	 vehículo	 de	 forma	
completamente	 cuidadosa,	 a	 la	 velocidad	 permitida	 y	 cumpliendo	 todas	 las	 reglas	 del	
tráfico,	pero	no	puede	prever	ni	evitar	atropellar	a	un	peatón	que	de	forma	sorpresiva	e	
inesperada	se	le	cruza	en	mitad	de	la	carretera.		
	
• Fuerza	 irresistible:	 Supuestos	 en	 los	 que	 quien	 actúa	 lo	 hace	materialmente	 violentado	
por	una	 fuerza	a	 la	que	 le	es	 físicamente	 imposible	 resistirse,	porque	se	ejerce	sobre	él	
una	 vis	 absoluta	 (distintos	 serían	 los	 casos	 de	 vis	 compulsiva,	 que	 pueden	 dar	 lugar	 a	
miedo	insuperable	y	excluir	o	atenuar	la	culpabilidad).	Sólo	en	los	supuestos	de	vis	fisica	
absoluta	se	excluye	la	acción	por	ausencia	de	voluntad.	El	origen	de	la	fuerza	irresistible	
puede	ser	natural	o	humano	(en	este	último	caso	podrá	haber	autoría	mediata	de	quien	
aplicó	la	fuerza).	Ej.:	A	empuja	por	detrás	a	B	a	una	piscina,	y	B	cae	sobre	un	bañista	al	que	
lesiona.	
	
• Movimientos	reflejos:	Tienen	lugar	sin	que	la	voluntad	humana	participe	de	ningún	modo,	
porque	 la	“orden”	de	 realizar	el	movimiento	muscular	 se	 transmite	directamente	por	 la	
vía	 subcortical,	 esto	 es,	 sin	 que	 intervenga	 en	 ningún	momento	 la	 consciencia	 y	 por	 lo	
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tanto	sin	que	puedan	controlarse	por	la	voluntad.	Ej.:	Persona	que,	al	quemarse	con	una	
plancha,	aleja	mecánicamente	el	brazo	de	 la	 fuente	de	calor	y	a	consecuencia	de	ello	 le	
causa	una	lesión	en	la	cara	a	otra	persona	que	estaba	a	su	lado.	
Los	movimientos	reflejos	deben	diferenciarse	de	otros	supuestos,	en	los	que	la	voluntad	
controla	la	acción	del	sujeto,	siquiera	fugazmente:	
ú Actos	en	cortocircuito,	tales	como	por	ejemplo	las	maniobras	que	pueden	realizarse	en	
la	 conducción	 en	 determinadas	 circunstancias	 (p.	 ej.,	 un	 volantazo	 para	 impedir	 una	
colisión),	ya	que	dichos	actos	son	controlables	por	la	voluntad.	
ú Reacciones	impulsivas	o	explosivas,	en	las	que	la	voluntad	participa	de	la	acción,	aunque	
puede	estar	mediatizada	por	un	estado	de	acaloramiento	o	sobreexcitación	o	bien	por	
un	 impulso	pasional.	Así	por	ejemplo,	 las	 reacciones	explosivas	de	cólera,	que	pueden	
deberse	 a	 una	 predisposición	 individual,	 o	 bien	 a	 alteraciones	 psicopatológicas	 o	
neurológicas,	y	en	las	que	un	estímulo	mínimo	puede	provocar	una	cólera	incontenible	
con	agresiones	violentas	 sin	 consideración	de	 las	 consecuencias.	Este	efecto	 se	puede	
producir	por	acumulación	de	situaciones	estresantes	y	el	estímulo	desencadenante	"es	
la	 chispa	 que	 enciende	 la	 pólvora"	 (KRETSCHMER),	 como	 es	 el	 caso	 de	 ciertas	
situaciones	 en	 prisión	 y	 algunos	 crímenes	 pasionales.	 En	 estos	 supuestos	 hay	 acción,	
aunque	 puede	 resultar	 aplicable	 la	 eximente	 o	 atenuante	 de	 trastorno	 mental	
transitorio	(que	afecta	a	la	culpabilidad).	
	
• Estados	de	inconsciencia:	En	estos	supuestos	hay	ausencia	de	dominio	voluntario	sobre	el	
propio	 cuerpo,	 pues	 el	 sujeto	 se	 haya	 inconsciente.	 Pueden	 darse	 los	 siguientes	 casos:	
sueño,	 narcolepsia,	 sonambulismo,	 desvanecimientos,	 embriaguez	 letárgica	 o	 narcosis	
extrema,	 ataque	 epiléptico	 con	 pérdida	 de	 conciencia,	 hipnosis	 (siempre	 que	 el	
hipnotizado	esté	completamente	bajo	el	control	del	hipnotizador,	que	sería	en	este	caso	
autor	mediato).	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
NOTAS	
_________________________________________	
*Omisión:	Cuando	el	sujeto	que	está	obligado	a	actuar	no	puede	hacerlo,	se	habla	de	incapacidad	de	acción	(p.	
ej.,	el	controlador	aéreo	que	no	impide	que	dos	aviones	colisionen	porque	está	atado,	no	realiza	una	omisión	
relevante	penalmente	porque	no	tiene	capacidad	de	acción).	
	
**Actio	libera	in	causa:	Hay	conducta	humana	a	efectos	penales	si	el	sujeto	provoca	la	situación	de	ausencia	
de	 acción	 mediante	 una	 acción	 voluntaria	 precedente.	 Esa	 acción	 precedente	 podrá	 ser	 dolosa	 (p.	 ej.,	 el	
controlador	 aéreo	 decide	 no	 evitar	 la	 colisión	 de	 dos	 aviones,	 y	 se	 toma	 varios	 sedantes	 para	 estar	
inconsciente	 en	 el	 instante	 en	 que	 vayan	 a	 aterrizar)	 o	 culposa	 (p.	 ej.,	 el	 controlador	 aéreo	 se	 toma	 varias	
bebidas	 alcohólicas	 a	 pesar	 de	 que	 sabe	 que	 afectan	 a	 su	 capacidad	 para	 regular	 el	 tráfico	 aéreo,	
provocándose	con	ello	una	embriaguez	letárgica	y	la	posterior	colisión	de	los	aviones).	
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LECCIÓN	3ª:	LA	TIPICIDAD	I.	Concepto.	Función	de	los	tipos	penales.	Tipicidad-acción.	
Tipicidad-antijuridicidad.	Especial	consideración	del	consentimiento	del	titular.	Estructura	
y	elementos	de	los	tipos	penales.	Clasificación	de	los	delitos	por	sus	elementos	típicos.	
	
	
Concepto	
	
Cuando	 el	 Estado	 considera	 que	 una	 determinada	 conducta	 humana	 pone	 en	 riesgo	 o	
efectivamente	 lesiona	 valores	 o	 intereses,	 individuales	 o	 sociales,	 esenciales	 para	 la	
convivencia	pacífica	(esto	es,	bienes	jurídicos),	trata	de	evitarla	describiendo	dicha	conducta	
en	un	precepto	legal	y	amenazando	(o	motivando)	con	una	pena	a	aquéllos	que	la	cometan.	
A	la	descripción	legal	de	cada	uno	de	los	comportamientos	penalmente	prohibidos	se	hace	
referencia	en	la	teoría	del	delito	con	el	elemento	tipicidad:	un	hecho	es	penalmente	típico	
cuando	se	halla	previsto	por	la	ley	como	una	especie	(o	tipo)	de	delito,	como	el	homicidio,	el	
asesinato,	el	hurto,	el	 robo,	 la	estafa,	etc.	La	 tipicidad,	en	definitiva,	alude	al	conjunto	de	
elementos	que	han	de	concurrir	para	que	un	hecho	tenga	relevancia	penal.	
	
La	categoría	sistemática	de	la	tipicidad	ha	experimentado	una	evolución	histórica	al	igual	que	el	resto	de	
los	 elementos	 que	 conforman	 la	 teoría	 del	 delito.	 Simplificando,	 pueden	 señalarse	 dos	 hitos	 en	 dicha	
evolución:	
1)	Independencia	sistemática	de	la	tipicidad:	Hasta	finales	del	siglo	XVIII,	el	arbitrio	judicial	era	tan	amplio	
que	los	Jueces	y	Tribunales	prácticamente	podían	declarar	delictivo	cualquier	comportamiento	o	actitud	
humana,	e	imponer	a	su	autor	cualquier	sanción.	Frente	a	tales	injusticias,	los	juristas	liberales	reclamaron	
el	sometimiento	de	los	tribunales	penales	a	una	regulación	positiva	de	los	delitos	y	de	las	penas.	En	este	
contexto,	 BELING	 acuña	 la	 expresión	 “no	 hay	 delito	 sin	 tipicidad”,	 lo	 que	 significa	 que	 sólo	 es	 posible	
calificar	como	delictiva	una	conducta	si	previamente	ha	sido	descrita	en	abstracto	en	una	norma	positiva,	
lo	que	la	convertiría	en	típica.	En	esta	concepción	inicial	la	tipicidad,	a	diferencia	de	la	antijuridicidad	(que	
supone	 desvaloración	 de	 la	 conducta	 por	 el	 Derecho)	 es	 una	 categoría	 puramente	 descriptiva	 y	
valorativamente	neutra,	pues	afirmar	 la	 tipicidad	de	una	acción	no	significa	más	que	 la	constatación	de	
que	coincide	con	 la	descripción	 legal	del	precepto	penal	aplicable,	pero	no	contiene	aún	una	valoración	
negativa	 ya	 que	 tal	 acción	 puede	 resultar	 no	 antijurídica,	 por	 concurrir	 una	 causa	 de	 justificación.	 Así	
pues,	tipo	y	antijuridicidad	serían	categorías	totalmente	separadas	y	distintas.		
2)	La	tipicidad	como	indicio	de	antijuridicidad:	MAYER,	desde	un	enfoque	más	valorativo,	entiende	que	la	
tipicidad	 no	 es	 completamente	 independiente	 de	 la	 antijuridicidad,	 sino	 que	 está	 unido	 a	 ella	 por	 un	
vínculo	 indiciario,	 y	 que	 su	 función	 no	 es	meramente	 descriptiva	 sino	 indicadora	 de	 una	 contrariedad	
entre	la	conducta	y	el	Derecho	(indicadora	de	un	desvalor).	Es	claro	que	el	indicio	de	antijuridicidad	que	el	
tipo	penal	contiene	puede	destruirse	cuando	se	demuestra	que	el	comportamiento,	a	pesar	de	ser	típico,	
no	 es	 antijurídico	 (matar	 a	 otro	 en	 legítima	 defensa	 es	 típico,	 pero	 no	 contrario	 a	 Derecho).	 MAYER	
expone	el	caso	de	unos	ingenieros	que,	para	evitar	el	avance	del	enemigo,	destruyen	el	puente	por	el	que	
podría	pasar	éste;	en	este	caso	la	conducta	realizada	es	típica,	en	cuanto	que	penalmente	descrita	(en	el	
tipo	de	daños),	pero	carece	de	antijuridicidad	porque	está	justificada.	
	
	
Función	de	los	tipos	penales	
	
• Tipicidad	 y	 legalidad:	 Los	 tipos	 penales	 son	 traducción	 inmediata	 del	 principio	 nullum	
crimen	sine	praevia	lege,	y	desde	una	perspectiva	formal	cumplen	una	función	esencial	de	
garantía,	en	la	medida	en	que	deben	ser	aprobados	por	ley	orgánica.	Asimismo,	y	desde	
una	perspectiva	más	material,	 las	descripciones	típicas	impiden	la	analogía	y	aseguran	el	
mandato	de	determinación,	definiendo	 taxativamente	 las	 conductas	que	 son	prohibidas	
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penalmente.	Precisamente	por	 tener	que	cumplir	esas	 funciones	derivadas	del	principio	
de	legalidad	son	inconstitucionales	los	tipos	abiertos,	que	remiten	globalmente	al	arbitrio	
del	 juzgador	 o	 a	 otras	 normas	 no	 penales	 la	 selección	 concreta	 de	 las	 acciones	 que	
pueden	 ser	 castigadas.	 Igualmente	 serían	 inconstitucionales	 aquellos	 tipos	 que	 no	
recogieran	el	“núcleo	esencial	de	la	materia	de	prohibición”,	pues	desde	una	perspectiva	
material	 los	 tipos	 cumplen	 también	 la	 función	 de	 señalar	 cuáles	 son	 los	 “valores	 a	
proteger”	en	un	ordenamiento	penal	determinado:	la	vida,	la	salud,	la	libertad,	etc.	
	
• Tipicidad	y	prevención:		En	la	medida	en	que	los	tipos	describen	conductas	que	afectan	a	
los	bienes	 jurídicos	más	relevantes	en	un	ordenamiento	determinado,	cumplen	también	
una	función	didáctica	social,	enseñando	a	sus	miembros	cuáles	son	 los	ataques	a	dichos	
bienes	jurídicos	que	no	se	van	a	tolerar.	De	forma	paralela,	el	tipo	cumple	una	función	de	
motivación,	 pues	 la	 amenaza	 de	 la	 pena	 constituye	 un	 estímulo	 poderoso	 para	 que	 los	
ciudadanos	se	abstengan	de	cometer	los	comportamientos	que	se	hallen	tipificados.	
	
• Tipicidad	 y	 antijuridicidad:	Como	 se	 expondrá	más	 adelante,	 los	 tipos	 penales	 también	
cumplen	una	función	 indiciaria	de	 la	antijuridicidad,	 	pues	por	regla	general	 la	conducta	
típica	también	será	antijurídica	(contraria	a	Derecho).	
	
	
Tipicidad-acción	
	
Algunos	penalistas	prescinden	del	estudio	de	 la	acción	como	una	categoría	 independiente	
de	la	tipicidad,	por	entender	que	el	único	concepto	de	acción	que	interesa	al	Derecho	penal	
es	 el	 jurídico	 o	 normativo,	 y	 que	 éste	 ha	 de	 extraerse	 de	 la	 tipicidad.	 Desde	 esta	
perspectiva,	 se	 entiende	 que	 no	 tiene	 sentido	 hablar	 simplemente	 de	 “acción”,	 como	un	
concepto	ontológico	pre-jurídico,	sino	de	“acción	típica”,	pues	sólo	ésta	importa	al	Derecho	
penal.		
	
En	 realidad,	 tales	 disquisiciones	 no	 tienen	 demasiada	 trascendencia,	 dado	 que	 ambas	
posiciones	están	de	acuerdo	en	las	mismas	premisas:	a)	los	supuestos	de	ausencia	de	acción	
permiten	excluir	la	existencia	de	una	conducta	humana	relevante	para	el	Derecho	penal	sin	
necesidad	 de	 plantearse	 la	 tipicidad;	 b)	 fuera	 de	 esos	 supuestos,	 lo	 verdaderamente	
relevante	será	si	dicha	conducta	humana	encaja	en	la	descripción	de	un	tipo	penal	y	si,	en	
ese	sentido,	puede	ser	calificada	de	“típica”.	
	
	
Tipicidad-antijuridicidad		
	
La	antijuridicidad	es	 la	contrariedad	a	Derecho,	categoría	de	 la	 teoría	del	delito	que	suele	
denominarse	también	"injusto	penal"	o	simplemente	“injusto”.		
	
Los	tipos	penales	describen	un	“tipo	de	injusto”	o	“injusto	típico”	(modelo),	pues	por	regla	
general	una	conducta	típica	también	será	antijurídica.	Así	por	ejemplo,	cuando	se	habla	del	
“tipo	de	injusto	del	homicidio”	se	está	haciendo	referencia	al	hecho	de	matar	a	otro	sin	que	
concurra	ninguna	causa	de	justificación.	Ello	es	así	porque	el	tipo	constituye	un	indicio	muy	
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Conducta	típica
Elementos	
subjetivos Dolo/Culpa	(imprudencia)
Sujeto	activo
Sujeto	pasivo/Perjudicado
Objeto	material
Bien	jurídico	protegido
Elementos	
objetivos
cualificado	(ratio	cognoscendi)	de	antijuridicidad	(de	lo	injusto,	de	lo	ilícito),	hasta	el	punto	
que	en	la	mayoría	de	los	casos	una	conducta	típica	será	también	antijurídica.	
	
Frente	 a	 lo	 anterior,	 los	 seguidores	 de	 la	 teoría	 de	 los	 elementos	 negativos	 del	 tipo	
entienden	que	 la	 tipicidad	es	 la	ratio	essendi	del	 injusto,	de	 forma	que	 implica	siempre	 la	
presencia	de	antijuridicidad,	y	viceversa.	Según	esta	concepción,	las	causas	de	justificación	
constituyen	 elementos	 negativos	 del	 tipo,	 y	 su	 concurrencia	 hace	 desaparecer	 no	 ya	 la	
antijuridicidad	sino	la	propia	tipicidad.	No	obstante	esta	teoría	no	resulta	convincente	pues,	
como	 señalaba	WELZEL,	 la	 acción	 de	matar	 a	 un	 hombre	 en	 legítima	 defensa	 no	 puede	
equivaler	jurídicamente	a	la	de	matar	a	una	mosca.		
	
	
Especial	consideración	del	consentimiento	del	titular	
	
El	consentimiento	del	titular	del	bien	jurídico	afectado	por	la	conducta	típica	puede	excluir	
la	 tipicidad	 del	 comportamiento	 en	 aquellos	 supuestos	 en	 que	 el	 bien	 jurídico	 sea	
disponible,	 por	 estar	 constituido	 por	 la	 propia	 libertad	 del	 sujeto	 o	 porque	 dicho	 bien	
jurídico	sólo	resulta	tutelado	si	así	 lo	quiere	su	titular.	Así	por	ejemplo,	 la	concurrencia	de	
consentimiento	 válido	 en	 el	 sujeto	 pasivo	 excluye	 la	 tipicidad	 de	 los	 abusos	 sexuales	 a	
mayores	de	edad	(art.	181	CP)	o	del	hurto	(art.	234	CP).	
	
Respecto	 de	 bienes	 jurídicos	 no	 disponibles,	 en	 cambio,	 el	 consentimiento	 no	 posee	
capacidad	 destipificadora,	 pudiendo	 llegar	 a	 lo	 sumo	 a	 considerarse	 una	 causa	 de	
justificación,	o	a	motivar	en	otros	casos	una	rebaja	de	 la	pena	a	 imponer	al	autor,	siendo	
necesario	además	en	ambos	casos	que	dicho	consentimiento	se	haya	emitido	válida,	libre,	
consciente	y	expresamente	emitido.	Así	por	ejemplo,	en	las	lesiones	causadas	al	donante	de	
un	 órgano	 para	 un	 trasplante	 llevado	 a	 cabo	 legalmente,	 el	 consentimiento	 del	 donante	
operaría	 como	 un	 estado	 de	 necesidad	 (art.	 156	 CP),	 mientras	 que	 en	 las	 lesiones	
“comunes”	 (no	 justificadas	 por	 un	 trasplante	 legal,	 operación	 de	 esterilización	 o	 cirugía	
transexual)	dicho	consentimiento	sólo	tiene	eficacia	para	rebajar	en	uno	o	en	dos	grados	la	
pena	a	imponer	al	autor	del	hecho,	si	el	lesionado	es	mayor	de	edad	(art.	155	CP).	
	
	
Estructura	y	elementos	de	los	tipos	penales	
	
Las	conductas	típicas	que	se	hallan	descritas	en	los	tipos	están	compuestas	de	una	serie	de	
elementos	que	pueden	aparecer	de	forma	expresa	en	 la	redacción	 legal,	o	bien	deducirse	
tácitamente	de	su	contenido.	Dichos	elementos,	a	su	vez,	pueden	clasificarse	en	elementos	
objetivos	(externos,	observables	directamente)	y	elementos	subjetivos	(internos	a	la	mente	
del	individuo,	y	por	lo	tanto	sólo	deducibles	a	través	del	sistema	de	indicios	o	indicadores).	
El	siguiente	esquema	contiene	los	elementos	básicos	de	los	tipos	penales:	
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Por	otro	lado,	los	elementos	típicos	pueden	también	ser	clasificados	en	función	de	la	técnica	
de	 redacción	 empleada	 para	 formularlos.	 Desde	 esta	 perspectiva,	 se	 habla	 de	 elementos	
descriptivos	 (p.	 ej.,	 “matare”	 u	 “otro”	 en	 el	 tipo	 de	 homicidio	 –art.	 138	 CP),	 elementos	
valorativos	(p.	ej.,	“actos	de	exhibición	obscena”,	en	el	tipo	de	exhibicionismo	–art.	185	CP)	
y	elementos	normativos	(p.	ej.,	“especies	protegidas”	–arts.	332	y	334	CP).	
	
	
Clasificación	de	los	delitos	por	sus	elementos	típicos	
	
Existen	multitud	de	clasificaciones	de	los	diferentes	tipos	en	función	de	sus	elementos.	Las	
más	importantes	son	las	siguientes:	
	
• En	función	de	que	el	tipo	requiera	o	no	la	producción	de	un	resultado	material,	separable	
espacio-temporalmente	 de	 la	 conducta,	 los	 tipos	 pueden	 clasificarse	 en	 delitos	 de	
resultado	material	(p.	ej.,	el	homicidio)	y	delitos	de	mera	actividad	(p.	ej.,	la	tenencia	ilícita	
de	armas	–arts.	563	y	564	CP).	
	
• En	 función	 del	 grado	 de	 afectación	 al	 bien	 jurídico	 que	 se	 requiera,	 los	 tipos	 pueden	
clasificarse	en	delitos	de	lesión	(la	consumación	del	tipo	exige	un	efectivo	menoscabo	del	
bien	jurídico	–p.	ej.,	el	homicidio	y	asesinato,	arts.	138	y	ss.	CP)	y	delitos	de	peligro,	que	
sólo	requieren	la	creación	de	un	riesgo	para	el	bien	jurídico,		y	que	en	función	de	la	mayor	
o	menor	proximidad	de	dicho	riesgo	se	dividen	a	su	vez	en	tipos	de	peligro	abstracto	(p.	
ej.,	delito	contra	la	seguridad	vial	–art.	379	CP)	y	tipos	de	peligro	concreto	(p.	ej.,	delito	de	
conducción	temeraria	–art.	380	CP).	
	
• En	 función	 del	 momento	 en	 que	 se	 consuman,	 los	 delitos	 pueden	 dividirse	 en	 delitos	
instantáneos	 (se	 consuman	 en	 el	 instante	 en	 que	 se	 produce	 el	 resultado	 –p.	 ej.,	
homicidio),	 delitos	 permanentes	 (se	 siguen	 consumando	 desde	 que	 se	 produce	 la	
situación	 antijurídica	 –p.	 ej.,	 detenciones	 ilegales,	 art.	 163	 CP)	 y	 delitos	 de	 estado	
(producen	un	estado	antijurídico	que	perdura	tras	su	consumación,	que	es	instantánea	–p.	
ej.,	bigamia,	art.	217	CP).	
	
• En	función	de	la	modalidad	de	conducta	que	permita	el	tipo,	se	distingue	entre	delitos	de	
acción	 (la	conducta	típica	sólo	puede	ser	realizada	de	forma	activa	–p.	ej.,	prevaricación	
judicial,	art.	446	CP)	y	delitos	de	omisión,	que	se	clasifican	a	su	vez	en	delitos	de	omisión	
pura	 (se	 castiga	 una	 mera	 inactividad,	 con	 independencia	 de	 que	 de	 ese	 no	 hacer	 se	
derive	o	no	un	resultado	–p.	ej.,	omisión	del	deber	de	socorro,	art.	195	CP)	y	delitos	de	
comisión	 por	 omisión	 (se	 castiga	 la	 no	 evitación	 de	 la	 producción	 de	 un	 resultado,	 no	
bastando	por	tanto	con	la	mera	inactividad	–p.	ej.,	permisión	en	las	torturas,	art.	176	CP).	
	
• En	 función	 de	 si	 el	 tipo	 requiere	 o	 no	 el	 uso	 de	 unos	 medios	 determinados	 para	 la	
realización	de	la	conducta	típica,	se	distingue	entre	delitos	de	medios	determinados	(p.	ej.,	
robo	 con	 fuerza	 en	 las	 cosas	 –art.	 238	 CP)	 y	 delitos	 de	 medios	 indeterminados	 o	
resultativos	(p.	ej.,	homicidio).	
	
• En	función	de	si	el	tipo	prevé	una	unidad	o	pluralidad	de	actos,	puede	diferenciarse	entre	
delitos	de	un	acto	 (p.	ej.,	homicidio)	o	de	varios,	y	dentro	de	estos	últimos	entre	delitos	
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cumulativos	(el	tipo	exige	la	repetición	de	varios	actos	para	estimar	consumado	el	delito	–
p.	 ej.,	 impago	de	pensiones,	 art.	 227	CP)	 y	delitos	de	medios	alternativos	 (el	 tipo	prevé	
varias	formas	de	cometer	el	delito	–p.	ej.,	determinación	a	la	prostitución,	art.	188	CP).	
	
• En	función	del	sujeto	activo	del	delito,	se	distingue	entre	delitos	comunes	(que	pueden	ser	
cometidos	por	cualquiera	–p.	ej.,	homicidio	:	“El	que...”)	y	delitos	especiales,	en	los	que	el	
tipo	 requiere	 la	 constatación	 de	 alguna	 cualidad	 específica	 en	 el	 autor;	 los	 delitos	
especiales	se	diferencian	a	su	vez	entre	delitos	especiales	propios	(describen	una	conducta	
que	 sólo	 es	 punible	 a	 título	 de	 autor	 si	 es	 realizada	 por	 un	 sujeto	 con	 las	 cualidades	
previstas	en	el	tipo	–p.	ej.,	prevaricación	judicial,	art.	446	CP,	que	describe	una	conducta	
que	sólo	puede	ser	realizada	por	jueces	y	magistrados)	y	delitos	especiales	impropios	(que	
guardan	correspondencia	con	un	delito	común,	de	tal	modo	que	si	no	concurre	la	cualidad	
exigida	 al	 autor	 en	 el	 tipo	 especial	 aún	 podrá	 aplicarse	 el	 delito	 común	 –p.	 ej.,	
malversación	 de	 caudales	 públicos	 del	 art.	 432	 CP	 es	 un	 delito	 especial	 que	 ha	 de	
cometerse	 por	 autoridad	 o	 funcionario	 público;	 si	 el	 autor	 de	 la	 sustracción	 no	 tiene	
ninguna	de	dichas	cualidades,	aún	podrá	aplicarse	en	su	caso	los	tipos	de	administración	
desleal	 o	 apropiación	 indebida,	 descritos	 en	 los	 arts.	 252	 y	 253	 CP,	 que	 son	 delitos	
comunes).	
No	deben	confundirse	las	categorías	anteriores	con	los	delitos	de	propia	mano,	en	los	que	
el	 tipo	 requiere	 no	 ya	 una	 cualidad	 personal	 del	 sujeto	 activo,	 sino	 un	 determinado	
contacto	corporal	entre	autor	material	y	víctima	(p.	ej.,	en	la	violación	–art.	179	CP).		
	
• En	 función	 del	 número	 de	 sujetos	 activos	 que	 requiera	 el	 tipo	 para	 la	 realización	 del	
hecho,	se	diferencia	entre	delitos	monosubjetivos	(que	pueden	ser	cometidos	por	una	sola	
persona	–p.	ej.,	homicidio)	y	delitos	plurisubjetivos,	que	exigen	 la	concurrencia	de	dos	o	
más	personas	para	estimar	el	comportamiento	típico;	estos	últimos	se	clasifican	a	su	vez	
en	 delitos	 de	 convergencia	 (se	 exige	 que	 una	 pluralidad	 de	 sujetos	 realicen	 la	 misma	
conducta	 para	 que	 ésta	 sea	 típica	 –p.	 ej.,	 riña	 tumultuaria,	 art.	 154	 CP)	 y	 delitos	 de	
encuentro	 (los	 sujetos	 realizan	 conductas	 diferentes	 pero	 complementarias	 –p.	 ej.,	
cohecho,	 art.	 419	 CP).	 Por	 otro	 lado,	 se	 denomina	 delitos	 de	 participación	 necesaria	 a	
aquéllos	en	que	resulta	necesario	que	el	sujeto	pasivo	“colabore”	con	el	sujeto	activo	en	
la	ejecución	del	hecho	(p.	ej.,	estafa,	art.	248.1	CP).	
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LECCIÓN	4ª:	LA	TIPICIDAD	II.	Responsabilidad	penal	de	las	personas	jurídicas.	Presupuestos	
de	la	imputación	(teoría	del	delito	ad	hoc).	
	
	
El	Derecho	penal	español	tradicional	se	había	basado	en	el	principio	societas	delinquere	non	
potest,	de	acuerdo	con	el	cual	se	negaba	la	posibilidad	de	atribuir	responsabilidad	penal	a	
las	personas	jurídicas.	Sin	embargo,	la	aparición	de	nuevas	formas	de	delincuencia	ligada	a	
estructuras	empresariales	puso	de	manifiesto	la	necesidad	de	arbitrar	un	mecanismo	para	
exigir	 responsabilidad	 penal	 a	 las	 personas	 jurídicas	 por	 la	 comisión	 de	 delitos.	 Así	 por	
ejemplo,	la	Acción	Común	de	la	Unión	Europea	de	21	de	diciembre	de	1998	sobre	el	crimen	
organizado,	 comprometía	 a	 los	 Estados	Miembros	 a	 garantizar	 que	 las	 personas	 jurídicas	
pudieran	ser	consideradas	penalmente	responsables.		
	
Desde	entonces,	 la	doctrina	penal	ha	discutido	largamente	sobre	 la	posibilidad	de	que	las	personas	 jurídicas	
puedan	ser	responsables	en	el	ámbito	penal:	
o Las	posiciones	 doctrinales	 contrarias	 se	 refieren	 a	 la	 imposibilidad	de	 que	 las	 personas	 jurídicas	 puedan	
realizar	 una	 acción	 de	 forma	 culpable,	 con	 lo	 cual,	 proclamándose	 por	 la	 Constitución	 el	 principio	 de	
culpabilidad	 y	 de	 personalidad	 de	 las	 penas,	 una	 tal	 regulación	 no	 resultaría	 compatible	 con	 el	 texto	
constitucional.	 Asimismo,	 se	 afirma	 que	 el	 concepto	 dogmático	 de	 acción	 supone,	 necesariamente,	 un	
actuar	humano,	lo	que	no	resulta	admisible	en	la	persona	jurídica	por	ser	ésta	una	pura	ficción	del	derecho	
que	 actúa	 a	 través	 de	 órganos	 integrados	 por	 personas	 física,	 que	 son	 a	 las	 que	 hay	 que	 sancionar	
penalmente.	 Finalmente,	 por	 lo	 que	 respecta	 a	 las	 penas,	 	 se	 señala	 que	 ningún	 efecto	 reeducativo	 o	
resocializador	pueden	desplegar	en	una	entidad	de	carácter	colectivo.	
o Por	su	parte,	las	posiciones	doctrinales	favorables	a	atribuir	responsabilidad	penal	a	las	personas	jurídicas	
afirman	que	la	teoría	del	delito	debe	modificarse	para	adaptarse	a	las	nuevas	necesidades	del	Derecho,	lo	
que	incluye	a	las	categorías	dogmáticas	de	la	acción	y	la	culpabilidad.	El	ordenamiento	jurídico	reconoce	a	
la	 persona	 jurídica	 la	 posibilidad	 de	 contratar	 o	 adoptar	 acuerdos,	 así	 que	 la	misma	 tiene	 capacidad	 de	
acción	y,	por	tanto,	puede	actuar	de	modo	ilícito.	Desde	esta	perspectiva,	la	persona	jurídica	sería	culpable	
cuando,	 en	 el	 seno	 de	 la	 misma	 y	 en	 su	 beneficio,	 se	 toman	 acuerdos	 delictivos	 cuya	 ejecución	 no	 se	
impide	por	los	órganos	de	la	entidad	competentes.	Finalmente,	se	esgrime	que	la	pena	tiene	también	en	
este	 caso	 efectos	 de	 intimidación,	 en	 cuanto	 que	 los	 miembros	 de	 la	 empresa	 condenada	 recibirán	 la	
intimidación	necesaria	para	no	delinquir	en	lo	sucesivo.	
o Finalmente,	las	posiciones	doctrinales	intermedias	consideran	que	la	persona	jurídica	no	puede	ser	hecha	
penalmente	 responsable,	 pero	 que	 es	 posible	 adoptar	 respecto	 de	 ella	 medidas	 que	 puedan	 resultar	
eficaces	para	la	prevención	de	futuras	actuaciones	delictivas	cometidas	en	su	seno.	Se	trata,	en	definitiva,	
de	una	 “vía	 intermedia”,	 que	es	 la	 que	mantenía	 el	 CP	de	1995	en	 su	 redacción	 inicial,	 el	 cual	 permitía	
imponer	a	la	persona	jurídica	las	consecuencias	accesorias	recogidas	en	el	art.	129	originario.	
	
El	 reconocimiento	 expreso	 en	 nuestro	 ordenamiento	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 de	 las	
personas	 jurídicas	 se	 produjo	 con	 la	 LO	 5/2010.	 Por	 su	 parte,	 la	 LO	 7/2012	 extendió	 la	
responsabilidad	 penal	 a	 los	 partidos	 políticos	 y	 sindicatos.	 Finalmente,	 la	 LO	 1/2015	 ha	
reordenado	 y	 ampliado	 la	 regulación	 sobre	 la	 materia,	 modificando	 el	 art.	 31	 bis	 y	
añadiendo	los	artículos	31	ter	a	31	quinquies	CP.	
	
	
Presupuestos	de	la	imputación	(teoría	del	delito	ad	hoc)	
	
A	partir	de	la	reforma	penal	de	2010	se	hizo	evidente	la	necesidad	de	construir	una	nueva	
teoría	del	delito	para	fundamentar	la	responsabilidad	penal	de	las	personas	jurídicas,	pues	
éstas	 son	 ficciones	 creadas	 por	 el	 Derecho,	 y	 en	 consecuencia	 no	 pueden,	 en	 sentido	
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ontológico,	 realizar	 las	 conductas	 humanas	 que	 son	 la	 base	 de	 toda	 la	 teoría	 del	 delito	
tradicional	 (no	 pueden	 pensar,	moverse,	 etc.).	 En	 este	 contexto,	 la	 doctrina	 formuló	 dos	
sistemas	(o	modelos)	principales	para	fundamentar	la	responsabilidad	penal	de	las	personas	
jurídicas:	
	
• Sistema	 indirecto	 o	 de	 atribución	 (modelo	 de	 hetero-responsabilidad):	 De	 acuerdo	 con	
dicho	sistema,	la	responsabilidad	penal	de	la	persona	jurídica	deriva	del	comportamiento	
ilícito	realizado	por	la	persona	física	dentro	de	la	estructura	empresarial,	de	modo	que	no	
sería	posible	afirmarla	sin	un	“hecho	de	conexión”	humano,	que	debe	ser	delictivo.	
	
• Sistema	 basado	 en	 el	 “defecto	 de	 organización”	 (modelo	 de	 auto-responsabilidad):	
Conforme	a	este	sistema,	la	responsabilidad	penal	de	la	persona	jurídica	se	basaría	en	la	
constatación	 de	 un	 defecto	 de	 la	 propia	 organización	 empresarial,	 defecto	 que	 habría	
hecho	 posible	 la	 comisión	 de	 delitos	 y	 que	 sería	 atribuible	 en	 exclusiva	 a	 la	 propia	
empresa	o	entidad.	
	
Sin	embargo,	nuestro	Derecho	penal	vigente	ha	optado	por	un	sistema	mixto,	en	el	que	se	
contienen,	 como	 presupuestos	 de	 la	 imputación	 de	 responsabilidad	 penal	 a	 las	 personas	
jurídicas,	elementos	tanto	del	modelo	de	hetero-responsabilidad	como	del	modelo	de	auto-
responsabilidad.	 Así,	 para	 que	 la	 persona	 jurídica	 pueda	 ser	 declarada	 responsable	
penalmente	deberán	darse	los	siguientes	requisitos:	
	
1. En	primer	lugar,	el	delito	debe	haberse	cometido	por	alguna	de	las	personas	físicas	mencionadas	
en	el	apartado	1	del	art.	31	bis	CP:	
	
a) Representantes	legales	de	la	entidad	o	aquellos	que,	individualmente	o	como	parte	de	
un	órgano	colegido,	están	autorizados	para	decidir	en	nombre	de	la	persona	jurídica	u	
ostentan	 facultades	 de	 organización	 o	 control	 dentro	 de	 la	 misma.	 En	 este	 caso,	 la	
responsabilidad	de	 la	persona	 jurídica	 se	basa	en	 la	 capacidad	que	 se	ha	otorgado	a	
dichas	personas	para	obligarla	o	actuar	en	su	nombre.	
	
b) Empleados	 sometidos	 o	 subordinados	 a	 la	 autoridad	 de	 los	 sujetos	 anteriores,	 que	
hayan	podido	cometer	el	delito	por	no	haberse	ejercido	sobre	ellos	el	debido	control.	
En	 este	 caso,	 la	 responsabilidad	 de	 la	 persona	 jurídica	 se	 deriva	 de	 una	 culpa	 in	
vigilando	 o	 in	 eligendo.	 Este	 supuesto	 suele	 identificarse	 con	 la	 culpabilidad	 por	
defecto	de	organización.		
	
De	acuerdo	con	el	art.	31	 ter	CP,	 la	 responsabilidad	penal	de	 las	personas	 jurídicas	será	
exigible	siempre	que	se	constate	la	comisión	de	un	delito	que	haya	tenido	que	cometerse	
por	algunas	de	 las	personas	señaladas	en	el	art.	31	bis,	aun	cuando	 la	concreta	persona	
física	 responsable	 no	 haya	 sido	 individualizada	 o	 no	 haya	 sido	 posible	 dirigir	 el	
procedimiento	 contra	 ella.	 Tampoco	 se	 excluye	 ni	 modifica	 la	 responsabilidad	 de	 las	
personas	 jurídicas	 por	 la	 concurrencia,	 en	 las	 personas	 físicas	 que	 hayan	 realizado	
materialmente	 los	hechos,	de	circunstancias	que	afecten	a	 la	culpabilidad	del	acusado	o	
agraven	 su	 responsabilidad,	 ni	 por	 el	 fallecimiento	 o	 elusión	 de	 la	 justicia	 por	 parte	 de	
dichas	personas	físicas.	
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2. En	 segundo	 lugar,	 el	 delito	 debe	 haberse	 cometido	 en	 nombre	 o	 por	 cuenta	 de	 la	 persona	
jurídica,	y	además	en	su	beneficio	directo	o	indirecto,	lo	que	constituye	la	base	de	la	imputación	
y	excluye	a	los	delitos	desvinculados	de	la	actividad	de	la	persona	jurídica.	
	
No	obstante,	la	persona	jurídica	quedará	exenta	de	responsabilidad	penal	si	se	dan	las	circunstancias	
establecidas	en	los	apartados	2	y	siguientes	del	art.	31	bis	CP	(el	cual	en	esencia	prevé	la	creación	e	
implantación	en	las	personas	jurídicas	de	sistemas	de	control	y	vigilancia	para	evitar	la	comisión	de	
delitos	 en	 su	 seno	 –Compliance	 Programs).	 Si	 dichas	 circunstancias	 solo	 pueden	 ser	 objeto	 de	
acreditación	parcial,	serán	valoradas	a	efectos	de	atenuación	de	la	pena.	
	
Finalmente,	el	art.	31	quáter	establece	que	"sólo	podrán	considerarse	circunstancias	atenuantes	de	la	
responsabilidad	penal	de	 las	personas	 jurídicas	haber	realizado,	con	posterioridad	a	 la	comisión	del	
delito	y	a	través	de	sus	representantes	legales,	las	siguientes	actividades:	
	
a. Haber	procedido,	antes	de	conocer	que	el	procedimiento	 judicial	 se	dirige	contra	ella,	a	
confesar	la	infracción	a	las	autoridades.	
	
b. Haber	 colaborado	 en	 la	 investigación	 del	 hecho	 aportando	 pruebas,	 en	 cualquier	
momento	 del	 proceso,	 que	 fueran	 nuevas	 y	 decisivas	 para	 esclarecer	 las	
responsabilidades	penales	dimanantes	de	los	hechos.	
	
c. Haber	 procedido	 en	 cualquier	 momento	 del	 procedimiento	 y	 con	 anterioridad	 al	 juicio	
oral	a	reparar	o	disminuir	el	daño	causado	por	el	delito.	
	
d. Haber	 establecido,	 antes	 del	 comienzo	del	 juicio	 oral,	medidas	 eficaces	 para	prevenir	 y	
descubrir	 los	 delitos	 que	 en	 el	 futuro	 pudieran	 cometerse	 con	 los	 medios	 o	 bajo	 la	
cobertura	de	la	persona	jurídica.	
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LECCIÓN	5ª:	LA	TIPICIDAD	III.	Delitos	de	omisión.	La	omisión	pura.	La	comisión	por	
omisión:	La	regla	del	artículo	11	del	CP	
	
	
La	 conducta	que	da	 lugar	 a	 una	 lesión	o	puesta	 en	peligro	de	un	bien	 jurídico	puede	 ser	
realizada	mediante	 una	 acción	 positiva	 o	mediante	 una	 omisión,	 esto	 es,	 un	 “no	 hacer”	
desde	el	punto	de	vista	naturalístico	al	que	no	obstante	el	ordenamiento	jurídico	le	otorga		
relevancia	 penal	 en	 determinados	 supuestos,	 en	 los	 que	 sujeto	 que	 no	 ha	 hecho	 nada	
debería	 haber	 actuado,	 y	 por	 ello	 el	 ordenamiento	 desvalora	 su	 “no	 hacer”.	 Desde	 esta	
perspectiva	normativa,	la	omisión	constituye	una	infracción	de	una	norma	preceptiva,	que	
obligaba	a	actuar	al	sujeto	que	podía	hacerlo.	
	
Las	omisiones	relevantes	para	el	Derecho	penal	pueden	clasificarse	en	omisiones	puras	(en	
los	que	se	castiga	un	simple	“no	actuar”–p.	ej.,	omisión	del	deber	de	socorro,	art.	195	CP)	y	
supuestos	de	comisión	por	omisión	(en	los	que	se	castiga	la	no	evitación	de	la	producción	de	
un	resultado	concreto	–p.	ej.,	permisión	en	las	torturas,	art.	176	CP).		
	
	
La	omisión	pura	
	
Los	 supuestos	 de	 omisión	 pura	 vienen	 expresamente	 descritos	 en	 determinados	 tipos	
penales	 (como	el	 art.	 195	CP)	 y	 sólo	en	esos	 casos	 se	 les	puede	otorgar	 relevancia	penal	
(sistema	 de	 numerus	 clausus),	 siempre	 que	 se	 constate	 la	 presencia	 de	 los	 siguientes	
elementos:	
	
• Ausencia	de	una	acción	debida,	que	es	esperada	por	el	ordenamiento	y	la	sociedad:	en	el	
caso	del	art.	195	CP,	esa	acción	esperada	es	la	de	socorrer	al	desamparado,	o	bien	avisar	a	
quien	pueda	socorrerlo.	
	
• Concurrencia	 de	 la	 situación	 típica,	 esto	 es,	 la	 situación	 que	 el	 tipo	 establece	 como	
presupuesto	del	deber	de	actuar:	en	el	caso	del	art.	195	CP,	la	situación	de	desamparo	con	
peligro	manifiesto	y	grave.	
	
• El	 sujeto	 debe	 tener	 capacidad	 de	 realización	 de	 la	 acción,	 pues	 en	 caso	 contrario	 no	
puede	desvalorarse	su	omisión:	a	este	elemento	se	refiere	el	art.	195	CP	con	la	expresión	
“cuando	pudiere	hacerlo	sin	riesgo	propio	ni	de	terceros”.	
	
	
La	comisión	por	omisión:	La	regla	del	artículo	11	del	CP	
	
Los	supuestos	de	comisión	por	omisión	pueden	venir	expresamente	tipificados	como	tales,	
y	en	estos	supuestos	se	suele	hacer	referencia	a	ellos	como	delitos	de	omisión	impropia	(p.	
ej.,	 el	 art.	 176	 CP),	 pero	 también	 pueden	 ser	 deducibles	 de	 las	 características	 del	 tipo	
correspondiente,	 en	 aquellos	 casos	 en	 que	 éste	 permita	 la	 producción	 del	 resultado	
mediante	una	conducta	activa	u	omisiva	(p.	ej.,	el	homicidio).	
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Los	elementos	que	han	de	concurrir	para	apreciar	la	comisión	de	un	delito	en	comisión	por	
omisión	 son	 los	 mismos	 que	 resultan	 necesarios	 para	 la	 omisión	 pura,	 a	 los	 que	 deben	
añadirse	los	que	vienen	adicionalmente	exigidos	en	el	art.	11	CP∗,	que	contiene	la	cláusula	
general	de	la	punición	de	la	comisión	por	omisión.	Dichos	elementos	son	los	siguientes:	
	
• Ausencia	 de	 una	 acción	 debida,	 que	 se	 concreta	 en	 la	 infracción	 del	deber	 de	 evitar	 el	
resultado	típico.	El	art.	11	CP	exige	que	el	deber	jurídico	de	actuar	sea	tan	intenso	que	la	
omisión	del	deber	de	evitar	el	resultado	equivalga,	según	el	sentido	de	la	Ley,	a	su	efectiva	
producción.	
	
• Concurrencia	de	la	situación	típica,	en	la	que	el	sujeto	se	halla	en	una	específica	posición	
de	garante	respecto	del	bien	jurídico	afectado	(esto	es,	en	la	situación	concreta	el	autor	
tenía	 la	 obligación	 de	 actuar	 para	 evitar	 el	 resultado	 típico).	 El	 art.	 11	 CP	 aclara	 cuáles	
pueden	ser	 las	fuentes	formales	de	la	obligación	de	actuar	que	fundamentan	la	posición	
de	garante:		
o La	ley	(p.	ej.,	en	el	caso	de	los	padres,	el	Código	Civil	los	coloca	en	posición	de	garantes	
frente	 a	 sus	 hijos	menores	 de	 edad;	 realizarán	 el	 tipo	 de	 lesiones	 en	 comisión	 por	
omisión	si	no	dan	de	comer	a	sus	hijos	y	como	consecuencia	de	ello	se	ve	afectada	su	
salud).	
o El	 contrato	 (p.	 ej.,	 en	 el	 caso	 del	 salvavidas,	 que	 ha	 aceptado	 contractualmente	
colocarse	en	posición	de	garante	frente	a	los	bañistas;	realizará	el	tipo	de	homicidio	en	
comisión	por	omisión	si	no	socorre	al	bañista	en	peligro	y	como	consecuencia	de	ello	
muere).	
o La	injerencia,	entendiéndose	por	tal	la	creación	de	un	riesgo	no	permitido	para	el	bien	
jurídico	mediante	una	conducta	precedente	peligrosa	del	autor	(p.	ej.,	quien	enciende	
una	 fogata	 en	 un	 bosque	 se	 coloca	 en	 posición	 de	 garante	 respecto	 a	 ese	 foco	 de	
riesgo;	 realizará	 el	 tipo	 de	 incendio	 si	 no	 apaga	 debidamente	 el	 fuego	 y	 como	
consecuencia	de	ello	éste	quema	el	bosque).	
Desde	una	perspectiva	material,	y	con	 independencia	de	cuál	 sea	 la	 fuente	 formal	de	 la	
posición	 de	 garante	 (ley,	 contrato	 o	 injerencia),	 el	 deber	 de	 evitar	 el	 resultado	 puede	
derivar	 del	 dominio	 sobre	 un	 foco	 de	 peligro	 (p.	 ej.,	 el	 fabricante	 de	 tejidos	 está	 en	
posición	de	garante	respecto	de	las	sustancias	tóxicas	que	maneja)	o	bien	de	la	protección	
del	bien	jurídico	(p.	ej.,	el	cirujano	está	en	posición	de	garante	respecto	del	enfermo	al	que	
está	operando).	
	
• Capacidad	de	realización	de	la	acción	y	capacidad	de	evitación	del	resultado.	Aun	cuando	
el	 sujeto	 tuviera	capacidad	de	actuar,	no	habrá	comisión	por	omisión	si	era	 físicamente	
incapaz	de	evitar	el	 resultado,	pues	en	este	caso	ya	no	podría	afirmarse	 la	equivalencia	
entre	acción	y	omisión.	
	
                                                
∗ Art.	 11	 CP:	 “Los	 delitos	 que	 consistan	 en	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 sólo	 se	 entenderán	 cometidos	 por	
omisión	cuando	la	no	evitación	del	mismo,	al	infringir	un	especial	deber	jurídico	del	autor,	equivalga,	según	el	
a. Cuando	exista	una	específica	obligación	legal	o	contractual	de	actuar.	
b. Cuando	el	omitente	haya	creado	una	ocasión	de	riesgo	para	el	bien	jurídicamente	protegido	mediante	
una	acción	u	omisión	precedente”.	
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LECCIÓN	6ª:	LA	TIPICIDAD	IV.	Delitos	de	mera	actividad	y	de	resultado.	Relación	de	
causalidad	e		imputación	objetiva:	ámbito	de	aplicación	
	
	
Como	 se	 expuso	 en	 la	 Lección	 3ª,	 los	 tipos	 pueden	 ser	 clasificados	 en	 delitos	 de	 mera	
actividad	 y	 delitos	 de	 resultado	 material.	 En	 estos	 últimos,	 el	 tipo	 requiere	 para	 su	
consumación	la	producción	de	un	resultado	material,	separable	espacio-temporalmente	de	
la	acción,	que	ha	de	 ser	causado	por	ésta.	 Es	en	estos	 supuestos,	por	 tanto,	donde	debe	
comprobarse	la	existencia	de	una	relación	de	causalidad	entre	la	acción	desarrollada	por	el	
sujeto	y	el	resultado	producido;	la	relación	de	causalidad	constituye	un	nexo	o	unión	entre	
la	 acción	 y	 el	 resultado	material	 que	 tiene	 por	 objeto	 constatar	 desde	 un	 punto	 de	 vista	
científico	 (de	 las	 leyes	 de	 la	 naturaleza)	 que	 el	 resultado	 material	 ha	 sido	 producido	
(causado)	por	la	acción	del	sujeto.	
	
Por	 otra	 parte,	 todos	 los	 delitos	 (ya	 sean	 de	 mera	 actividad	 o	 de	 resultado	 material)	
contienen	un	desvalor	de	resultado,	que	se	 identifica	con	la	 lesión	o	puesta	en	peligro	del	
bien	jurídico	que	es	protegido	en	el	tipo	correspondiente.	Para	afirmar	la	existencia	de	un	
injusto	 penal,	 ese	 desvalor	 de	 resultado	 debe	 ser	 objetivamente	 imputable	 al	
comportamiento	del	sujeto.		
	
De	 este	 modo,	 la	 comprobación	 de	 la	 relación	 de	 causalidad	 constituye	 un	 presupuesto	
necesario	para	el	establecimiento	de	la	imputación	objetiva	sólo	en	los	delitos	de	resultado	
material	causados	por	una	acción	positiva,	pero	no	en	el	resto	de	los	casos.	Así:	
	
• En	 los	 delitos	 activos	 de	 resultado	 material	 será	 necesario	 comprobar	 primero	 la	
existencia	 de	 relación	 de	 causalidad	 entre	 la	 acción	 y	 el	 resultado	 material,	 y	
posteriormente	 imputar	 objetivamente	 el	 desvalor	 de	 resultado	 al	 comportamiento	 del	
sujeto.		
	
• En	 los	 delitos	 de	 mera	 actividad	 no	 ha	 de	 comprobarse	 ningún	 nexo	 causal	 como	
presupuesto	 de	 la	 imputación	 objetiva,	 pues	 el	 tipo	 no	 exige	 la	 producción	 de	 ningún	
resultado	 material	 espacio-temporalmente	 separable	 de	 la	 acción.	 Lo	 que	 deberá	
constatarse	es	que	la	lesión	o	puesta	en	peligro	típica	del	bien	jurídico	es	objetivamente	
imputable	a	la	actividad	desarrollada.	
	
• En	 los	delitos	 omisivos	 de	 resultado	material	 (comisión	por	 omisión)	 y	 en	 los	delitos	 de	
mera	 inactividad	 (omisión	 propia)	 tampoco	 es	 posible	 constatar	 ninguna	 relación	 de	
causalidad,	pues	un	“no	hacer”	no	puede	causar,	 conforme	a	 las	 leyes	de	 la	naturaleza,	
ninguna	 modificación	 del	 mundo	 circundante.	 En	 cambio,	 sí	 es	 posible	 imputar	
objetivamente	un	desvalor	de	resultado	(lesión	o	puesta	en	peligro	del	bien	jurídico)	a	una	
omisión,	dolosa	o	imprudente.	
	
Como	puede	comprobarse,	 la	relación	de	causalidad	ni	es	suficiente	(en	los	delitos	activos	
de	resultado	material),	ni	es	siempre	necesaria	 (en	el	 resto	de	delitos).	 Lo	único	común	a	
todo	 tipo	 de	 injusto	 es	 la	 necesidad	 de	 constatar	 la	 imputación	 objetiva	 del	 desvalor	 de	
resultado	 al	 comportamiento	 (activo	 u	 omisivo,	 doloso	 o	 imprudente).	 La	 relación	 de	
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causalidad	constituye	sólo	un	presupuesto	necesario	en	los	delitos	de	resultado	material,	y	
es	en	relación	a	dichos	delitos	donde	debe	ser	analizada.	
	
	
Relación	de	causalidad	
	
Desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 la	 causalidad,	 los	 delitos	 de	 resultado	 material	 pueden	 ser	
producidos	por	cursos	causales	simples	(p.	ej.,	A	mata	a	B	de	un	disparo	en	la	cabeza)	o	por	
cursos	 causales	 complejos,	 en	 los	 que	 aparecen	 diversos	 factores	 involucrados	 en	 la	
producción	del	resultado.	Estos	últimos	cursos	causales	son	los	que	suscitan	problemas	a	la	
hora	de	determinar	 la	relación	de	causalidad,	y	pueden	a	su	vez	manifestarse	en	distintas	
variantes:	
	
• Cursos	causales	homogéneos,	en	los	que	concurren	una	pluralidad	de	causas	de	la	misma	
naturaleza,	todas	ellas	idóneas	para	provocar	el	resultado,	sin	que	sea	posible	determinar	
cuál	 fue	 la	 que	 lo	 provocó	 (p.	 ej.,	 la	 muerte	 de	 Julio	 César,	 causada	 por	 un	 grupo	 de	
senadores	romanos	que	le	propinaron	23	puñaladas).	
	
• Cursos	causales	heterogéneos,	en	los	que	concurren	una	pluralidad	de	causas	de	diversa	
naturaleza.	Esas	causas	pueden	ser,	respecto	de	la	acción	del	sujeto,	preexistentes	(p.	ej.,	
A	 con	 una	 cuchilla	 de	 afeitar	 le	 hace	 un	 pequeño	 corte	 a	 B,	 hemofílico,	 que	 muere	
desangrado),	 concomitantes	 (p.	 ej.,	 A	 produce	 con	 una	 cuchilla	 de	 afeitar	 oxidada	 una	
pequeña	herida	a	B,	que	muere	de	tétanos)	o	sobrevenidas	(p.	ej.,	A	hiere	levemente	con	
una	cuchilla	de	afeitar	a	B,	que	muere	en	un	accidente	sufrido	por	 la	ambulancia	que	 le	
llevaba	al	hospital).	
	
Junto	 a	 los	 anteriores,	 también	 son	problemáticos	 los	 cursos	 causales	 inidóneos	 (p.	 ej.,	 A	
convence	a	 su	 tío,	 al	 que	quiere	heredar,	 de	que	 viaje	 en	avión	 con	 la	 esperanza	de	que	
muera	 en	 un	 accidente	 aéreo,	 lo	 que	 efectivamente	 se	 produce)	 y	 los	 cursos	 causales	
insuficientes	o	parciales	 (p.	 ej.,	A	 y	B	 realizan	 sendos	 vertidos	a	un	 río	que,	 aisladamente	
considerados,	no	serían	suficientes	para	contaminarlo,	pero	cuya	suma	sí	resulta	tóxica).	
	
Al	 igual	 que	 sucede	 con	 otros	 elementos	 del	 delito,	 históricamente	 se	 han	 propuesto	
muchas	 teorías	 para	 tratar	 de	 determinar	 en	 los	 supuestos	 más	 complejos	 cómo	 ha	 de	
realizarse	 la	 conexión	 entre	 el	 comportamiento	 que	 realiza	 el	 sujeto	 y	 el	 resultado	 que	
produce.		
	
La	teoría	de	la	equivalencia	de	las	condiciones,	que	fue	elaborada	por	el	procesalista	alemán	Julius	Glaser	
y	adoptada	en	la	práctica	del	Tribunal	Supremo	alemán	por	el	magistrado	Von	Buri,	trató	de	dar	solución	a	
los	supuestos	de	cursos	causales	complejos.	De	acuerdo	con	dicha	teoría,	es	causa	de	un	resultado	toda	
condición	de	la	cual	ha	dependido	su	producción,	con	independencia	de	su	mayor	o	menor	proximidad	o	
importancia;	la	cuestión	de	cuándo	una	conducta	ha	sido	condición	del	resultado	se	suele	resolver	con	la	
fórmula	de	la	“conditio	sine	qua	non”:	lo	será	aquella	sin	la	cual	no	se	habría	producido	el	resultado.	Esta	
teoría,	 que	 ha	 sido	 tradicionalmente	 seguida	 por	 nuestro	 Tribunal	 Supremo	 y	 suele	 resumirse	 con	 la	
expresión	"la	 causa	de	 la	 causa	es	 causa	del	mal	 causado",	presenta	como	 inconvenientes	el	hecho	de	
que,	por	un	lado,	otorga	un	excesivo	ámbito	a	la	causalidad	(con	dicha	teoría,	p.	ej.,	habría	que	convenir		
que	 hay	 causalidad	 en	 el	 caso	 del	 accidente	 de	 avión	 y	 del	 herido	 que	 muere	 a	 consecuencia	 de	 la	
hemofilia,	el	tétanos	o	del	accidente	en	la	ambulancia	y,	por	otro,	lleva	a	negar	la	causalidad	en	supuestos	
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en	que	sin	duda	concurre	 (p.	ej.,	en	el	caso	de	 Julio	César,	 si	más	de	una	puñalada	era	necesariamente	
mortal).	
Frente	a	lo	anterior,	la	teoría	de	la	adecuación	o	de	la	condición	adecuada,	formulada	por	Von	Kries,		trata	
de	 restringir	 el	 excesivo	 alcance	 de	 la	 tesis	 precedente	 analizando	 cada	 condición	 en	 sí	 misma	 y	 con	
independencia	de	su	peso	comparativo	en	el	conjunto	de	 factores	en	 juego.	Desde	esta	perspectiva,	 se	
afirma	 que	 no	 toda	 condición	 que	 suprimida	mentalmente	 haría	 desaparecer	 el	 resultado	 es	 causa	 de	
aquél,	sino	sólo	aquellas	condiciones	que,	además,	sean	adecuadas	para	producirlo.	La	determinación	de	
la	adecuación	de	la	conducta	ya	no	se	realiza	en	esta	teoría	conforme	a	criterios	científico-naturalísticos	
(propios	 de	 las	 leyes	 de	 la	 naturaleza),	 sino	 atendiendo	 a	 criterios	 jurídicos,	 como	 son	 la	 previsibilidad	
objetiva	 o	 la	 diligencia	 debida:	 una	 conducta	 es	 adecuada	 para	 producir	 el	 resultado	 cuando,	 para	 un	
espectador	objetivo	y	prudente	retrotraído	al	momento	de	 la	acción	con	todos	 los	conocimientos	de	que	
disponía	 el	 autor,	 hubiera	 resultado	 objetivamente	 previsible	 su	 producción	 (p.	 ej.,	 en	 los	 casos	 de	 la	
cuchilla	de	afeitar	dependería	de	 lo	que	conocía	o	 ignoraba	el	autor	de	 la	conducta).	No	obstante,	esta	
teoría	ya	no	es	estrictamente	causal,	porque	emplea	criterios	ajenos	a	las	leyes	de	la	naturaleza.		
Tampoco	 es	 una	 tesis	 causal,	 a	 pesar	 de	 su	 nombre,	 la	 teoría	 de	 la	 causa	 jurídicamente	 relevante	 de	
Mezger.	Dicha	teoría	admite	la	distinción	de	dos	planos	distintos:	por	un	lado,	el	de	la	causalidad	natural	
(que	 debe	 ser	 dirimido	 conforme	 a	 la	 teoría	 de	 la	 equivalencia	 de	 las	 condiciones)	 y	 por	 otro	 el	 de	 la	
causalidad	jurídica,	en	cuya	virtud	para	determinar	la	relevancia	penal	de	la	acción	hay	que	atender	a	la	
naturaleza	 jurídica	 del	 resultado,	 de	 modo	 que	 sólo	 será	 punible	 el	 sujeto	 que	 comete	 una	 acción	
conectada	causalmente	con	un	resultado,	tal	y	como	está	previsto	en	el	tipo	correspondiente.	Así	p.	ej.,	
no	sería	jurídicamente	relevante	la	acción	de	convencer	al	tío	para	que	viaje	en	avión,	pues	dicha	acción	
no	puede	entenderse,	desde	el	punto	de	vista	del	tipo	de	homicidio,	como	equivalente	a	“matar”.	Dicha	
teoría,	 que	apunta	 ya	más	al	 desvalor	de	 resultado	que	al	 resultado	material	 como	consecuencia	de	 la	
acción,	constituye	el	precedente	inmediato	de	la	moderna	teoría	de	la	imputación	objetiva.	
	
En	la	actualidad	ya	nadie	niega	que,	si	bien	la	prueba	de	la	relación	de	causalidad	constituye	
un	 presupuesto	 de	 necesaria	 constatación	 en	 los	 delitos	 de	 resultado	 material	 (y	 su	
comprobación	suele	realizarse	aplicando	la	teoría	de	la	equivalencia	de	las	condiciones),	lo	
verdaderamente	esencial	radica	en	la	imputación	objetiva	del	resultado	al	comportamiento	
del	sujeto,	nexo	de	unión	que	debe	darse	en	todo	tipo	de	injusto.	
	
	
Imputación	objetiva	
	
La	teoría	de	la	imputación	objetiva	pretende	establecer	en	el	plano	objetivo	los	criterios	de	
determinación	 que	 permiten	 afirmar	 que	 un	 concreto	 resultado	 se	 le	 puede	 atribuir	
(imputar)	 jurídicamente	 a	 la	 conducta	 de	 un	 sujeto.	 Desde	 esta	 perspectiva,	 se	 trata	 de	
determinar	 si	 el	 desvalor	 de	 resultado	 (la	 lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 que	 el	 tipo	 trata	 de	
evitar)	 es	 objetivamente	 imputable	 al	 comportamiento	 (activo	 u	 omisivo).	 Para	 ello,	 se	
emplean	 determinados	 criterios	 normativos	 en	 el	 análisis	 de	 la	 conducta,	 a	 partir	 de	 los	
cuales	ha	de	deducirse	que	dicha	conducta	ha	supuesto:	
	
• 	Creación	 de	 un	 riesgo	 jurídicamente	 desaprobado:	 no	 habrá	 imputación	 objetiva	 si	 el	
resultado	 procede	 de	 actividades	 humanas	 peligrosas	 que	 no	 son	 desvaloradas	 por	 el	
ordenamiento	(supuestos	de	riesgo	permitido	–p.	ej.,	en	el	caso	del	accidente	aéreo).	Por	
el	 contrario,	 habrá	 imputación	 objetiva	 si	 el	 comportamiento	 aumentó	 el	 riesgo,	
inicialmente	 permitido,	 por	 encima	 de	 lo	 jurídicamente	 admisible	 (supuestos	 de	
incremento	 del	 riesgo	 permitido	 –p.	 ej.,	 empresario	 que	 realiza	 vertidos	 de	 CO2	 a	 la	
atmósfera	por	encima	de	las	emisiones	permitidas	en	la	normativa	aplicable).	
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• Realización	del	riesgo	en	el	resultado:	Para	afirmar	la	imputación	objetiva	del	resultado	no	
es	suficiente	con	que	la	conducta	haya	creado	un	riesgo	no	permitido	para	el	bien	jurídico,	
sino	que	además	será	preciso	que	dicho	riesgo	sea	el	que	dé	 lugar	al	resultado.	De	este	
modo,	 p.	 ej.,	 no	 habrá	 imputación	 objetiva	 en	 el	 caso	 de	 la	 ambulancia,	 porque	 el	
resultado	muerte	no	es	realización	del	riesgo	creado	con	la	acción	del	sujeto	(éste	muere	
a	consecuencia	del	accidente	de	la	ambulancia,	no	por	efecto	de	las	heridas	causadas).	
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LECCIÓN	7ª:	TIPO	DE	INJUSTO	DEL	DELITO	DOLOSO.	El	dolo:	concepto,	elementos	y	clases.	
Error	de	tipo.	Otros	elementos	subjetivos	del	tipo	de	injusto	
	
	
En	 el	 sistema	 causalista	 el	 dolo	 se	 concebía	 como	 una	 de	 las	 dos	 formas	 posibles	 de	
culpabilidad,	el	dolus	malus,	 en	el	que	 se	 contendrían	dos	aspectos:	 a)	 el	 conocimiento	y	
voluntad	de	 realizar	 los	elementos	objetivos	del	 tipo	 (conocimiento	de	 los	hechos)	y	b)	 la	
conciencia	de	su	significación	antijurídica	(conocimiento	del	derecho).	
	
Frente	a	lo	anterior,	el	enfoque	finalista	del	que	aquí	se	parte	opta,	como	consecuencia	del	
concepto	de	acción	final,	por	una	concepción	más	restringida	del	dolo,	 integrándolo	como	
una	de	las	formas	posibles	del	tipo	subjetivo	y	entendiéndolo	dolus	naturalis:	conocimiento	
y	voluntad	de	realizar	los	elementos	objetivos	del	tipo.	En	este	esquema,	la	conciencia	de	la	
significación	antijurídica	del	hecho	permanece	en	la	culpabilidad.	
	
Así	por	ejemplo,	según	la	teoría	clásica,	el	sujeto	que	mata	a	otro	creyendo	erróneamente	que	está	en	legítima	
defensa	no	actúa	dolosamente	porque	le	falta	la	conciencia	de	antijuridicidad.	En	cambio,	según	el	esquema	
finalista,	 el	 sujeto	 actúa	 dolosamente,	 pues	 sabe	 que	mata	 a	 otro	 y	 quiere	matarlo:	 tiene	 conocimiento	 y	
voluntad	de	realizar	los	elementos	objetivos	del	tipo	del	art.	138	CP.	
	
La	principal	consecuencia	del	finalismo,	como	se	vio	en	la	Lección	1ª,	procede	también	del	
concepto	de	acción	 final:	 la	diferente	 finalidad	que	guía	al	 sujeto	que	actúa	dolosamente	
(sabe	 lo	 que	 hace	 y	 decide	 hacerlo)	 frente	 al	 que	 actúa	 imprudentemente	 (no	 quiere	
producir	 el	 resultado	 e	 incluso	 puede	 no	 saber	 lo	 que	 hace)	 merece	 una	 diferente	
valoración	 de	 su	 hecho.	 De	 ahí	 que	 los	 componentes	 de	 la	 antijuridicidad	 sean	 también	
distintos	en	el	tipo	doloso	y	en	el	tipo	imprudente:	en	ambos	casos	hay	un	mismo	desvalor	
de	resultado,	pero	el	dolo	conlleva	un	mayor	desvalor	de	acción	que	la	imprudencia.	Por	esa	
razón	 se	 habla	 de	 “tipo	 de	 injusto	 del	 delito	 doloso”	 y	 “tipo	 de	 injusto	 del	 delito	
imprudente”.		
	
La	vertiente	subjetiva	del	comportamiento	del	sujeto	(o	tipo	subjetivo)	es	mucho	más	difícil	
de	probar	que	 la	 vertiente	objetiva,	 ya	que	hace	 referencia	 a	 una	disposición	 interna	del	
sujeto	 que	 no	 podemos	 observar	 directamente,	 sólo	 deducirla	 a	 partir	 de	 indicadores	 o	
indicios	externos.	
	
	
El	dolo:	concepto,	elementos	y	clases	
	
El	 tipo	 subjetivo	 en	 los	 delitos	 dolosos	 está	 conformado	 por	 el	 dolo,	 entendido	 como	
conocimiento	y	voluntad	de	realizar	el	 tipo	objetivo	de	un	delito	 (dolus	naturalis).	Son	por	
tanto	dos	los	elementos	que	integran	el	dolo:	
	
• Elemento	intelectual	o	cognoscitivo:	para	actuar	dolosamente,	el	sujeto	debe	saber	qué	es	
lo	que	hace	y	conocer	los	elementos	que	conforman	el	hecho	típico	(p.	ej.,	en	el	caso	del	
homicidio	 doloso	 debe	 saber	 que	mata	 a	 otra	 persona;	 en	 el	 hurto,	 que	 sustrae	 cosas	
ajenas	sin	el	consentimiento	de	su	dueño,	etc.).	Ese	conocimiento	constituye	un	requisito	
previo	a	la	voluntad	(no	puede	querer	hacer	algo	si	no	se	sabe	primero	qué	se	va	a	hacer).	
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Pero	no	es	necesario	que	el	sujeto	antes	de	actuar	realice	una	reflexión	sobre	su	futura	
acción,	 basta	 con	que	 reconozca	que	 en	 la	 situación	 concurren	 los	 elementos	objetivos	
descritos	 en	 el	 tipo.	 Por	 otro	 lado,	 no	 es	 imprescindible	 que	 el	 sujeto	 tenga	 un	
conocimiento	exacto	de	cada	uno	de	los	elementos	típicos,	sino	que	es	suficiente	con	que	
posea	un	conocimiento	aproximado	de	 la	significación	social	o	 jurídica	de	 los	elementos	
del	 tipo	 (valoración	paralela	en	 la	esfera	del	profano).	P.	ej.,	en	el	caso	del	hurto,	no	es	
necesario	que	el	sujeto	conozca	exactamente	el	significado	del	concepto	de	“cosa	mueble	
ajena”;	basta	con	que	sea	consciente	de	que	está	sustrayendo	(“quitando”)	un	objeto	a	su	
dueño.	
Si	 el	 sujeto	 realiza	 el	 hecho	 valorando	 erróneamente	 alguno	 de	 los	 elementos	 típicos,	
habrá	error	de	tipo,	cuyos	efectos	se	analizan	más	adelante.	
	
• Elemento	volitivo:	para	actuar	dolosamente	no	es	 suficiente	 con	el	 conocimiento	de	 los	
elementos	 del	 hecho	 típico,	 es	 preciso	 querer	 realizarlo.	 Es	 la	 concurrencia	 de	 esa	
voluntad	lo	que	fundamenta	el	mayor	desvalor	de	acción	del	tipo	de	injusto	doloso	frente	
al	 imprudente:	quien	actúa	con	dolo	se	ha	decidido	en	contra	del	bien	jurídico	protegido	
en	el	tipo	correspondiente.		
	
En	 función	 de	 la	 mayor	 o	 menor	 intensidad	 con	 que	 se	 presenten	 sus	 elementos	
constitutivos,	pueden	identificarse	tres	clases	diferentes	de	dolo:	dolo	directo	o	de	primer	
grado,	dolo	indirecto	o	de	segundo	grado	y	dolo	eventual.	El	intervalo	de	pena	establecido	
en	 el	 correspondiente	 tipo	 de	 injusto	 se	 aplica	 igualmente	 a	 las	 tres	 formas	 de	 dolo,	 de	
modo	 que,	 en	 realidad,	 la	 distinción	 tiene	 relevancia	 sobre	 todo	 a	 la	 hora	 de	marcar	 la	
frontera	entre	el	 tipo	doloso	y	el	 imprudente:	donde	acaba	el	dolo	eventual,	 comienza	 la	
imprudencia	consciente.	
	
Dolo	directo	 Conocimiento	fuerte/débil	 Voluntad	fuerte	
Dolo	indirecto	 Conocimiento	fuerte	 Voluntad	débil	
Dolo	eventual	 Conocimiento	débil	 Voluntad	débil	
Imprudencia	consciente	 Conocimiento	débil	 Ausencia	de	voluntad	
	
• Dolo	 directo	 o	 de	 primer	 grado:	 Suele	 identificarse	 con	 la	 intención	 o	 propósito.	 La	
finalidad	del	 sujeto	que	actúa	con	dolo	directo	coincide	exactamente	con	 la	producción	
del	resultado	(p.	ej.,	un	terrorista	quiere	matar	a	un	coronel.	Para	ello	pone	una	bomba	
lapa	en	su	automóvil).	
	
• Dolo	 indirecto	 o	 de	 segundo	 grado:	 La	 finalidad	 del	 sujeto	 no	 es	 producir	 el	 resultado,	
pero	 éste	 se	 asume	 como	 consecuencia	 necesaria	 de	 lo	 querido	 (p.	 ej.,	 el	 terrorista	 no	
quiere	matar	al	chófer	del	coronel,	pero	sabe	que	para	conseguir	su	propósito	–matar	al	
coronel	con	la	bomba	lapa-	tiene	que	producir	inevitablemente	también	la	muerte	de	su	
chófer).	
	
• Dolo	eventual:	Es	la	forma	más	débil	de	dolo,	ya	que	en	estos	supuestos	tanto	el	elemento	
cognoscitivo	como	el	volitivo	aparecen	menos	 intensamente.	La	 finalidad	del	sujeto	que	
actúa	con	dolo	eventual	no	es	producir	el	resultado,	pero	reconoce	la	posibilidad	de	que	
éste	se	produzca	y	no	obstante	sigue	actuando	(p.	ej.,	el	terrorista	sabe	que	la	bomba	lapa	
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puede	 estallar	 en	 mitad	 de	 la	 calle	 matando	 a	 peatones	 –resultado	 que	 puede	 o	 no	
producirse	y	que	no	desea-,	pero	a	pesar	de	ello	coloca	la	bomba).	
	
La	cuestión	esencial	respecto	del	dolo	eventual	radica	en	hallar	la	manera	de	diferenciarlo	
de	la	imprudencia	consciente,	para	lo	cual	se	han	elaborado	diversas	teorías:	
	
o Teorías	de	la	representación,	de	la	probabilidad	o	de	la	posibilidad:	ponen	el	acento	en	
el	 elemento	 cognoscitivo	 del	 dolo,	 sin	 que	 resulte	 ya	 relevante	 el	 contenido	 de	 la	
voluntad.	Exigen	para	afirmar	la	concurrencia	de	dolo	eventual	que	el	sujeto	se	haya	
representado	el	resultado	que	no	quiere	como	de	probable	o	posible	producción	y	no	
obstante	siga	actuando.	
	
Estas	 teorías	 presentan	 como	 inconveniente	 el	 desdibujar	 la	 frontera	 entre	 el	 dolo	 eventual	 y	 la	
imprudencia	 (dolo	 eventual	 y	 culpa	 consciente	 se	 distinguirían	 sólo	 por	 el	 grado	 de	 conocimiento	
respecto	de	 la	probabilidad	del	 resultado).	Como	consecuencia	de	algunas	variantes	de	estas	 teorías,	
está	 adquiriendo	 auge	 en	 los	 últimos	 tiempos	 en	 la	 jurisprudencia	 de	nuestro	 Tribunal	 Supremo	una	
posición	 que	 afirma	 la	 presencia	 de	 dolo	 atendiendo	 sólo	 al	 elemento	 cognitivo.	 En	 las	modalidades	
más	radicales	de	estas	tesis,	el	mero	conocimiento	de	la	peligrosidad	de	la	conducta	ya	sería	indicativo	
de	dolo,	con	lo	que	se	amplía	excesivamente	el	ámbito	del	tipo	de	injusto	doloso	y	además	se	pierde	de	
vista	el	mayor	desvalor	de	acción	que	posee	frente	al	imprudente.	
	
o Teorías	del	consentimiento,	de	la	aceptación	o	de	la	aprobación:	ponen	el	acento	en	el	
elemento	volitivo	del	dolo,	aunque	en	esta	 forma	aparecería	de	una	manera	menos	
intensa,	 como	 “aceptar”	 o	 “aprobar”	 la	 producción	del	 resultado.	 Conforme	 a	 estas	
teorías,	 para	 determinar	 la	 concurrencia	 de	 dolo	 eventual	 se	 suelen	 emplear	 las	
fórmulas	 hipotéticas	 de	 Frank:	 a)	 hay	 dolo	 eventual	 si	 el	 juzgador	 concluye	 que	 el	
sujeto	 hubiera	 actuado	 de	 todos	 modos	 aunque	 estuviera	 seguro	 de	 que	 se	 iba	 a	
producir	el	hecho;	b)	hay	dolo	eventual	si	el	sujeto	se	dice	“pase	lo	que	pase,	en	todo	
caso	actúo”.		
	
También	estas	teorías	presentan	inconvenientes,	pues	en	la	práctica	son	imaginables	supuestos	en	los	
que	 autor	 tiene	 en	 cuenta	 la	 producción	 de	 una	 hipotético	 resultado	 que	 considera	 altamente	
indeseable,	porque	su	producción	de	hecho	le	impediría	alcanzar	su	objetivo,	pero	actúa	porque	de	otra	
manera	no	puede	lograr	su	objetivo	principal;	esto	es	lo	que	sucede,	por	ejemplo,	en	el	conocido	como	
"caso	 Lacman":	 en	 una	 barraca	 de	 feria,	 un	 tirador	 inexperto	 apuesta	 veinte	 marcos	 a	 que	 podrá	
alcanzar	 con	un	disparo	 a	 la	 bola	 de	 cristal	 que	 sostiene	 en	 la	mano	una	 joven,	 pero	 con	 su	disparo	
lesiona	a	ésta.	La	aplicación	estricta	de	 las	teorías	del	consentimiento	o	de	 la	aceptación	 llevarían,	en	
estos	 casos,	 a	 negar	 la	 responsabilidad	 dolosa	 del	 sujeto	 por	 la	 producción	 de	 esos	 resultados	
concomitantes,	en	tanto	que	no	los	aprobó	o	aceptó.	
	
De	 las	 diferentes	 versiones	 que	 se	 han	 esbozado	 para	 determinar	 la	 concurrencia	 del	
factor	 volitivo	 del	 dolo	 ("conformarse	 con",	 “aceptar”,	 "tolerar"...	 ),	 goza	 de	 mayor	
acogida	la	que	lo	describe	como	una	decisión	del	autor	en	contra	del	bien	jurídico:	Quien	
incluye	en	sus	cálculos	la	realización	de	un	tipo	reconocida	por	él	como	posible,	sin	que	la	
misma	 le	disuada	de	 su	plan,	 se	ha	decidido	 conscientemente	 -aunque	 sólo	 sea	para	el	
caso	eventual	y	a	menudo	en	contra	de	sus	propias	esperanzas	de	evitarlo-	en	contra	del	
bien	jurídico	protegido	por	el	correspondiente	tipo.	Esta	decisión	por	la	posible	afectación	
a	bienes	jurídicos	es	la	que	diferencia	el	contenido	de	desvalor	del	dolo	eventual	frente	a	
la	imprudencia	consciente	y	la	que	justifica	su	más	severa	punición.		
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Error	de	tipo	
	
Es	 el	 desconocimiento	 de	 la	 concurrencia	 de	 algún	 elemento	 objetivo	 del	 tipo	 (p.	 ej.,	 el	
sujeto	que	dispara	a	una	persona	creyendo	que	lo	hace	a	un	animal	actúa	con	error	de	tipo	
sobre	el	 elemento	 “matare	a	otro”	del	 homicidio).	 En	estos	 casos,	 existe	una	divergencia	
entre	lo	que	quiere	hacer	el	sujeto	(plano	subjetivo)	y	lo	que	realmente	hace	(plano	fáctico).	
Por	 ello,	 todo	 error	 de	 tipo	 excluye	 siempre	 el	 dolo	 respecto	 del	 hecho	 objetivo	 que	 se	
desconoce.	 En	 función	 del	 elemento	 del	 tipo	 objetivo	 sobre	 el	 que	 recaiga	 el	 error,	 éste	
podrá	ser:	
	
• Error	 sobre	un	hecho	 constitutivo	de	 la	 infracción	penal:	 se	 trata	de	un	error	que	 recae	
sobre	 un	 elemento	 esencial	 del	 “tipo	 básico”	 (p.	 ej.,	 cazador	 que	mata	 a	 una	 persona	
creyendo	que	es	un	animal).	Este	error	puede	ser:		
	
o Invencible,	 en	 aquellos	 supuestos	 en	 que	 el	 sujeto	 no	 habría	 podido	 evitarlo	 de	
ninguna	 manera	 (se	 usa	 como	 baremo	 la	 perspectiva	 de	 un	 observador	 imparcial,	
colocado	en	 la	misma	 situación	y	 con	 la	misma	 información).	 En	estos	 casos	no	hay	
dolo	ni	imprudencia,	de	modo	que,	conforme	a	lo	dispuesto	el	art.	14.1	CP,	se	excluye	
la	responsabilidad	penal.	
	
o Vencible,	en	aquellos	supuestos	en	que	el	sujeto,	aplicando	la	diligencia	media	que	le	
era	 exigible	 (atendiendo	 a	 las	 circunstancias	 del	 hecho	 y	 las	 personales	 del	 autor),	
podría	haber	evitado	el	error.	En	estos	casos	no	hay	dolo	(el	sujeto	cuando	disparó	no	
sabía	 que	 se	 trataba	 de	 una	 persona)	 pero	 sí	 hay	 imprudencia,	 porque	 su	
comportamiento	 fue	 descuidado	 (infringió	 las	 normas	 de	 cuidado	 que	 le	 eran	
exigibles).	Por	ello,	el	art.	14.1	CP	dispone	en	estos	casos	que	dicho	comportamiento	
sea	 castigado,	 en	 su	 caso,	 como	 imprudente	 (lo	 que	 será	 posible	 sólo	 en	 aquellos	
supuestos	 en	 que	 el	 Código	 Penal	 un	 tipo	 culposo	 que	 resulte	 aplicable	 –así	 por	
ejemplo,	en	el	caso	del	homicidio,	art.	142	CP).	
	
• Error	sobre	un	hecho	que	cualifique	la	infracción	o	sobre	una	circunstancia	agravante:	se	
trata	de	un	error	que	recae	sobre	un	elemento	accidental,	que	cualifica	o	agrava	el	tipo	
básico	convirtiéndolo	en	un	“tipo	cualificado”	o	“tipo	agravado”	(p.	ej.,	el	traficante	ignora	
que	la	droga	que	vende	está	adulterada	–arts.	368	y	369.1.6º	CP).	En	estos	supuestos,	el	
art.	 14.2	 CP	 dispone	 que	 la	 concurrencia	 de	 error	 (vencible	 o	 invencible)	 impide	 la	
apreciación	 de	 la	 circunstancia	 cualificadora	 o	 agravante,	 de	 modo	 que	 el	 sujeto	
responderá	sólo	por	la	comisión	del	tipo	básico.	
	
Al	 margen	 de	 los	 anteriores,	 hay	 otras	 modalidades	 específicas	 de	 error	 que	 suelen	
analizarse	en	la	Parte	Especial	(asignatura	Derecho	Penal	II),	a	propósito	del	homicidio:	
	
• Error	sobre	 la	persona:	se	produce	cuando	el	autor	se	equivoca	sobre	 la	 identidad	de	 la	
persona	 (p.	ej.,	 cree	que	dispara	a	 su	hermano,	pero	en	 realidad	es	otra	persona).	 Este	
error	puede	recaer	también	sobre	el	objeto	material	(p.	ej.,	cree	que	el	cuadro	que	sustrae	
es	de	Picasso,	cuando	en	realidad	es	de	Gauguin).	
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• Error	en	el	golpe	(aberratio	ictus):	se	produce	cuando	el	autor	inicia	la	ejecución	del	delito	
pero	yerra	en	 la	dirección	(p.	ej.,	dispara	a	P,	pero	debido	a	su	mala	puntería	mata	a	G,	
que	estaba	a	su	lado).	
	
• Dolus	 generalis:	 se	 produce	 cuando	 el	 resultado	 sucede	 de	 una	 forma	 distinta	 a	 la	
inicialmente	prevista	por	el	sujeto	(p.	ej.,	S	dispara	a	P,	y	creyéndolo	muerto	lo	entierra,	
muriendo	entonces	P	por	ahogamiento,	y	no	por	el	disparo).	
	
	
Otros	elementos	subjetivos	del	tipo	de	injusto	
	
A	la	hora	de	valorar	la	concurrencia	de	dolo,	resultan	indiferentes	los	móviles	que	lleven	al	
sujeto	a	realizar	la	conducta	típica	(p.	ej.,	en	el	tipo	de	injusto	del	homicidio	doloso,	basta	
con	que	el	sujeto	se	haya	decidido	en	contra	de	la	vida	de	la	víctima,	siendo	indiferente	si	ha	
tomado	esa	decisión	para	heredarla,	porque	la	odia,	para	vengarse,	etc.).		
	
No	obstante,	en	algunos	tipos	se	exige	para	afirmar	la	tipicidad	de	la	conducta	la	presencia	
de	elementos	subjetivos	adicionales	al	dolo	(p.	ej.,	el	“ánimo	de	lucro”	en	el	hurto	–art.	234	
CP)	o	que	el	sujeto	actúe	con	un	conocimiento	reforzado	de	la	situación	(p.	ej.,	la	exigencia	
de	 que	 el	 Juez	 o	 Magistrado	 realice	 el	 hecho	 “a	 sabiendas	 de	 su	 injusticia”	 en	 la	
prevaricación	judicial	–art.	446	CP).		
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LECCIÓN	8ª:	TIPO	DE	INJUSTO	DEL	DELITO	CULPOSO.	La	imprudencia.	Concepto.	
Elementos.	Clases	de	imprudencia	
	
	
En	el	sistema	causalista	la	imprudencia	(o	culpa,	pues	son	términos	sinónimos)	se	concebía	
como	una	de	las	dos	formas	posibles	de	culpabilidad,	mientras	que	la	concepción	finalista	y	
las	 diversas	 escuelas	 que	parten	de	 sus	 presupuestos	 conciben	 la	 imprudencia	 como	una	
modalidad	 típica	 de	 comportamiento:	 de	 ahí	 que	 se	 hable	 de	 tipo	 de	 injusto	 del	 delito	
culposo	 (o	 imprudente).	Nuestro	Código	Penal	parece	decantarse	por	 la	solución	 finalista,	
en	 la	 medida	 en	 que	 define	 los	 delitos	 como	 “las	 acciones	 u	 omisiones	 dolosas	 o	
imprudentes	penadas	por	la	ley”	(art.	10	CP).	
	
Existen	dos	formas	distintas	de	regular	penalmente	los	comportamientos	imprudentes:		
	
• El	sistema	de	crimen	culpae,	que	consiste	en	establecer	en	un	precepto	penal	una	cláusula	
general	de	castigo	de	la	imprudencia,	de	modo	que	en	principio	cualquier	tipo	podría	ser	
cometido	por	imprudencia.	Este	sistema	era	el	recogido	en	el	art.	565	del	Código	Penal	de	
1973:	 “El	 que	 por	 imprudencia	 temeraria	 ejecutare	 un	 hecho	 que,	 si	 mediare	 dolo,	
constituiría	delito,	será	castigado	con	la	pena	de	prisión	menor”.	Como	consecuencia	de	lo	
anterior,	 la	 producción	 de	 varios	 resultados	 típicos	 (por	 ejemplo,	 varias	muertes)	 daba	
lugar	a	un	solo	delito	de	imprudencia.	
	
• El	 sistema	 de	 crimina	 culposa,	 en	 cuya	 virtud	 sólo	 son	 sancionables	 penalmente	 los	
comportamientos	imprudentes	que	expresamente	se	hallen	tipificados.	Este	sistema,	más	
respetuoso	 con	 los	 principios	 de	 legalidad	 y	 de	 intervención	mínima,	 es	 el	 que	 recoge	
actualmente	el	art.	12	del	Código	Penal	vigente:	“Las	acciones	u	omisiones	 imprudentes	
sólo	se	castigarán	cuando	expresamente	lo	disponga	la	ley”.	Como	consecuencia	de	dicho	
sistema,	 la	 producción	 de	 varios	 resultados	 típicos	 podrá	 dar	 lugar	 a	 varios	 delitos	
imprudentes.	
	
	
La	imprudencia.	Concepto	
	
La	doctrina	mayoritaria	describe	el	tipo	de	injusto	del	delito	imprudente	como	la	infracción	
de	 las	 normas	 de	 cuidado	 o	 de	 la	 diligencia	 debida	 (en	 otras	 formulaciones,	 el	
incumplimiento	 del	 deber	 de	 cuidado	 derivado	 de	 aquellas	 normas)	 que	 produce	 un	
resultado	típico	objetivamente	imputable.	
	
Conforme	 a	 lo	 anterior,	 en	 el	 tipo	 de	 injusto	 imprudente	 la	 infracción	 de	 la	 norma	 de	
cuidado	(esto	es,	la	"negligencia"	o	"descuido")	viene	a	sustituir	a	la	"decisión	en	contra	del	
bien	 jurídico",	 propia	 del	 delito	 doloso.	 Pero	 en	 el	 delito	 imprudente	 no	 basta	 con	 la	
constatación	 de	 la	 existencia	 de	 un	 desvalor	 de	 acción	 para	 afirmar	 la	 antijuridicidad	 del	
comportamiento;	 antes	 al	 contrario,	 en	 estos	 supuestos	 la	 presencia	 del	 desvalor	 de	
resultado	posee	aún	mayor	relevancia	que	en	el	injusto	doloso.	Pues	si	bien	en	éste,	como	
se	dijo,	el	hecho	de	que	el	autor	haya	adoptado	una	"decisión	en	contra	del	bien	jurídico"	
puede	en	determinados	supuestos	posibilitar	la	existencia	de	antijuridicidad	a	pesar	de	que	
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el	 desvalor	 de	 resultado	 típico,	 necesario	 para	 estimar	 el	 delito	 consumado,	 no	 se	 haya	
producido	plenamente	(tentativa:	y	ello	porque	esa	decisión	ya	supone	en	cierto	modo	una	
amenaza	 voluntaria	 para	 el	 bien	 jurídico),	 en	 el	 caso	 de	 la	 imprudencia	 el	 mero	 actuar	
descuidado	no	revela	una	voluntad	contraria	al	respeto	del	valor	como	tal.	
	
De	este	modo,	 el	 hecho	de	que	el	 autor	 imprudente,	 a	diferencia	del	 doloso,	 no	 se	haya	
decidido	en	contra	del	bien	jurídico,	hace	precisa	la	existencia	de	algo	más	que	el	desvalor	
de	acción	para	poder	afirmar	el	carácter	antijurídico	de	su	comportamiento.	Y	ese	algo	más	
está	constituido,	precisamente,	por	 la	producción	del	desvalor	de	 resultado	típico	cuando	
éste	es	directa	consecuencia	de	 su	actuación	descuidada,	esto	es,	del	desvalor	de	acción.	
Los	criterios	de	la	imputación	objetiva	se	encargan,	en	este	contexto,	de	confirmar	sin	lugar	
a	dudas	la	existencia	de	la	necesaria	relación	entre	el	desvalor	de	resultado	y	el	desvalor	de	
acción.		
	
	
Elementos	
	
Según	la	concepción	mayoritaria,	el	concepto	normativo	de	imprudencia		está	constituido	por	tres	elementos	
fundamentales	que	permiten	calificar	a	un	comportamiento	como	 imprudente:	 la	previsibilidad	objetiva	del	
resultado	y	la	infracción	de	la	diligencia	o	cuidado	debido	conformarían	el	desvalor	de	acción,	mientras	que	la	
lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 típica,	 si	 es	 objetivamente	 imputable	 a	 la	 conducta,	 representa	 el	 desvalor	 de	
resultado.	No	obstante,	esta	descripción	de	 la	 imprudencia	resulta	demasiado	amplia,	pues	 incluye	aspectos	
comunes	 a	 cualquier	 modalidad	 típica	 de	 comportamiento	 (doloso	 o	 imprudente):	 a)	 En	 primer	 lugar,	 la	
previsibilidad	 objetiva	 del	 resultado	 no	 constituye	 un	 elemento	 privativo	 del	 tipo	 imprudente,	 pues	 la	
constatación	 de	 dicho	 elemento	 también	 resulta	 necesaria	 en	 el	 delito	 doloso;	 ello	 es	 así	 necesariamente,	
pues	el	Derecho	penal	no	puede	pretender	prohibir	(ni	mucho	menos	sancionar)	la	producción	de	resultados	
que	 son	 imprevisibles	 para	 el	 conjunto	 de	 los	 ciudadanos.	 b)	 En	 segundo	 lugar,	 también	 los	 criterios	 de	 la	
imputación	objetiva	son	aplicables	al	delito	doloso,	pues	este	ilícito	está	tan	necesitado	como	el	 imprudente	
de	 los	 límites	 que	 imponen	 tales	 criterios	 a	 los	 excesos	 punitivos	 que	 se	 derivarían	 de	 un	 análisis	 del	
comportamiento	desde	el	exclusivo	punto	de	vista	de	las	teorías	causales	.	
Conforme	a	las	consideraciones	anteriores,	si	se	desea	poner	de	manifiesto	lo	que	distingue	al	tipo	de	injusto	
imprudente	 del	 doloso,	 la	 definición	 resultante	 debería	 ser,	 como	 mínimo,	 mucho	 más	 breve:	 infracción	
[típica]	 del	 cuidado	 exigible	 que	 produce	 un	 resultado	 típico.	 Este	 nuevo	 concepto	 destaca	 sus	 elementos	
específicos	y	diferenciadores	frente	al	tipo	de	injusto	doloso:	en	primer	lugar,	el	distinto	contenido	que	posee	
el	 desvalor	 de	 acción	 (infracción	 de	 la	 norma	 de	 cuidado	 cuya	 observancia	 le	 era	 exigible	 al	 sujeto)	 y,	 en	
segundo	lugar,	la	necesaria	presencia	del	desvalor	de	resultado	pleno	(puesto	que	no	son	punibles	las	meras	
"tentativas	imprudentes").		
	
De	 acuerdo	 con	 lo	 anterior,	 son	 exclusivamente	 dos	 los	 componentes	 objetivos	 típicos	
esenciales	 de	 la	 imprudencia,	 que	permiten	diferenciarlos	 del	 comportamiento	doloso:	 la	
necesaria	 producción	 del	 desvalor	 de	 resultado	 previsto	 en	 el	 tipo	 y	 la	 infracción	
típicamente	relevante	de	la	pauta	de	cuidado	exigible.	El	resto	de	factores	a	los	que	se	hace	
referencia	 en	 las	 definiciones	 tradicionales	 del	 tipo	 imprudente	 (previsibilidad	 objetiva	 y	
deber	objetivo	de	cuidado)	constituyen,	en	realidad,	sus	presupuestos.	
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Tipo de 
injusto del 
delito 
imprudente
Presupuestos
Elementos
Previsibilidad objetiva del resultado
Determinación del cuidado exigible
Desvalor de acción: infracción típica del cuidado exigible
Desvalor de resultado: producción del resultado típico
Relación de causalidad e 
imputación objetiva
	
	
1.	Presupuestos	del	tipo	de	injusto	imprudente	
	
• Previsibilidad	objetiva	del	resultado;	supuestos	de	atipicidad:	La	ausencia	de	previsibilidad	
objetiva		tiene	mucha	más	importancia	en	el	delito	imprudente	que	en	el	doloso	porque,	
además	de	que	en	este	caso	el	sujeto	no	toma	conscientemente	una	decisión	contraria	al	
bien	 jurídico,	 el	 carácter	 imprevisible	 del	 resultado	 excluye	 a	 priori	 la	 posibilidad	 de	
configurar	 una	 hipotética	 pauta	 de	 comportamiento	 cuidadoso	 que	 fuera	 capaz	 de	
evitarlo,	pues	no	puede	ser	objetivo	de	la	norma	penal	evitar	lesiones	o	puestas	en	peligro	
de	 un	 bien	 jurídico	 que	 nadie	 podía	 prever,	 ni	 tampoco	 podría	 en	 este	 caso	 cumplir	 la	
sanción	 una	 hipotética	 función	 motivadora.	 Como	 vimos,	 en	 estos	 supuestos	 (los	
objetivamente	 imprevisibles)	nos	encontramos	ante	caso	 fortuito,	que	excluye	 la	propia	
relevancia	penal	de	la	acción.	
	
• Determinación	 del	 cuidado	 exigible;	 los	 "indicadores"	 de	 la	 culpa:	 La	 constatación	 de	 la	
infracción	del	cuidado	exigible	requiere	previamente	comparar	la	conducta	del	sujeto	con	
un	baremo	o	pauta	de	cuidado	cuyo	contenido	en	cada	caso	deberá	concretar	el	juzgador.	
Ante	 una	 hipotética	 imprudencia	 el	 juez	 deberá,	 pues,	 determinar	 en	 primer	 lugar	 la	
concreta	 regla	 de	 conducta	 cuidadosa	 que	 regía	 el	 caso	 para	 posteriormente	 poder	
dilucidar	 si	 fue	 infringida,	 con	 la	 intensidad	 o	 de	 la	 forma	 requerida	 en	 el	 tipo,	 por	 el	
comportamiento	efectivamente	realizado.	La	concreción	de	la	pauta	(o	deber)	de	cuidado	
exigible	es	la	tarea	más	delicada	en	el	proceso	deductivo	de	la	imprudencia,	y	para	ello	se	
suele	atender	a	ciertos	“ingredientes”,	como	las	reglas	técnicas,	la	lex	artis,	los	especiales	
conocimientos	y	capacidades	de	que	disponía	el	sujeto	activo,	el	principio	de	confianza	o	
los	deberes	de	diligencia	secundarios.	
	
o Reglas	técnicas	y	lex	artis:	Cuando	el	comportamiento	tiene	lugar	en	ámbitos	de	la	vida	social	regulados	
por	el	ordenamiento	jurídico,	las	dificultades	del	proceso	deductivo	de	la	pauta	de	cuidado	exigible	en	el	
caso	 concreto	 son	menores.	 En	estos	 supuestos,	 la	 actividad	peligrosa	 se	encuentra	 regulada	mediante	
preceptos	extrapenales	que	 contemplan	 las	 reglas	 generales	de	 cuidado	que	deben	 respetarse	en	 cada	
sector	para	minimizar	los	riesgos	que	le	son	inherentes;	es	el	caso,	por	ejemplo,	de	la	circulación	rodada,	
los	transportes	de	mercancías,	la	explotación	de	energías,	etc.	Junto	a	las	anteriores	suelen	mencionarse	
otras	reglas	que	se	hallan	más	o	menos	formalizadas,	pero	no	jurídicamente	reguladas.	De	este	modo,	se	
hace	 referencia	 a	 las	 "normas	 del	 tráfico"	 o	 "reglamentaciones"	 que	 son	 creadas	 por	 asociaciones	 o	
consorcios	de	 intereses	privados	para	ordenar	el	desarrollo	de	determinadas	actividades,	normalmente	
en	el	terreno	deportivo	o	técnico.	Entre	las	primeras	se	incluirían	las	pautas	de	conducta	establecidas	por	
cada	 federación	deportiva	 (los	denominados	"reglamentos	deportivos"),	y	dentro	de	 las	segundas	 tanto	
DERECHO	PENAL	I	 	 	 							 	 						GRADO	EN	DERECHO	
Lección	8ª	 	 	 	 	 	 	 	 					 	Profa.	Dra.	Esther	Hava	
	
Página	32	de	64	
las	 disposiciones	 de	 seguridad	 que	 redactan	 los	 distintos	 sectores	 industriales	 para	 regir	 su	 actividad	
interna,	 como	 la	 lex	 artis	 que	 ordena	 el	 normal	 desarrollo	 de	 las	 diferentes	 profesiones	 (p.	 ej.,	 los	
protocolos	clínicos).	
o Especiales	 capacidades	 del	 sujeto	 activo:	 Esta	 cuestión	 se	 ilustra	 tradicionalmente	 con	 el	 ejemplo	 del	
cirujano	extraordinario	que	realiza	una	operación	quirúrgica	sin	hacer	uso	de	sus	especiales	facultades,	y	
debido	 a	 ello	 el	 paciente	muere	 en	 la	 sala	 de	 operaciones;	 de	 forma	paralela,	 se	menciona	 al	 cirujano	
infradotado	 que	 realiza	 la	misma	 intervención	 con	 una	 capacidad	 y	 conocimientos	 inferiores	 a	 los	 del	
cirujano	"medio".	Aunque	existen	diversas	posiciones	doctrinales	en	torno	a	este	tema,	en	mi	opinión	la	
cuestión	 relativa	 a	 las	 especiales	 características	 del	 individuo	 posee	 trascendencia	 sólo	 a	 la	 hora	 de	
identificar	qué	concreta	pauta	de	cuidado	regía	su	conducta,	atendiendo	al	 rol	que	cumplía	el	autor	en	
ese	momento	y	teniendo	en	cuenta	tanto	sus	conocimientos	como	capacidades	peculiares.	De	esta	forma,	
el	comportamiento	del	cirujano	avezado	deberá	guiarse	por	las	pautas	prefijadas	en	el	terreno	profesional	
para	realizar	la	delicada	operación	(análisis	que	deben	llevarse	a	cabo	previamente,	constantes	vitales	del	
paciente	que	han	de	vigilarse	con	especial	detalle,	concretas	técnicas	de	intervención	aplicables,	etc.);	en	
cambio,	la	conducta	del	inexperto	se	regirá	por	otra	regla	de	precaución	mucho	más	simple	y	genérica:	la	
que	obliga	a	no	intervenir	en	un	ámbito	de	riesgo	cuando	no	se	tiene	la	preparación	adecuada	para	ello.	
o Principio	 de	 confianza	 y	 deberes	 de	 diligencia	 secundarios:	 De	 acuerdo	 con	 el	 principio	 de	 confianza,	
acuñado	 inicialmente	por	 la	 jurisprudencia	para	aplicarlo	a	 los	comportamientos	que	se	producen	en	el	
tráfico	rodado,	"un	comportamiento	conforme	al	cuidado	exigido	autoriza	a	suponer	que	otros	partícipes	
del	 tráfico	 se	 comportarán	 de	 acuerdo	 con	 las	 obligaciones	 de	 cuidado	 que	 les	 incumben,	 sin	 que	 tal	
suposición	implique,	por	sí	misma,	una	infracción	del	deber	de	cuidado".	No	obstante,	la	jurisprudencia	ha	
señalado	muchísimas	excepciones	a	esta	regla	general:	en	relación	con	el	tráfico	rodado,	el	TS	entiende	
que	 el	 principio	 de	 confianza	 pierde	 su	 eficacia,	 por	 ejemplo,	 "en	 los	 supuestos	 de	 posibles	
enfrentamientos	en	la	circulación	urbana	con	niños,	ancianos	o	minusválidos	psíquicos,	debiendo	tenerse	
presente	 su	 presunta	 inconsciencia,	 su	 impulsividad	 azarosa,	 su	 desconocimiento	 de	 las	 disposiciones	
regladas	y	 sus	 repentinos	cambios	de	actitud”.	También	cuando	se	 trata	de	actividades	 realizadas	en	el	
seno	de	un	equipo	de	personas	más	o	menos	jerarquizado,	la	existencia	de	esa	cierta	jerarquía	hace	que	
el	principio	de	confianza	pierda	parte	de	su	eficacia;	en	este	contexto,	una	vez	que	el	responsable	ha	dado	
las	instrucciones	precisas	para	realizar	una	determinada	tarea,	aún	le	restan	por	cumplir	otros	deberes	de	
diligencia	secundarios:	la	obligación	de	supervisar	y	vigilar	el	cumplimiento	de	lo	ordenado.	
	
2.	Elementos	del	tipo	de	injusto	imprudente	
	
A)	Desvalor	de	acción:	Infracción	típica	del	cuidado	exigible.	
	
El	 hecho	 de	 que	 en	 las	 descripciones	 típicas	 el	 sustantivo	 "imprudencia"	 vaya	 siempre	
acompañado	 por	 los	 adjetivos	 "grave"	 o	 "leve"	 pone	 de	 manifiesto	 la	 necesidad	 de	
establecer	 la	 entidad	 de	 la	 culpa	 con	 la	 ayuda	 de	 criterios	 objetivos	 para	 afirmar	 la	
existencia	 del	 desvalor	 de	 acción	 propio	 del	 injusto	 imprudente	 pues,	 salvo	 contadas	
excepciones,	 son	 atípicas	 las	 conductas	 que	 causan	 un	 resultado	 desvalorado	 por	
imprudencia	 leve.	 Así	 por	 ejemplo,	 la	 infracción	 del	mandato	 normativo	 de	 cuidado	 que	
exige	ser	diligente	para	evitar	la	producción	de	un	aborto	sólo	adquirirá	relevancia	jurídico-
penal	cuando	dicha	infracción	sea	típica,	es	decir,	cuando	posea	la	entidad	(mayor	o	menor	
gravedad)	 requerida	 expresamente	 en	 el	 correspondiente	 tipo	 (en	 el	 caso	 del	 aborto,	
infracción	 grave	 del	 cuidado	 exigible	 -artículo	 146	 CP-,	 ya	 que	 nuestro	 ordenamiento	
jurídico-penal	no	sanciona	el	aborto	causado	por	imprudencia	leve).	
	
B)	Desvalor	de	resultado:	producción	del	resultado	típico	
	
La	mera	 constatación	 de	 una	 infracción	 típica	 del	 cuidado	 exigible	 no	 puede	 dar	 lugar	 a	
responsabilidades	 penales	 si	 con	 ella	 no	 se	 produce	 el	 menoscabo	 efectivo	 o	 puesta	 en	
peligro	 típica	 de	 los	 bienes	 jurídicos	 protegidos	 en	 el	 Código	 Penal	 frente	 a	
DERECHO	PENAL	I	 	 	 							 	 						GRADO	EN	DERECHO	
Lección	8ª	 	 	 	 	 	 	 	 					 	Profa.	Dra.	Esther	Hava	
	
Página	33	de	64	
comportamientos	imprudentes.	Lo	que	significa	que,	para	afirmar	la	existencia	de	un	injusto	
imprudente,	es	necesario	constatar,	además	de	la	infracción	típica	del	cuidado	exigible,	que	
dicha	 infracción	 ha	 producido	 el	 desvalor	 pleno	 de	 resultado	 previsto	 en	 el	 tipo	
correspondiente,	en	la	medida	en	que	no	son	punibles	las	tentativas	imprudentes.	
	
Así	 por	 ejemplo,	 quien	 de	 forma	 imprudente	 dispara	 a	 una	 persona	 y	 sólo	 lo	 hiere,	 no	 realizará	 el	 tipo	 de	
injusto	 del	 homicidio	 imprudente	 –no	 se	 ha	 producido	 el	 desvalor	 de	 resultado	 pleno	 del	 art.	 142	 CP:	
destrucción	 de	 la	 vida-,	 aunque	 sí	 podrá	 haber	 realizado	 el	 tipo	 de	 injusto	 del	 delito	 de	 lesiones	 –se	 ha	
producido	el	desvalor	de	resultado	pleno	del	art.	152	CP:	lesión	de	la	integridad	física	o	salud-,	siempre	que	la	
infracción	 del	 cuidado	 realizada	 sea	 típica	 –imprudencia	 grave-	 y	 el	 resultado	 sea	 consecuencia	 de	 dicha	
infracción.	
	
Pero	no	basta	con	que	la	infracción	típica	de	la	pauta	de	cuidado	cause	el	resultado	típico,	
en	 el	 sentido	 puramente	 naturalístico	 de	 la	 expresión:	 al	 igual	 que	 sucede	 en	 el	 delito	
doloso,	 será	 preciso	 además	 que	 dicho	 resultado	 sea	 objetivamente	 imputable	 al	
comportamiento	 descuidado	 realizado.	 Ello	 no	 significa	 que	 se	 haya	 prescindido	
completamente	de	 la	 constatación	del	nexo	causal	entre	 resultado	producido	y	actuación	
emprendida;	antes	al	contrario:	la	prueba	de	la	causalidad	se	concibe	en	la	actualidad	como	
un	requisito	 imprescindible,	aunque	no	suficiente,	para	afirmar	 la	existencia,	al	menos,	de	
una	imprudencia	activa.		
	
Las	 infracciones	 de	 cuidado	 calificables	 como	 imprudencias	 pueden	 consistir	 tanto	 en	 la	 realización	 de	 una	
actividad	como	en	un	comportamiento	pasivo	del	sujeto,	pero	todas	ellas	poseen	una	característica	común:	
elevan	 el	 riesgo	 por	 encima	 de	 lo	 permitido	 al	 no	 aplicar	 el	 cuidado	 exigible;	 riesgo	 que,	 a	 su	 vez,	 se	
materializa	 en	 la	 producción	 de	 un	 resultado	 típico.	 De	 este	 modo,	 en	 el	 delito	 de	 acción	 culposo	 el	
responsable	 del	 resultado	 será	 quien,	 mediante	 su	 comportamiento	 activo,	 ha	 desestabilizado	 el	 foco	 de	
peligro	 preexistente	 transformándolo	 de	 permitido	 en	 prohibido,	 o	 bien	 ha	 generado	 con	 su	 descuido	 una	
nueva	fuente	de	riesgo;	y	en	la	comisión	por	omisión	imprudente	deberá	responder	quien,	por	no	adoptar	una	
medida	de	precaución	a	la	que	venía	obligado,	igualmente	ha	desestabilizado	un	foco	de	peligro	que,	de	haber	
aplicado	dicha	medida,	se	habría	mantenido	dentro	de	lo	tolerable.	No	obstante,	los	problemas	de	causalidad	
y	 de	 imputación	 objetiva	 que	 plantean	 ambos	 tipos	 de	 conducta	 son	 distintos:	 mientras	 que	 en	 el	
comportamiento	 activo	 imprudente	 se	 requiere	 que	 haya	 causado	 científico-naturalmente	 el	 resultado	
(además	del	cumplimiento	añadido	de	los	criterios	de	la	teoría	de	la	 imputación	objetiva),	en	la	omisión,	sin	
embargo,	operan	otros	presupuestos	de	la	responsabilidad;	en	primer	lugar,	será	necesario	que	el	omitente	se	
encontrara	en	posición	de	garante	y,	en	segundo	lugar,	que	la	acción	omitida,	con	una	probabilidad	rayana	en	
la	 certeza,	 hubiera	 evitado	 el	 resultado	 o	 que,	 al	menos,	 hubiera	 reducido	 considerablemente	 el	 riesgo	 de	
lesión	.	
	
Todos	 los	 ilícitos	 imprudentes	 poseen	 desvalor	 de	 resultado,	 con	 independencia	 de	 que,	
además,	 el	 tipo	 concreto	 exija	 o	 no	 la	 producción	 de	 un	 resultado	material	 para	 otorgar	
relevancia	 jurídico-penal	 al	 comportamiento.	 Ese	 desvalor	 de	 resultado	 podrá	 consistir,	
dependiendo	también	de	la	descripción	típica	de	la	conducta,	en	un	menoscabo	efectivo	del	
bien	jurídico	o	sólo	en	su	puesta	en	peligro,	ya	sea	éste	concreto	o	abstracto.	Como	se	vió,	
la	ausencia	de	una	decisión	contraria	al	bien	jurídico	en	el	autor	imprudente	hace	preciso	la	
existencia	de	algo	más	que	el	desvalor	de	acción	para	poder	afirmar	el	carácter	antijurídico	
de	 su	 comportamiento;	 y	 ese	 algo	más	está	 constituido,	precisamente,	 por	 la	producción	
del	 desvalor	 de	 resultado	 típico	 cuando	 éste	 es	 directa	 consecuencia	 de	 la	 actuación	
descuidada,	esto	es,	del	desvalor	de	acción	.	
	
De	 los	 tres	 criterios	 que	 la	 doctrina	 suele	 mencionar	 para	 hacer	 referencia	 a	 la	 imputación	 objetiva	 del	
resultado	(incremento	del	riesgo,	fin	de	protección	de	la	norma	y	realización	del	riesgo),	únicamente	el	tercero	
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aparece	verdaderamente	desligado	del	contenido	del	desvalor	de	acción	propio	del	delito	 imprudente,	en	 la	
medida	en	que	los	dos	primeros	(incremento	del	riesgo	permitido	y	fin	de	protección	de	la	norma)	ya	deben	
ser	 tenidos	 en	 cuenta	 a	 la	 hora	 de	 identificar	 el	 grado	 de	 cuidado	 que	 era	 exigible	 en	 el	 momento	 de	 la	
actuación,	 y	 de	 constatar	 su	 infracción	 u	 observancia.	 En	 efecto,	 sólo	 conociendo	 esa	 concreta	 pauta	 de	
comportamiento	podrá	 determinarse,	 de	 un	 lado,	 si	 el	 riesgo	normal	 de	 la	 actividad	 realizada	 se	 elevó	por	
encima	de	 lo	tolerable	y,	de	otro,	si	uno	de	sus	objetivos	era	evitar	el	concreto	resultado	causado.	El	nuevo	
ingrediente	que	aporta	 la	 teoría	de	 la	 imputación	objetiva	a	 la	estructura	del	 ilícito	 imprudente	 radica	ante	
todo,	pues,	en	la	exigencia	de	que	ese	resultado	sea	concreción	del	riesgo	creado	con	el	comportamiento	o,	
dicho	de	otro	modo,	que	sea	directa	consecuencia	de	la	infracción	del	cuidado	exigible	.	
	
	
Clases	de	imprudencia	
	
Como	 se	 ha	 visto,	 la	 infracción	 de	 la	 pauta	 de	 cuidado	 exigible	 constituye	 el	 principal	
componente	externo	de	 la	 imprudencia,	y	a	partir	de	su	constatación	debe	ponderarse	su	
gravedad	para,	en	su	caso,	afirmar	 la	existencia	de	un	desvalor	objetivo	de	acción	(al	que	
posteriormente	habrá	que	imputar	el	necesario	desvalor	de	resultado	pleno,	puesto	que	no	
son	 punibles	 las	 tentativas	 imprudentes).	 De	 ello	 surge	 la	 distinción	 entre	 imprudencia	
grave	e	 imprudencia	menos	grave.	Salvo	en	contados	supuestos	(como	los	del	homicidio	o	
las	 lesiones,	 en	 los	 que	 también	 se	 penaliza	 la	 producción	 de	 dichos	 resultados	 por	
imprudencia	menos	grave	–por	ejemplo,	en	el	art.	142.2	CP),	el	Código	Penal	 sólo	castiga	
aquellos	 comportamientos	que	 se	hayan	producido	 como	consecuencia	de	una	 infracción	
grave	 del	 cuidado	 exigible,	 esto	 es,	 por	 imprudencia	 grave	 (p.	 ej.,	 aborto	 –art.	 146	 CP-;	
lesiones	al	feto	–art.	158	CP-;	daños	–art.	267	CP).	
	
De	 forma	 paralela,	 el	 conocimiento	 por	 parte	 del	 autor	 de	 la	 pauta	 de	 cuidado	 cuya	
observancia	 le	 era	 exigible	 conforma	 el	 factor	 interno	 (psicológico)	 del	 comportamiento	
imprudente,	 y	 a	 partir	 de	 él	 se	 determina	 el	 desvalor	 subjetivo	 de	 acción.	 Del	 grado	 de	
conocimiento	 constatable	 en	 el	 autor	 deriva,	 a	 su	 vez,	 la	 distinción	 entre	 imprudencia	
consciente	 (o	 culpa	 con	 representación)	 e	 imprudencia	 inconsciente	 (culpa	 sin	
representación).	 La	 mayoría	 de	 la	 doctrina	 no	 concede	 efectos	 distintos	 a	 estas	 dos	
modalidades	de	imprudencia.	
	
Finalmente,	 en	 función	 de	 la	 naturaleza	 de	 la	 pauta	 de	 cuidado	 infringida	 se	 suele	
diferenciar	 entre	 imprudencia	 común	 (se	 infringe	 una	 pauta	 de	 cuidado	 exigible	 a	
cualquiera)	e	imprudencia	profesional	(exigible	sólo	a	determinados	profesionales	–p.	ej.,	la	
imprudencia	 médica).	 En	 estos	 últimos	 casos,	 el	 Código	 Penal	 suele	 añadir	 a	 la	 pena	
correspondiente	 al	 comportamiento	 imprudente	 “común”	 la	 de	 inhabilitación	 para	 el	
ejercicio	de	la	profesión	en	cuyo	ámbito	se	haya	cometido	la	imprudencia.	
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LECCIÓN	9ª:	LA	ANTIJURIDICIDAD	I.	Concepto.	Antijuridicidad	formal	y	material.	El	bien	
jurídico.	Desvalor	de	acción	y	desvalor	de	resultado.	Especial	consideración	a	los	delitos	de	
peligro.	
	
	
Concepto.	Antijuridicidad	formal	y	material	
	
Una	vez	comprobado	que	el	caso	de	la	realidad	es	subsumible	en	el	tipo	de	delito	previsto	
en	la	norma	penal	(esto	es,	que	la	conducta	realizada	es	típica),	el	siguiente	paso	a	dar	para	
dilucidar	 si	 se	ha	 cometido	un	delito	 es	 la	determinación	de	 la	 antijuridicidad,	 esto	es,	 la	
constatación	de	que	el	hecho	realizado	es	contrario	a	Derecho.		
	
La	 consideración	 de	 una	 conducta	 como	 antijurídica	 se	 decide	 en	 función	 de	 todo	 el	
ordenamiento,	 pues	 es	 posible	 que	 para	 determinar	 si	 concurre	 o	 no	 una	 causa	 de	
justificación	(que	excluiría	la	antijuridicidad)	haya	que	acudir	a	normas	no	penales.	Así	por	
ejemplo,	 para	 determinar	 si	 el	 hecho	 no	 es	 antijurídico	 por	 haberse	 realizado	 en	
cumplimiento	de	un	deber	o	en	el	ejercicio	legítimo	de	un	derecho,	oficio	o	cargo	(art.	20.7	
CP),	habrá	que	atender	a	la	concreta	regulación	del	deber,	derecho,	oficio	o	cargo	de	que	se	
trate.		
De	 este	 modo,	 se	 afirma	 que	 una	 conducta	 típica	 es	 formalmente	 antijurídica,	 cuando	
supone	 una	 contradicción	 a	 Derecho	 por	 no	 concurrir	 en	 el	 hecho	 ninguna	 causa	 de	
justificación	(p.	ej.,	legítima	defensa).	Por	lo	tanto,	la	antijuridicidad	formal	no	es	más	que	la	
oposición	entre	un	determinado	hecho	y	el	ordenamiento	jurídico	positivo.	
	
Pero	para	afirmar	que	la	conducta	típica	es	también	penalmente	antijurídica	no	basta	con	
constatar	la	presencia	de	antijuridicidad	formal.	Es	preciso	además	que	el	comportamiento	
haya	lesionado	o	al	menos	puesto	en	peligro	el	bien	jurídico	protegido	por	la	norma	penal.	
De	este	modo,	se	dice	que	una	conducta	es	materialmente	antijurídica	cuando,	además	de	
ser	 contraria	 al	 ordenamiento,	 lesiona	o	pone	en	peligro	un	bien	 jurídico	que	el	Derecho	
penal	quería	proteger.	
	
	
El	bien	jurídico	
	
En	la	Introducción	al	Derecho	Penal	ya	fue	objeto	de	estudio	dos	de	los	principales	límites	al	
ius	puniendi	que	hacen	referencia	al	concepto	de	bien	 jurídico:	a)	el	principio	de	exclusiva	
protección	de	bienes	 jurídicos,	en	cuya	virtud	 la	 intervención	punitiva	del	Estado	sólo	está	
legitimada	cuando	se	usa	para	salvaguardar	condiciones	de	vida	esenciales	para	la	vida	en	
común	de	los	ciudadanos;	y	el	principio	de	intervención	mínima,	conforme	al	cual	los	bienes	
jurídicos	 deben	 ser	 protegidos	 por	 el	 Derecho	 penal	 sólo	 cuando	 otros	 sistemas	
sancionadores	no	aseguren	su	tutela	 (ultima	ratio)	y	sólo	 frente	a	 los	ataques	más	graves	
(carácter	 fragmentario).	 Desde	 esta	 perspectiva,	 puede	 afirmarse	 que	 son	 dos	 las	
condiciones	 esenciales	 para	 afirmar	 la	 existencia	 de	 un	 bien	 jurídico-penal:	 suficiente	
importancia	social	y	necesidad	de	protección	por	el	Derecho	penal.		
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Se	 han	 escrito	miles	 de	 páginas	 sobre	 el	 concepto	 de	 bien	 jurídico,	 y	 de	 hecho	 existe	multiplicidad	 de	
concepciones,	que	pueden	variar	en	su	contenido	en	función	incluso	de	la	finalidad	ideológica	que	se	 le	
atribuya	al	 concepto	 (como	mero	 legitimador	de	 la	 intervención	punitiva	o	como	 límitador	de	ésta).	En	
cualquier	caso,	como	señala	QUINTERO	OLIVARES,	para	comprender	lo	que	es	y	significa	el	bien	jurídico	
hay	que	partir	de	un	planteamiento	que	tenga	presente	la	existencia	de	un	entramado	social	en	el	que	los	
individuos	y	 las	cosas	se	relacionan	entre	sí	 formando	una	compleja	red,	en	cuyo	mantenimiento	existe	
una	voluntad	mayoritaria,	pues	de	ello	depende	la	propia	existencia	del	Estado	de	Derecho	(lo	contrario	a	
este	planteamiento	supondría	aceptar	la	imposición	coactiva	de	la	voluntad	de	un	grupo	minoritario	sobre	
la	 de	 la	 mayoría).	 Ese	 mantenimiento	 impone	 la	 necesidad	 de	 que	 ciertos	 intereses	 sean	 custodiados	
penalmente.	A	veces	esos	intereses	serán	derivaciones	de	derechos	humanos	superiores	(p.	ej.,	la	vida	o	
la	libertad)	y	otras	serán	simplemente	piezas	necesarias	para	el	funcionamiento	de	las	relaciones	sociales	
(p.	ej.,	el	 tráfico	 jurídico	mercantil	o	 las	normas	que	 regulan	el	mercado	de	 trabajo).	En	 todo	caso	 será	
necesario	que	esos	 intereses	de	diverso	origen	sean	 reputados	como	 imprescindibles	en	grado	máximo	
para	ser	considerados	bienes	jurídicos	penalmente	relevantes.	
	
En	función	de	quién	sea	el	titular	del	bien	jurídico,	suele	distinguirse	entre	bienes	jurídicos	
individuales	 (que	pertenecen	a	una	persona	o	grupo	de	personas	 individualizables	–p.	ej.,	
vida	 humana	 independiente,	 libertad	 sexual,	 propiedad	 privada,	 	 etc.)	 y	 bienes	 jurídicos	
colectivos	 (que	pertenecen	a	 la	colectividad	o	a	 la	propia	sociedad	en	su	conjunto	–p.	ej.,	
medio	ambiente,	art.	325	CP).	La	principal	consecuencia	de	esta	distinción	radica	en	que	los	
bienes	jurídicos	colectivos	son,	por	definición,	indisponibles	(p.	ej.,	un	grupo	de	ciudadanos	
determinado	no	puede	acordar	válidamente	en	nuestro	ordenamiento	jurídico	renunciar	a	
la	protección	penal	del	medio	ambiente,	pues	el	medio	ambiente	nos	pertenece	a	todos,	e	
incluso	a	las	futuras	generaciones).	
	
Por	 otro	 lado,	 se	 suele	 denominar	 bienes	 jurídicos	 intermedios	 a	 aquéllos	 cuya	 tutela	 va	
dirigida	a	evitar	la	lesión	mediata	o	inmediata	de	otros	bienes	jurídicos	(p.	ej.,	la	seguridad	
vial	–arts.	379	y	 ss.	CP-	 sería	un	bien	 jurídico	 intermedio	 respecto	de	 la	 vida	e	 integridad	
física	de	las	personas).		
	
Distinta	a	la	anterior	es	la	concepción	que	admite	la	existencia	de	bienes	jurídicos	intermedios	con	función	
representativa	o	 instrumentales,	esto	es,	aquellos	en	los	que	en	lugar	de	tipificarse	la	lesión	o	puesta	en	
peligro	del	bien	jurídico	el	legislador	habría	tipificado	la	micro-lesión	de	un	objeto,	un	valor	instrumental	
que	 no	 estaría	 identificado	 con	 el	 bien	 jurídico,	 sino	 que	 lo	 representaría	 como	 símbolo	 de	 lo	 que	 el	
Derecho	penal	quiere	proteger;	de	este	modo,	el	objeto	con	función	representativa	sería	el	que	resultaría	
inmediatamente	lesionado	o	puesto	en	peligro	por	el	comportamiento	típico,	y	no	resultaría	ya	necesario	
verificar	esa	efectiva	lesividad	para	el	bien	jurídico	mediatamente	tutelado.	Sin	embargo,	siguiendo	esta	
línea	argumental	el	concepto	de	bien	jurídico	pierde	buena	parte	de	su	sentido	como	límite	al	ius	puniendi	
sustentador	 de	 la	 antijuridicidad	 material	 en	 la	 estructura	 del	 delito,	 llegando	 en	 los	 casos	 límite	 a	
confundir	 el	 resultado	 material	 (elemento	 del	 tipo)	 con	 el	 desvalor	 de	 resultado	 (lesión	 o	 puesta	 en	
peligro	del	bien	jurídico).	
	
	
Desvalor	de	acción	y	desvalor	de	resultado	
	
El	contenido	material	de	la	antijuridicidad	no	se	agota,	sin	embargo,	en	la	lesión	o	puesta	en	
peligro	de	un	bien	jurídico.	No	toda	lesión	o	puesta	en	peligro	de	un	bien	jurídico	(desvalor	
de	 resultado)	 es	 antijurídica,	 sino	 solo	 aquélla	 que	 se	 deriva	 de	 una	 acción	 (u	 omisión)	
desaprobada	por	el	ordenamiento	jurídico	(desvalor	de	acción).	De	este	modo,	el	juicio	de	
desvalor	que	es	la	antijuridicidad	se	sustenta	en	dos	pilares:		
	
DERECHO	PENAL	I	 	 	 							 	 						GRADO	EN	DERECHO	
Lección	9ª	 	 	 	 	 	 	 	 					 	Profa.	Dra.	Esther	Hava	
	
Página	37	de	64	
• El	desvalor	de	acción,	que	supone	un	juicio	negativo	sobre	el	comportamiento	y	que	viene	
constituido	 en	 esencia	 por	 la	 exigencia	 típica	 de	 dolo	 (p.	 ej.,	 en	 el	 tipo	 de	 injusto	 del	
homicidio	 doloso	 –art.	 138	 CP∗)	 o	 culpa	 (p.	 ej.,	 en	 el	 tipo	 de	 injusto	 del	 homicidio	
imprudente	–art.	142	CP).	En	algunos	casos,	además,	el	desvalor	de	acción	es	más	intenso	
por	la	concurrencia	de	algún	elemento	adicional	en	el	comportamiento	del	autor	(así	por	
ejemplo,	en	el	asesinato	por	precio,	recompensa	o	promesa).	
	
• El	desvalor	de	resultado,	que	supone	un	 juicio	negativo	sobre	 la	afectación	producida	al	
bien	jurídico	con	el	comportamiento,	ya	sea	ésta	una	lesión	(destrucción	o	menoscabo)	o	
una	 puesta	 en	 peligro	 (creación	 de	 un	 riesgo	 típicamente	 relevante).	 En	 determinados	
tipos	 agravados,	 el	 desvalor	de	 resultado	puede	aparecer	 asimismo	 con	más	 intensidad	
(por	 ejemplo,	 en	 las	 lesiones	 agravadas	 del	 art.	 149.1	 CP	 frente	 a	 las	 lesiones	 del	 tipo	
básico	del	art.	147.1	CP).	
	
Lo	anterior	tiene	trascendencia	en	orden	a	explicar	la	punición	de	la	tentativa:	en	los	delitos	
dolosos,	 la	presencia	del	desvalor	de	acción	 (dolo:	 conocimiento	y	voluntad	de	 realizar	el	
hecho	 típico,	 decisión	 en	 contra	 del	 bien	 jurídico)	 permite	 castigar,	 aunque	 con	 menor	
pena,	 la	tentativa	de	delito	a	pesar	de	que	no	se	produzca	el	desvalor	de	resultado	pleno	
(lesión	 o	 puesta	 en	 peligro	 típica);	 en	 los	 delitos	 imprudentes,	 en	 cambio,	 es	 necesario	
constatar	la	presencia	tanto	del	desvalor	de	acción	(culpa:	comportamiento	contrario	a	las	
normas	de	cuidado,	no	implica	una	decisión	en	contra	del	bien	jurídico)	como	del	desvalor	
de	resultado	pleno	(lesión	o	puesta	en	peligro	típica).		
	
	
Especial	consideración	a	los	delitos	de	peligro	
	
Ya	se	ha	visto	que,	en	función	del	grado	de	afectación	al	bien	jurídico	protegido,	los	delitos	
pueden	clasificarse	en	delitos	de	 lesión	 (la	consumación	del	 tipo	requiere	 la	destrucción	o	
menoscabo	del	 bien	 jurídico	protegido)	 y	delitos	 de	peligro	 (la	 consumación	del	 tipo	 sólo	
requiere	 la	 creación	 de	 un	 riesgo	 –proximidad	 de	 un	 daño,	 probabilidad	 de	 lesión-	
penalmente	relevante	para	el	bien	jurídico).	
	
Algunos	bienes	jurídicos,	como	por	ejemplo	el	medio	ambiente,	son	tan	importantes	para	la	
vida	 en	 sociedad	 que	 el	 Derecho	 penal	 no	 puede	 esperar	 a	 que	 resulten	 efectivamente	
dañados	 para	 intervenir.	 En	 estos	 supuestos,	 se	 adelantan	 las	 barreras	 de	 punición	 para	
tratar	 de	 evitar	 no	 ya	 su	 lesión	 (la	 lesión	 del	 medio	 ambiente	 sería	 equivalente	 a	 la	
destrucción	 total	 de	un	ecosistema),	 sino	 su	puesta	 en	peligro	 (por	 ejemplo,	mediante	 la	
emisión	de	vertidos	contaminantes	a	la	atmósfera).	Pero	el	hecho	de	que	el	tipo	prevea	la	
creación	 de	 un	 peligro	 no	 puede	 interpretarse	 como	una	mera	 presunción:	 en	 todo	 caso	
será	necesario	constatar	que	el	riesgo	típico	(la	probabilidad	del	daño)	efectivamente	se	ha	
producido	 en	 el	 caso	 concreto,	 de	 tal	 modo	 que	 de	 probarse	 que	 el	 concreto	
comportamiento	no	produjo	ningún	riesgo	 real	 (por	ejemplo,	porque	 los	vertidos	eran	de	
tan	 escasa	 consideración	 que	 carecían	 por	 completo	 de	 potencialidad	 lesiva),	 habrá	 que	
negar	por	completo	la	existencia	del	necesario	desvalor	de	resultado.	
                                                
∗ Por	regla	general,	y	salvo	que	redacción	típica	haga	referencia	expresa	a	la	concurrencia	de	alguna	forma	de	
imprudencia	(grave	o	leve),	los	tipos	penales	exigen	tácitamente	que	el	sujeto	activo	actúe	con	dolo.	
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Los	 delitos	 de	 peligro	 pueden	 ser	 clasificados,	 en	 función	 del	 menor	 o	 mayor	 grado	 de	
proximidad	del	riesgo	que	requieren	para	su	consumación,	como	tipos	de	peligro	abstracto	
(p.	ej.,	 conducción	con	exceso	de	velocidad	o	bajo	 la	 influencia	de	 tóxicos	–art.	379	CP)	y	
tipos	de	peligro	concreto	(p.	ej.,	conducción	temeraria	–art.	380	CP).	
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LECCIÓN	10ª:	LA	ANTIJURIDICIDAD	II.	Causas	de	justificación.	Legítima	defensa.	Estado	de	
necesidad.	Cumplimiento	de	un	deber	y	ejercicio	de	un	derecho,	oficio	o	cargo	
	
	
Las	 causas	 de	 justificación	 (o	 causas	 de	 exclusión	 de	 la	 antijuridicidad)	 son	 normas	
permisivas	 que	 se	 componen,	 al	 igual	 que	 los	 tipos	 (que	 son	 normas	 imperativas),	 de	
elementos	subjetivos	y	objetivos	(“valor	de	acción”	y	“valor	de	resultado”).	Su	concurrencia	
anula	la	prohibición	o	el	mandato	generales	contenidos	en	el	respectivo	tipo,	permitiendo	
en	 supuestos	excepcionales	que	el	 sujeto	 realice	 la	 acción	u	omisión	 típicas.	Constituyen,	
por	 tanto,	 autorizaciones	 para	 comportarse	 típicamente,	 cuyo	 fundamento	 radica	 en	 la	
existencia,	en	tales	supuestos,	de	un	interés	preponderante	para	el	ordenamiento	jurídico.	
	
La	concurrencia	de	todos	los	elementos	objetivos	y	subjetivos	de	una	causa	de	justificación	
(eximente	completa)	tiene	los	siguientes	efectos:	
	
• El	hecho	será	típico	pero	no	antijurídico,	de	modo	que	no	podrá	imponerse	a	su	autor	ni	
una	 pena	 ni	 una	medida	 de	 seguridad,	 ni	 tampoco	 se	 le	 podrá	 exigir	 por	 regla	 general	
responsabilidad	civil	derivada	de	delito.	
	
• Ante	 un	 hecho	 justificado	 (esto	 es,	 autorizado	 por	 el	 ordenamiento)	 no	 cabe	 alegar	
legítima	defensa.	
	
La	ausencia	de	alguno	de	los	elementos	necesarios	para	apreciar	una	causa	de	justificación	
(eximente	incompleta)	tiene	los	siguientes	efectos:	
	
• El	 hecho	 además	 de	 típico	 será	 parcialmente	 antijurídico	 (pues	 no	 concurren	 todos	 los	
elementos	 imprescindibles	 para	 permitirlo),	 pero	 la	 sanción	 a	 imponer	 al	 sujeto	 podrá	
atenuarse	(arts.	21.1	y	68	CP).	
	
• Ante	un	hecho	sólo	en	parte	justificado	cabe	alegar	legítima	defensa.	
	
Existen	diversas	teorías	para	determinar	qué	sucede	cuando	falta	el	“valor	de	acción”	propio	de	una	causa	
de	justificación	(p.	ej.,	A	mata	a	B	sin	saber	que	éste	se	disponía	en	ese	instante	a	matar	a	C):	
1ª	 solución:	dado	que	hay	 “valor	 de	 resultado”	 (elementos	 objetivos	 de	 la	 legítima	defensa),	 A	mata	 a	 B	
justificadamente.	
2ª	solución:	dado	que	no	hay	“valor	de	acción”	(A	quiere	matar	a	B),	A	comete	un	homicidio	consumado	no	
justificado.	
3ª	 solución:	 A	 mata	 a	 B	 concurriendo	 legítima	 defensa	 incompleta	 (de	 seguirse	 esta	 posición,	 hay	 que	
admitir	la	posibilidad	de	que	otra	persona,	D,	actúe	en	legítima	defensa	frente	a	A	para	evitar	la	muerte	de	
B).	
4ª	solución	(mayoritaria):	el	comportamiento	de	A	(desvalor	de	acción+”valor	de	resultado”)	constituye	una	
tentativa	inidónea	de	homicidio	de	B.		
	
Nuestro	 ordenamiento	 penal	 recoge	 las	 siguientes	 causas	 de	 justificación:	 la	 legítima	
defensa	(art.	20.4	CP),	el	estado	de	necesidad	(art.	20.5	CP)	y	el	cumplimiento	de	un	deber	o	
el	ejercicio	legítimo	de	un	derecho,	oficio	o	cargo	(art.	20.7).	
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Legítima	defensa	
	
El	fundamento	de	la	legítima	defensa	radica	en	esencia	en	la	necesidad	de	hacer	prevalecer	
el	 Derecho	 sobre	 actos	 ilícitos	 (típicos	 y	 antijurídicos)	 que	 atentan	 contra	 bienes	 jurídicos	
individuales	(vida,	salud,	bienes,	morada,	etc.),	propios	o	de	terceros.	
	
En	principio,	 la	mayoría	de	la	doctrina	y	jurisprudencia	niega	la	posibilidad	de	legítima	defensa	ante	ataques	
contra	bienes	jurídicos	colectivos,	aunque	dicha	posibilidad	en	mi	opinión	no	puede	descartarse	de	plano	(p.	
ej.,	A	encierra	a	B	en	una	habitación	–art.	163	CP-,	porque	es	un	 terrorista	que	se	dispone	a	envenenar	 los	
depósitos	de	agua	de	una	ciudad	–art.	365	CP-).	
	
Los	 elementos	 objetivos	 que	 han	 de	 concurrir	 para	 apreciar	 legítima	 defensa	 son	 los	
siguientes:	
	
• Agresión	 ilegítima:	 entendida	 como	 puesta	 en	 peligro	 de	 un	 bien	 jurídico	 como	
consecuencia	de	un	acto	doloso	(si	fuera	imprudente	cabría	estado	de	necesidad)		típico	y	
antijurídico	 (no	es	 necesario	que	el	 agresor	 sea	 además	 culpable).	 La	 agresión	 ilegítima	
tiene	que	ser:	
o Real:	si	no	lo	es	habrá	legítima	defensa	putativa,	que	constituye	un	supuesto	de	error	de	
prohibición	(p.	ej.,	A	cree	que	actúa	en	legítima	defensa	frente	a	B,	cuando	en	realidad	B	
es	un	amigo	suyo	que	sólo	quiere	darle	un	susto).	
o Actual	o	inminente:	no	cabe	legítima	defensa	cuando	la	agresión	ha	cesado.	
En	caso	de	defensa	de	la	morada	o	de	sus	dependencias,	y	de	acuerdo	con	el	art.	20.4.1º	
CP,	sólo	se	reputará	agresión	ilegítima	la	entrada	indebida	en	aquélla	o	en	éstas.	
	
• Necesidad	racional	del	medio	empleado	para	 impedir	o	 repeler	 la	agresión:	exige	que	el	
medio	 elegido	 para	 la	 defensa	 sea	 el	 menos	 lesivo	 posible	 y	 utilizado	 con	 la	 menor	
intensidad	posible,	atendiendo	a	las	circunstancias	concurrentes	del	hecho	(p.	ej.,	no	sería	
racional	 responder	 a	 una	 injuria	 –delito	 contra	 el	 honor-	 con	 un	 disparo	 al	 corazón	 del	
agresor).	
	
• Falta	de	provocación	suficiente	por	parte	del	defensor:	 la	jurisprudencia	niega	la	legítima	
defensa	en	supuestos	de	riña	mutuamente	aceptada	por	entender	que	existe	provocación	
mutua.	
	
	
Estado	de	necesidad	
	
De	 acuerdo	 con	 el	 art.	 20.5	 CP,	 actúa	 en	 estado	 de	 necesidad	 quien,	 para	 evitar	 un	mal	
propio	o	ajeno,	lesiona	un	bien	jurídico	de	otra	persona	o	infringe	un	deber,	siempre	que	se	
den	los	siguientes	requisitos:		
	
• Que	el	mal	causado	no	sea	mayor	que	el	que	se	trate	de	evitar:	este	requisito	está	a	su	vez	
compuesto	por	varios	factores:	
o El	mal	que	se	trata	de	evitar	ha	de	ser	real,	grave	y	actual	o	inminente.	A	diferencia	de	lo	
que	sucede	en	la	legítima	defensa,	este	mal	no	procede	de	la	actuación	dolosa	de	otra	
persona	 (no	 hay	 “agresión	 ilegítima”).	 Si	 el	 sujeto	 cree	 que	 actúa	 en	 estado	 de	
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necesidad	 (p.	 ej.,	 allanamiento	 de	 morada	 del	 ex-cónyuge	 creyendo	 que	 los	 hijos	
menores	están	en	peligro)	habrá	error	de	prohibición.	
o El	 mal	 causado	 por	 quien	 actúa	 en	 estado	 de	 necesidad	 debe	 ser	 igual	 o	 inferior	 al	
evitado,	y	ha	de	presentarse	para	el	sujeto	como	la	única	alternativa	posible	para	salvar	
los	bienes	en	peligro.	
	
• Que	 la	 situación	de	necesidad	no	haya	sido	provocada	 intencionadamente	por	el	 sujeto:	
según	la	doctrina	mayoritaria,	sólo	excluye	el	estado	de	necesidad	la	previa	provocación	
dolosa	de	la	situación	de	necesidad.	
	
• Que	 el	 necesitado	 no	 tenga,	 por	 su	 oficio	 o	 cargo,	 obligación	 de	 sacrificarse	 (bombero,	
policía,	 médico,	 etc.;	 hay	 estado	 de	 necesidad	 si	 los	 intereses	 del	 necesitado	 son	
claramente	 de	mayor	 importancia	 que	 los	 otros	 en	 conflicto	 –p.	 ej.,	 en	 un	 incendio	 un	
bombero	rompe	la	puerta	de	una	casa	para	no	morir	asfixiado).	
	
En	el	caso	del	estado	de	necesidad,	y	a	pesar	de	existir	justificación,	puede	exigírsele	responsabilidad	civil	por	
los	males	causados	a	las	personas	en	cuyo	favor	se	haya	precavido	el	mal	(art.	118.3	CP).		
	
	
Cumplimiento	de	un	deber	y	ejercicio	de	un	derecho,	oficio	o	cargo	
	
Constituye	una	causa	supra	penal	de	justificación,	en	la	medida	en	que	para	estimar	o	no	su	
concurrencia	 hay	 que	 atender	 a	 lo	 dispuesto	 en	 otras	 ramas	 del	 ordenamiento	 jurídico	
(donde	 se	 regula	 el	 catálogo	 de	 derechos	 y	 deberes,	 así	 como	 lo	 relativo	 al	 ejercicio	 de	
determinados	 oficios	 o	 cargos).	 En	 virtud	 de	 la	 unidad	 del	 ordenamiento	 jurídico,	 si	 una	
conducta	 está	 reconocida	 jurídicamente	 como	 deber	 vinculante	 o	 derecho	 subjetivo,	 no	
puede	ser	al	mismo	tiempo	penalmente	antijurídica.	Esta	causa	de	justificación	“genérica”	
puede	presentarse	en	las	siguientes	modalidades:	
	
• Cumplimiento	 de	 un	 deber:	 dicho	 deber	 ha	 de	 ser	 jurídico,	 esto	 es,	 regulado	 por	 el	
ordenamiento.	 El	 supuesto	más	 frecuente	 es	 el	 del	 uso	 de	 la	 fuerza	 por	 los	 cuerpos	 y	
fuerzas	 de	 seguridad.	 La	 Ley	 de	 Cuerpos	 y	 Fuerzas	 de	 Seguridad	 del	 Estado	 y	 otra	
normativa	aplicable	establecen	los	requisitos	que	han	de	concurrir	para	el	uso	de	la	fuerza	
(p.	ej.,	obligación	de	ponderar	la	necesidad	de	usarla,	proporcionalidad	en	la	utilización	de	
los	 medios	 a	 su	 alcance,	 uso	 de	 armas	 sólo	 en	 supuestos	 de	 peligro	 para	 la	 vida	 o	
integridad	física	propia	o	de	terceros,	o	grave	riesgo	para	la	seguridad	ciudadana,	etc.).	
	
• Ejercicio	legítimo	de	un	derecho:	 igualmente	ha	de	estar	reconocido	por	el	ordenamiento	
jurídico	y	su	ejercicio	ha	de	estar	justificado,	de	acuerdo	con	la	ponderación	de	intereses	
en	 juego	 (p.	 ej.,	 el	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 expresión	 no	 justifica	 los	 ataques	 graves	 al	
honor;	el	antiguo	y	ya	derogado	“derecho	de	corrección”	de	los	padres	no	justificaba	las	
agresiones	físicas	y	psicológicas	infligidas	a	sus	hijos).	
	
• Ejercicio	 legítimo	 de	 un	 oficio	 o	 cargo:	determinadas	 profesiones	 comportan	 un	 haz	 de	
derechos	y	deberes	cuyo	ejercicio	conjunto	puede	dar	 lugar	a	una	causa	de	 justificación	
(p.	ej.,	la	profesión	de	abogado	o	de	periodista).	
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LECCIÓN	11ª:	LA	CULPABILIDAD	I.	Introducción.	Evolución	dogmática	del	elemento	
culpabilidad.	Concepto,	contenido	y	estructura	
	
	
Introducción	
	
La	 culpabilidad	 constituye,	 al	 mismo	 tiempo,	 un	 elemento	 de	 la	 teoría	 del	 delito	 (el	
inmediatamente	posterior	a	la	antijuridicidad)	y	un	principio	limitador	del	ius	puniendi,	que	
deriva	 de	 la	 concepción	 de	 España	 como	 Estado	 Democrático	 de	 la	 consagración	 de	 la	
dignidad	como	fundamento	de	nuestro	modelo	constitucional	(art.	10	CE).	
	
Como	 se	 analizó	 en	 la	 asignatura	 “Introducción	 al	 Derecho	 Penal”,	 la	 culpabilidad	 expresa	 el	 conjunto	 de	
condiciones	necesarias	para	poder	reprochar	alguien	la	comisión	del	hecho	que	motiva	la	pena.	Del	principio	
de	culpabilidad	se	desprenden	una	serie	de	exigencias	a	tener	en	cuenta	en	la	configuración	de	este	elemento	
en	la	teoría	del	delito:		
a)	Personalidad	de	 las	penas:	 Impide	castigar	a	alguien	por	un	hecho	ajeno.	En	base	a	este	principio	sólo	se	
pueden	imponer	penas	o	medidas	de	seguridad	a	quien	haya	realizado	un	hecho	típico	y	antijurídico.	
b)	Prohibición	de	la	responsabilidad	por	la	conducción	de	la	vida:	conforme	al	principio	de	responsabilidad	por	
el	 hecho,	 sólo	 las	 condiciones	 personales	 presentes	 en	 el	 momento	 de	 realización	 de	 la	 conducta	 típica	 y	
antijurídica	deben	ser	tenidas	en	cuenta	en	la	elaboración	del	juicio	de	culpabilidad.		
c)	Atribuibilidad,	reprochabilidad	o	motivabilidad:	para	que	un	individuo	sea	declarado	culpable	es	necesario	
que	el	hecho	típico	y	antijurídico	sea	atribuible	y	jurídicamente	reprochable	a	su	autor.		
	
	
Evolución	dogmática	del	elemento	culpabilidad	
	
En	 el	 esquema	 clásico	 de	 la	 teoría	 del	 delito	 de	 VON	 LISZT	 y	 BELING,	 la	 culpabilidad	 se	
concibe	como	un	nexo	psicológico	entre	el	sujeto	y	el	resultado	provocado.	Del	contenido	
de	 los	dos	elementos	psicológicos	adjudicados	a	 la	culpabilidad	(voluntad	y	conocimiento)	
surgen	en	esta	concepción	las	dos	formas	de	culpabilidad:	el	dolo	y	la	culpa	(o	imprudencia).	
Y	presupuesto	común	de	ambas	formas	de	culpabilidad	es	la	imputabilidad.	
	
La	concepción	psicológica	de	la	culpabilidad	no	puede	explicar	de	modo	satisfactorio	la	culpa	inconsciente,	en	
la	medida	en	que	en	esta	 forma	de	 imprudencia	no	existe	 conexión	psíquica	del	 autor	 con	el	hecho	 (quien	
actúa	con	culpa	inconsciente	no	se	representa	la	posibilidad	de	que	se	produzca	el	resultado	típico).	Por	otro	
lado,	en	 las	causas	de	justificación	existe	dolo	respecto	de	lo	realizado	(p.	ej.,	quien	mata	a	otro	en	legítima	
defensa	tiene	dolo	de	matar,	aunque	actúe	amparado	por	una	causa	de	justificación).	
	
Frente	 a	 la	 anterior,	 la	 concepción	 neoclásica	 (o	 causal-normativa)	 de	 la	 culpabilidad	
(elaborada	 a	 partir	 de	 las	 aportaciones	 de	 FRANK,	 GOLDSCHMIDT	 y	 FREUDENTHAL)	
entiende	 ésta	 como	un	 juicio	 de	 valor:	 un	 juicio	 de	 reproche	 dirigido	 al	 sujeto	 por	 haber	
realizado	un	comportamiento	típico	y	antijurídico	cuando	era	exigible	que	actuara	conforme	
a	Derecho.	Concebida	 como	“reprochabilidad	por	 la	 voluntad	defectuosa”,	 la	 culpabilidad	
requeriría,	según	la	concepción	normativa	originaria:	a)	la	imputabilidad,	como	capacidad	o	
presupuesto	de	culpabilidad;	b)	el	dolo	(dolus	malus,	porque	incluye	el	conocimiento	de	la	
antijuridicidad	del	hecho)	o	la	culpa,	como	formas	de	voluntad	defectuosa;	y	c)	la	ausencia	
de	 causas	 de	 exculpación	 (como	 el	 miedo	 insuperable),	 pues	 su	 concurrencia	 impediría	
reprochar	su	voluntad	defectuosa	al	sujeto	por	serle	inexigible,	en	la	situación	concreta,	una	
decisión	conforme	a	Derecho.	
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En	 esta	 concepción,	 el	 dolo	 y	 la	 culpa	 ya	 no	 aparecen	 como	 formas	 de	 culpabilidad,	 sino	 como	 posibles	
elementos	de	ésta,	pero	no	suficientes	(porque	puede	concurrir	dolo	y	sin	embargo	faltar	 la	culpabilidad	-lo	
que	sucedería	cuando	existe	una	causa	de	exculpación-	pues	entonces	el	hecho	no	es	reprochable	en	atención	
a	 las	 “circunstancias	 concomitantes”).Por	 otro	 lado,	 la	 culpabilidad	 imprudente	 podría	 concurrir	 ya	 sin	 la	
constatación	de	nexo	psicológico	alguno,	pues	lo	verdaderamente	relevante	es	si	se	puede	reprochar	su	acción	al	
sujeto.	
	
Al	igual	que	en	otros	elementos,	el	concepto	final	de	acción	de	WELZEL	llevó	a	un	cambio	en	
la	 concepción	 de	 la	 culpabilidad,	 que	 pasó	 a	 tener	 un	 contenido	 puramente	 normativo,	
totalmente	 desprovisto	 de	 componentes	 psicológicos:	 el	 dolo	 y	 la	 culpa	 pasan	 a	 formar	
parte	del	tipo	de	injusto,	quedando	el	resto	de	elementos	como	condiciones	que	permiten	
reprochar	el	hecho	a	su	autor,	porque	pudo	actuar	de	otro	modo.	Por	tanto,	el	contenido	de	
la	culpabilidad	en	el	esquema	finalista	está	constituido	por	 los	siguientes	elementos:	a)	 la	
imputabilidad,	 como	condición	central	de	 la	 reprochabilidad	 (quien	es	 inimputable	carece	
de	 libertad	 para	 comportarse	 de	 otro	 modo);	 b)	 la	 posibilidad	 de	 conocimiento	 de	 la	
antijuridicidad	del	hecho	(pues	al	tipo	sólo	pasa	el	dolus	naturalis),	y	c)	la	ausencia	de	causas	
de	exculpación	(cuya	concurrencia	impediría	el	juicio	de	reproche,	al	entender	que	no	le	era	
exigible	al	sujeto	actuar	de	otro	modo).	
	
	
Concepto,	contenido	y	estructura	
	
En	 la	 actualidad	 se	 sigue	mayoritariamente	 el	 esquema	 finalista,	 si	 bien	 se	 entiende	más	
adecuado	 con	 nuestro	 modelo	 de	 Estado	 atemperar	 en	 la	 culpabilidad	 la	 idea	 de	
reprochabilidad	(anclada	en	una	concepción	retributiva	de	la	pena)	con	la	de	motivabilidad	
(más	acorde	con	la	función	preventivo-general	que	se	le	otorga	a	la	norma	penal).		
	
Desde	 este	 punto	 de	 vista,	 se	 entiende	 que	 un	 sujeto	 es	 culpable	 del	 hecho	 típico	 y	
antijurídico	que	ha	realizado	cuando,	en	el	momento	de	actuar,	era	motivable	por	la	norma,	
para	 lo	 cual	 resultará	 necesario	 comprobar	 que	 era	 plenamente	 capaz	 de	 entender	 la	
ilicitud	de	dicho	comportamiento	(imputabilidad	–no	 lo	sería	p.ej.	un	niño	de	corta	edad),	
que	 actuó	 conociendo	 dicha	 ilicitud	 (conocimiento	 de	 la	 antijuridicidad	 del	 hecho	 –no	 lo	
tendría	p.ej.	 si	el	 sujeto	creía	que	actuaba	en	 legítima	defensa)	y	que	el	ordenamiento	 le	
podía	exigir	que	actuara	de	otro	modo	(exigibilidad	–no	la	habría	p.ej.	si	el	sujeto	actuó	con	
miedo	 insuperable,	 art.	 20.6	 CP).	 De	 este	 modo,	 imputabilidad,	 conocimiento	 de	 la	
antijurididad	 del	 hecho	 y	 exigibilidad	 conforman	 el	 contenido	 de	 la	 culpabilidad,	 y	 la	
ausencia	 de	 alguno	 de	 estos	 elementos	 determinará	 la	 ausencia,	 o	 disminución,	 de	 la	
culpabilidad.	
	
A	estos	tres	elementos	integrantes	de	la	culpabilidad	hace	referencia	nuestro	Código	Penal.	
Así,	 los	 apartados	 1º,	 2º	 y	 3º	 del	 art.	 20	 CP	 prevén	 las	 causas	 de	 inimputabilidad	
(enfermedad	 mental,	 trastorno	 mental	 transitorio,	 intoxicación	 plena,	 alteraciones	 en	 la	
percepción),	el	art.	20.6º	CP	regula	como	causa	de	inexigibilidad	el	miedo	insuperable,	y	el	
art.	 14.3	CP	 regula	 como	supuestos	de	ausencia	de	 conocimiento	de	 la	antijuridicidad	del	
hecho	los	casos	de	error	de	prohibición.	
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LECCIÓN	12ª:	LA	CULPABILIDAD	II.	Imputabilidad.	Concepto.	Causas	de	exclusión	de	la	
imputabilidad.	Anomalía	o	alteración	psíquica.	Intoxicación	plena.	Alteraciones	en	la	
percepción.	Minoría	de	edad	penal.	Acciones	libera	in	causa	
	
	
Concepto.	Causas	de	exclusión	de	la	imputabilidad	
	
La	imputabilidad	consiste	en	la	capacidad	de	un	sujeto	para	ser	normalmente	motivado	por	
la	 norma	 en	 el	 momento	 de	 realizar	 la	 acción.	 El	 Código	 Penal	 ofrece	 una	 definición	 en	
negativo	de	la	imputabilidad,	cuando	establece	las	causas	que	la	excluyen	en	el	art.	20:	
	
“Están	exentos	de	responsabilidad	criminal:	
	1º	El	que	al	tiempo	de	cometer	 la	 infracción	penal,	a	causa	de	cualquier	 	anomalía	o	alteración	psíquica,	no	
pueda	comprender	la	ilicitud	del	hecho	o	actuar	conforme	a	esa	comprensión...	
2º	El	que	al	tiempo	de	cometer	la	infracción	penal	se	halle	en	estado	de	intoxicación	plena…	o	se	halle	bajo	la	
influencia	 de	 un	 síndrome	 de	 	 abstinencia,	 a	 causa	 de	 su	 dependencia	 de	 tales	 sustancias,	 que	 le	 	 impida	
comprender	la	ilicitud	del	hecho	o	actuar	conforme	a	esa	comprensión.		
3º	 El	 que,	 por	 sufrir	 alteraciones	 en	 la	 percepción	 desde	 el	 nacimiento	 o	 desde	 la	 infancia,	 tenga	 alterada		
gravemente	la	conciencia	de	la	realidad”			
	
La	concurrencia	de	una	de	estas	causas	de	exclusión	de	la	imputabilidad	permite,	si	la	causa	
se	 presenta	 en	 su	 forma	plena,	 eximir	 de	pena	 al	 sujeto	 (art.	 20	CP),	 o	 bien	 atenuarle	 la	
pena	a	imponer,	si	la	causa	incurre	de	forma	incompleta	(semi-inimputabilidad,	arts.	21.1º	y	
68	CP).	En	ambos	casos,	si	además	se	constata	que	el	sujeto	inimputable	o	semi-inimputable	
es	peligroso	(además	de	haber	realizado	un	hecho	previsto	como	delito	–no	falta-,	existe	la	
probabilidad	de	que	en	el	futuro	cometa	nuevos	delitos	–pronóstico	de	peligrosidad-)	podrá	
imponérsele	 una	 medida	 de	 seguridad,	 que	 deberá	 estar	 destinada	 a	 neutralizar	 dicha	
peligrosidad	(arts.	95	y	ss.	CP).	
	
En	 los	 siguientes	 epígrafes	 se	 analizan	 las	 diferentes	 causas	 de	 exclusión	 de	 la	
inimputabilidad.	
	
	
Anomalía	o	alteración	psíquica	
	
Las	enfermedades	mentales	que	impiden	al	sujeto	comprender	la	ilicitud	del	hecho	o	actuar	
conforme	 a	 esa	 comprensión	 constituyen	 una	 causa	 de	 exclusión	 de	 la	 imputabilidad,	
conforme	a	lo	previsto	en	el	art.	20.1	CP.	
	
En	 la	 actualidad,	 las	 clasificaciones	 de	 trastornos	mentales	más	 extendidas	 son	 la	 CIE-10	
(elaborada	 por	 la	 Organización	 Mundial	 de	 la	 Salud)	 y	 el	 DSM-IV	 (de	 la	 Asociación	
Psiquiátrica	Americana).	No	obstante,	estas	clasificaciones	son	meramente	indicativas,	pues	
lo	 verdaderamente	 relevante	 en	 sede	 penal	 no	 es	 si	 una	 anomalía	 o	 alteración	 psíquica	
puede	ser	clasificada	desde	el	punto	de	vista	psiquiátrico	como	“trastorno	mental”,	sino	si	a	
consecuencia	de	dicha	anomalía	el	sujeto	es	incapaz	de	comprender	la	ilicitud	del	hecho,	o	
actuar	conforme	a	dicha	comprensión.	De	este	modo,	enfermedades	mentales	que	pueden	
provocar	una	alteración	total	de	la	conciencia	sobre	la	realidad	(como	los	retrasos	mentales,	
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las	 demencias,	 las	 esquizofrenias	 y	 otros	 trastornos	 psicóticos)	 afectan	 de	 forma	
significativa	 a	 la	 imputabilidad,	mientras	que	 a	otras	que	 consisten	en	un	 trastorno	de	 la	
personalidad	(como	la	sociopatía,	también	denominada	psicopatía)	no	se	les	suele	otorgar	
relevancia	jurídico-penal	como	causa	de	exclusión	de	la	imputabilidad,	en	la	medida	en	que	
el	psicópata	conoce	la	antijuridicidad	del	hecho	que	realiza.	
	
En	 cualquier	 caso,	 es	 necesario	 que	 la	 anomalía	 o	 alteración	 psíquica	 sea	 completa	 y	
absoluta.	 Es	 decir,	 el	 acusado	 ha	 de	 hallarse	 privado	 de	 modo	 total	 y	 completo	 de	 la	
capacidad	 de	 comprender	 y	 de	 controlar.	 En	 el	 caso	 de	 que	 la	 anomalía	 no	 cumpla	
estrictamente	con	los	criterios	establecidos	anteriormente,	nos	encontraríamos	todo	lo	más	
con	una	eximente	incompleta	(atenuante	cualificada).	
	
El	segundo	párrafo	del	art.	20.1	CP	hace	referencia	al	trastorno	mental	transitorio,	abriendo	
la	 posibilidad	 de	 apreciar	 la	 inimputabilidad	 también	 en	 aquellos	 casos	 en	 que	 la	
incapacidad	para	comprender	 la	 ilicitud	del	hecho	se	debe	no	ya	a	una	patología	estable,	
sino	 a	 un	 factor	 temporal	 normalmente	 de	 carácter	 exógeno,	 que	 ocasiona	 un	 impulso	
externo	de	suficiente	intensidad	como	para	provocar	una	alteración	mental,	explosiva	y	de	
corta	duración,	de	entidad	equivalente	a	la	de	la	anomalía	o	alteración	psíquica	estable.	No	
obstante,	son	prácticamente	inexistentes	los	supuestos	en	los	que	la	jurisprudencia	aprecia	
el	trastorno	mental	transitorio	como	eximente	completa.	
	
	
Intoxicación	plena	
	
El	primer	párrafo	del	art.	20.2	CP	establece	que	está	exento	de	responsabiidad	penal	(por	
inimputabilidad)	 quien	 al	 tiempo	 de	 cometer	 la	 infracción	 penal	 se	 halle	 en	 estado	 de	
intoxicación	plena	por	el	consumo	de	bebidas	alcohólicas,	drogas	tóxicas,	estupefacientes,	
sustancias	psicotrópicas	u	otras	que	produzcan	efectos	análogos.	La	intoxicación	plena	que	
puede	 dar	 lugar	 a	 inimputabilidad	 es	 la	 fortuita,	 esto	 es,	 la	 que	 no	 ha	 sido	 querida	 ni	
prevista	 pues	 el	 sujeto	 ignora	 los	 efectos	 del	 tóxico	 (la	 intoxicación	 voluntaria	 sería	 un	
supuesto	de	actio	libera	in	causa,	que	veremos	más	adelante).	
	
Por	otro	lado	y	de	acuerdo	con	la	jurisprudencia,	podrá	apreciarse	la	eximente	completa	por	
síndrome	de	abstinencia	en	 supuestos	de	extraordinaria	dependencia	psíquica	 y	 física	del	
sujeto	 agente	 que	 elimine	 totalmente	 sus	 facultades	 de	 inhibición,	 de	 manera	 que	 se	
encuentre	 impedido	 para	 conocer	 la	 ilicitud	 del	 hecho	 o	 para	 actuar	 conforme	 a	 esa	
pretensión.	Si	el	 síndrome	de	abstinencia	 influye	en	 la	comisión	del	hecho,	pero	no	anula	
completamente	 las	 facultades	 intelectivas	 y	 volitivas	 del	 sujeto,	 podrá	 apreciarse	 como	
eximente	incompleta.	
	
	
Alteraciones	en	la	percepción	
	
El	art.	20.3	CP	declara	exento	de	responsabilidad	penal	por	inimputabilidad	al	que,	por	sufrir	
alteraciones	 en	 la	 percepción	 desde	 el	 nacimiento	 o	 desde	 la	 infancia,	 tenga	 alterada	
gravemente	 la	conciencia	de	 la	realidad.	Esta	eximente	se	refiere	a	aquellas	personas	que	
por	 tener	 alteradas	 sus	 facultades	 perceptivas,	 especialmente	 la	 vista	 y	 el	 oído,	 no	 han	
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tenido	el	 necesario	proceso	de	 socialización	 y	 el	 resultado	es	 un	erróneo	 conocimiento	 y	
representación	de	 la	 realidad,	del	mundo	exterior	 y	de	 las	 relaciones	 sociales.	 El	 acusado	
estaría	por	ello	incapacitado	para	reconocer	el	sentido	antijurídico	de	sus	actos.	
	
	
Minoría	de	edad	penal	
	
De	 acuerdo	 con	 el	 art.	 19	 CP,	 Los	 menores	 de	 dieciocho	 años	 no	 serán	 responsables	
criminalmente	con	arreglo	a	este	Código.	No	obstante,	los	menores	de	dicha	edad	pueden	
ser	 procesados	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	 Orgánica	 5/2000,	 de	 12	 de	 enero,	
reguladora	de	 la	 responsabilidad	penal	de	 los	menores	 (LRRPM),	 cuyo	art.	 1	 establece	 su	
aplicación	a	personas	mayores	de	catorce	años	y	menores	de	dieciocho	por	la	comisión	de	
hechos	tipificados	como	delitos	o	faltas	en	el	Código	Penal	y	las	leyes	penales	expeciales.	La	
mayoría	de	edad	penal,	por	tanto,	comienza	a	los	catorce	años.	Sólo	por	debajo	de	esa	edad	
se	puede	declarar	la	inimputabilidad	del	menor.	
	
La	LRRPM	recoge	el	catálogo	de	penas	que	pueden	ser	impuestas	a	los	mayores	de	14	años	
y	menores	de	18	 (entre	ellas	 la	de	 internamiento	en	régimen	cerrado,	que	puede	 llegar	a	
tener	una	duración	de	diez	años	para	los	mayores	de	16	años	y	de	seis	para	los	menores	de	
esa	edad).	
	
	
Acciones	libera	in	causa	
	
Se	 excluye	 la	 posibilidad	 de	 apreciar	 como	 causas	 de	 inimputabilidad	 tanto	 el	 trastorno	
mental	transitorio	como	la	intoxicación	plena,	si	hubiesen	sido	provocados	por	el	sujeto	con	
el	 propósito	 de	 cometer	 el	 delito,	 o	 dicho	 sujeto	 hubiera	 previsto	 o	 debido	 prever	 su	
comisión.	 En	 estos	 casos	 se	 habla	 de	 una	 actio	 libera	 in	 causa	 (ALIC),	 en	 los	 que	 la	
incapacidad	 del	 sujeto	 ha	 sido	 provocada	 por	 sí	 mismo,	 de	 modo	 que	 no	 se	 excluye	 la	
imputabilidad.	Los	supuestos	de	ALIC	pueden	ser	de	dos	tipos:	
	
• ALIC	 voluntaria:	 el	 sujeto	 conoce	 los	 efectos	 de	 la	 droga	 o	 tóxico	 y	 lo	 consume	
voluntariamente,	aunque	no	desee	cometer	el	delito	(p.	ej.,	quien	consume	varias	bebidas	
alcohólicas	antes	de	conducir	es	consciente	de	que	sus	facultades	 intelectivas	y	volitivas	
pueden	 verse	 claramente	mermadas,	 aunque	 no	 quiera	 provocar	 un	 accidente).	 Puede	
dar	lugar	a	un	tipo	de	injusto	imprudente.	
	
• ALIC	 intencional:	 el	 sujeto	 se	 provoca	 a	 sí	 mismo	 el	 trastorno	 mental	 transitorio	 o	 la	
intoxicación	para	cometer	el	delito	(p.	ej.,	se	consumen	varios	tranquilizantes	para	poder	
realizar	 el	 hecho	 típico	 y	 antijurídico	 “a	 sangre	 fría”).	 Dará	 lugar	 a	 un	 tipo	 de	 injusto	
doloso.	
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LECCIONES	13ª	Y	14ª:	LA	CULPABILIDAD	(III	y	IV).	Conciencia	de	antijuridicidad.	Error	de	
prohibición.	Exigibilidad	de	otra	conducta.	Miedo	insuperable.	Especial	consideración	de	la	
denominada	objeción	de	conciencia	
	
	
Error	de	prohibición	
	
La	 conciencia	 o	 conocimiento	 de	 la	 antijuridicidad	 del	 hecho	 (o	 de	 su	 significación	
antijurídica,	de	su	ilicitud,	etc.)	constituye	como	se	vio	uno	de	los	requisitos	necesarios	para	
poder	atribuir	y	reprochar	al	autor	la	realización	de	la	conducta	típica	y	antijurídica.		
	
Los	supuestos	de	error	de	prohibición	(regulados	en	el	art.	14.3	CP)	son	casos	de	ausencia	
de	 conciencia	 de	 la	 antijuridicidad	 del	 hecho.	 En	 ellos	 el	 sujeto	 actúa	 creyendo	 que	 el	
comportamiento	 que	 realiza	 es	 lícito,	 esto	 es,	 conforme	 a	 Derecho.	 Cree	 que	 el	
ordenamiento	le	permite	comportarse	como	lo	está	haciendo,	a	pesar	de	ser	consciente	de	
que	realiza	un	hecho	típico	(p.	ej.,	quien	mata	creyendo	que	está	en	legítima	defensa	sabe	
que	está	matando	y	quiere	matar	–dolo-,	pero	piensa	erróneamente	que	el	ordenamiento	
en	esos	casos	le	permite	matar).	
	
Es	preciso	tener	en	cuenta	que	“ignorancia”	no	es	lo	mismo	que	“error”.	En	este	sentido,	el	art.	6.1	del	Código	
Civil	establece	que	“la	ignorancia	de	las	Leyes	no	excusa	de	su	cumplimiento”,	pero	continúa	señalando	que	“el	
error	de	derecho	producirá	únicamente	aquellos	efectos	que	las	leyes	determinen”.	Es	por	ello	que	el	art.	14.3	
CP	otorga	relevancia	a	esta	clase	de	error.	
No	se	considera	error	dudar	sobre	los	hechos	o	la	relevancia	jurídico-penal	de	la	conducta,	es	decir,	cuando	el	
sujeto	tiene	dudas	o	ni	se	plantea	si	lo	que	está	sucediendo	es	lícito	o	ilícito,	limitándose	a	no	indagar.	Según	el	
Tribunal	Supremo,	“en	estos	casos	el	autor	sólo	tiene	una	duda	pero	no	obra	por	error	o	 ignorancia,	ya	que	
sabe	que	los	hechos	pueden	ser	delictivos	y,	sin	embargo,	acepta	realizar	al	acción”.	
	
Si	el	error	de	prohibición	es	 invencible	(esto	es,	el	sujeto	no	podría	de	ningún	modo	haber	
salvado	 su	 error,	 dadas	 las	 circunstancias	 del	 caso	 concreto),	 el	 art.	 14.3	 CP	 lo	 declara	
exento	de	responsabilidad	penal.	Por	el	contrario,	si	el	error	de	prohibición	es	vencible	(esto	
es,	el	sujeto	podría	haberse	percatado	de	su	error	si	hubiere	prestado	una	atención	media	o	
si	se	hubiere	 informado),	el	art.	14.3	CP	establece	que	la	pena	a	 imponer	al	sujeto	será	 la	
inferior	en	uno	o	dos	grados	a	la	prevista	en	el	tipo.	
	
La	determinación	del	grado	de	“vencibilidad”	del	error	no	puede	basarse	obviamente	sólo	en	las	declaraciones	
del	propio	sujeto,	sino	que	precisa	de	otros	elementos	de	juicio	objetivos.	El	análisis	debe	efectuarse	sobre	el	
caso	concreto,	tomando	en	consideración	las	condiciones	del	sujeto	en	relación	con	las	de	la	“persona	media”,	
y	 ha	 de	partir	 necesariamente	de	 la	 naturaleza	 del	 tipo	 analizado,	 pues	 no	 cabe	 invocar	 el	 error	 cuando	 la	
ilicitud	del	hecho	es	de	común	conocimiento	 (todo	el	mundo	sabe	que	está	prohibido	matar).	No	obstante,	
tampoco	 debe	 acogerse	 un	 concepto	 tan	 estricto	 de	 “invencibilidad”	 que	 haga	 imposible	 imaginar	 una	
situación	a	la	que	pudiera	aplicarse.	
	
	
Exigibilidad	de	otra	conducta.	Miedo	insuperable	
	
Las	leyes	penales	suelen	eximir	o	atenuar	la	culpabilidad	del	sujeto	en	algunos	supuestos	en	
que	 al	 sujeto,	 que	 cometió	 el	 hecho	 típico	 y	 antijurídico	 con	 conciencia	 de	 su	 carácter	
antijurídico,	 no	 se	 le	 podía	exigir que	 actuara	 de	 otro	modo.	 En	 estos	 casos,	 el	 autor	 ha	
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recibido	 la	 motivación	 de	 la	 norma,	 pero	 en	 el	 hecho	 ha	 concurrido	 otros	 factores	 tan	
poderosos	que	han	operado	como	una	contra	motivación	exógena	y	transitoria.	
	
Tal	es	el	caso	del	miedo	insuperable,	que	se	halla	regulado	en	el	art.	20.6	CP	como	causa	de	
exención	 de	 la	 culpabilidad	 (por	 inexigibilidad).	 Para	 apreciarlo	 es	 necesario	 que,	
atendiendo	a	las	circunstancias	personales	del	sujeto	y	objetivas	del	hecho,	el	sujeto	sufra	
una	perturbación	del	 ánimo	de	 tal	 entidad	que	 le	 impulse	a	 actuar	de	 forma	antijurídica,	
motivado	por	la	gravedad,	inminencia	y	realidad	de	la	amenaza,	que	debe	ser	ilícita	(p.	ej.,	A	
allana	 la	morada	 de	 su	 vecino	 porque	 C	 le	 amenaza	 con	matar	 a	 su	 hija,	 que	 está	 en	 su	
poder,	si	no	lo	hace).	
	
	
Especial	consideración	de	la	denominada	objeción	de	conciencia	
	
El	miedo	insuperable	es	la	única	causa	de	no	exigibilidad	que	regula	nuestro	Código	Penal.	
Sin	 embargo,	 a	 raíz	 de	 determinados	 casos	 (en	 los	 que	 el	 sujeto	 comete	 el	 delito	 por	
“razones	morales”)	 un	 sector	 de	 la	 doctrina	 se	 ha	 planteado	 la	 posibilidad	 de	 estimar	 la	
objeción	de	conciencia	como	causa	de	exculpación	por	inexigibilidad.		
	
Para	analizar	esta	cuestión	debe	distinguirse	varios	supuestos	o	grupos	de	casos,	que,	aun	teniendo	el	mismo	
origen,	pueden	tener	diversa	solución	(MUÑOZ	CONDE):	
a)	 El	 Estado	 de	 Derecho	 sólo	 puede	 penalizar	 legítimamente	 un	 hecho	 realizado	 por	 razón	 de	 conciencia,	
cuando	no	puede	alcanzar	sus	fines	con	alternativas	que	respeten	esa	conciencia.	Así	por	ejemplo,	en	el	caso	
de	los	Testigos	de	Jehová	que	se	niegan	por	su	religión	a	que	su	hijo	reciba	una	transfusión	de	sangre,	si	ésta	
puede	 ser	 sustituida	 por	 cualquier	 otro	 tipo	 de	 tratamiento	 médico	 con	 posibilidades	 similares,	 no	 hay	 ni	
siquiera	 un	 hecho	 típico	 de	 omisión	 del	 socorro	 y	menos	 aún	 de	 homicidio,	 cualquiera	 que	 sea	 después	 el	
resultado	 que	 se	 produzca.	 Por	 las	mismas	 razones,	 tampoco	 hay	 inconveniente	 en	 admitir	 la	 objeción	 de	
conciencia	del	médico	que	se	niega	a	participar	en	un	aborto	legal,	siempre	que	ello	no	impida	el	derecho	de	
la	mujer	legalmente	reconocido	y	que	el	aborto	pueda	ser	realizado	por	otro	médico.	Igual	solución	habría	que	
darle	al	caso	del	sacerdote	que	se	opone	a	testificar	ante	un	Tribunal	de	Justicia	sobre	hechos	conocidos	por	él	
en	secreto	de	confesión,	siempre	que	el	Tribunal	pueda	llegar	al	conocimiento	de	esos	hechos	de	otro	modo.		
b)	Otro	grupo	de	casos	en	los	que	se	plantean	problemas	de	admisibilidad	de	la	objeción	de	conciencia	son	los	
relacionados	 con	 bienes	 jurídicos	 de	 carácter	 social	 o	 político	 mucho	 menos	 enraizados	 en	 la	 conciencia	
colectiva.	 La	 negativa	 a	 formar	 parte	 de	 una	mesa	 electoral,	 constitutiva	 de	 un	 delito	 tipificado	 en	 la	 Ley	
electoral,	 suele	 ser	 protagonizada	 en	 época	 de	 elecciones	 por	 algunos	 Testigos	 de	 Jehová	 o	 de	 otros	
colectivos,	alegando	para	ello	 razones	de	conciencia.	También	se	habla	de	"objeción	 fiscal"	cuando	se	alega	
una	contradicción	moral	irresoluble	entre	el	deber	de	pagar	impuestos	y	la	conciencia	del	contribuyente	que	
no	está	de	acuerdo	con	la	forma	en	que	después	el	Estado	gasta	sus	ingresos	fiscales.	En	estos	supuestos,	la	
opinión	jurídica	dominante	es	la	de	negar,	aunque	no	sean	conductas	violentas,	la	eficacia	eximente	de	dichas	
razones	“morales”,	si	bien	se	considera	conveniente,	sobre	todo	para	el	caso	de	la	negativa	a	formar	parte	de	
una	mesa	electoral,	la	aplicación	de	otro	tipo	de	sanciones	que	no	sean	necesariamente	privativas	de	libertad.	
c)	 En	 los	 casos	 de	 terrorismo	 político	 (delincuencia	 por	 convicción)	 y	 en	 cualquier	 otro	 supuesto	 de	 grave	
atentado	para	la	vida	debe	negarse	todo	tipo	de	relevancia	a	las	decisiones	de	conciencia,	sean	del	tipo	que	
fueren.	 Así,	 por	 ejemplo,	 quedan	 fuera	 del	 ámbito	 del	 ejercicio	 legítimo	 de	 la	 libertad	 de	 conciencia	 los	
asesinatos	rituales	practicados	por	algunas	sectas,	o	la	objeción	de	conciencia	del	médico	antiabortista	llevada	
hasta	el	punto	de	impedir	cualquier	medida	de	atención	médica	a	la	mujer	que	muere	desangrada	después	de	
haberse	sometido	a	un	aborto,	aunque	éste	sea	ilegal.	
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LECCIÓN	15ª:	CIRCUNSTANCIAS	MODIFICATIVAS	DE	LA	RESPONSABILIDAD	CRIMINAL.	
Circunstancias	atenuantes:	eximentes	incompletas;	atenuantes	ordinarias	y	atenuación	
por	analogía.	Circunstancias	agravantes	ordinarias.	Circunstancia	mixta.	
	
	
Las	circunstancias	modificativas	de	la	responsabilidad	penal	(reguladas	en	los	arts.	21	a	23	
CP)	son	situaciones	o	elementos,	adicionales	a	 los	requeridos	para	afirmar	la	concurrencia	
de	delito,	cuya	concurrencia	tiene	relevancia	a	 la	hora	de	establecer	 la	pena	a	 imponer	al	
responsable	del	mismo.	
	
Las	circunstancias	modificativas	que	se	analizan	en	esta	Lección	son	 las	genéricas,	esto	es,	 las	previstas	con	
carácter	 general	 para	 cuaquier	 delito	 cometido.	 No	 deben	 confundirse	 con	 las	 circunstancias	modificativas	
específicas,	que	se	prevén	expresamente	en	la	regulación	de	algunos	delitos	concretos	(p.	ej.,	 las	agravantes	
específicas	 que	 convierten	 el	 homicidio	 en	 asesinato	 –arts.	 138	 y	 139	 CP-).	 Las	 circunstancias	 específicas	
pueden	ser	o	no	semejantes	o	incluso	idénticas	a	algunas	circunstancias	genéricas,	pero	los	efectos	penales	de	
su	concurrencia	ya	están	previstos	con	carácter	específico	en	el	tipo	correspondiente	(p.	ej.,	la	concurrencia	de	
alevosía	en	el	homicidio	 lo	convierte	en	asesinato,	que	ya	prevé	 la	pena	a	 imponer	en	estos	 supuestos).	En	
virtud	 del	 principio	non	 bis	 in	 idem,	 si	 la	 concurrencia	 de	 una	 circunstancia	modificativa	 específica	 ha	 sido	
tenida	en	cuenta	en	el	 tipo	para	determinar	 la	pena	aplicable,	no	puede	ser	apreciada	nuevamente	aunque	
aparezca	en	el	catálogo	de	circunstancias	genéricas.	
	
Las	circunstancias	modificativas	de	la	responsabilidad	pueden	tener	diverso	fundamento:	la	
presencia	de	un	mayor	o	menor	desvalor	de	 injusto	 (que	a	 su	 vez	puede	proceder	de	un	
mayor	desvalor	de	acción	o	menor	desvalor	de	acción	o	de	resultado),	un	mayor	o	menor	
reproche	culpabilístico	o	de	otras	razones	político-criminales	más	o	menos	relacionadas	con	
la	comisión	del	delito.	
	
La	 concurrencia	 o	 no	 de	 las	 circunstancias	 modificativas	 genéricas	 se	 analiza	 en	 la	 última	 fase	 de	 la	
determinación	judicial	de	la	pena,	conforme	a	las	reglas	establecidas	en	el	art.	66	CP.	Para	los	delitos	dolosos,	
dichas	reglas	son	las	siguientes:	
1ª)	Cuando	concurra	una	sola	circunstancia	atenuante,	la	pena	habrá	de	imponerse	en	la	mitad	inferior	de	la	
prevista	en	el	tipo	aplicable.	
2ª)	 Cuando	 concurran	 dos	 o	 más	 circunstancias	 atenuantes,	 o	 una	 o	 varias	 muy	 cualificadas,	 y	 no	 haya	
agravantes,	se	impondrá	la	pena	inferior	en	uno	o	dos	grados.		
3ª)	Cuando	concurra	sólo	una	o	dos	circunstancias	agravantes,	se	impondrá	la	pena	en	la	mitad	superior.	
4ª)	Cuando	concurran	más	de	dos	agravantes,	y	ninguna	atenuante,	podrá	 imponerse	 la	pena	superior	en	
grado	en	su	mitad	inferior.	
5ª)	Cuando	concurra	la	agravante	de	reincidencia	(condena	por	al	menos	tres	delitos	de	los	previstos	en	el	
mismo	 título	 de	 la	misma	naturaleza),	 podrá	 imponerse	 la	 pena	 superior	 en	 grado	 en	 toda	 su	 extensión,	
teniendo	en	cuenta	las	condenas	precedentes	y	la	gravedad	del	nuevo	delito,	siempre	que	los	antecedentes	
no	estén	ya	cancelados	o	debieran	estarlo.	
6ª)	 Cuando	no	 concurran	 circunstancias	 atenuantes	 ni	 agravantes	 se	 podrá	 recorrer	 todo	 el	marco	 penal	
previsto	en	el	tipo,	atendiendo	a	las	circunstancias	personales	del	condenado	y	la	gravedad	del	hecho.	
7ª)	Cuando	concurran	atenuantes	y	agravantes,	se	valorarán	y	compensarán	racionalmente;	si	subsiste	un	
fundamento	 cualificado	de	 atenuación	 se	 impondrá	 la	 pena	 inferior	 en	 grado;	 si	 subsiste	 un	 fundamento	
cualificado	de	agravación	se	aplicará	la	pena	en	su	mitad	superior.	
8ª)	Cuando	los	jueces	y	tribunales	apliquen	la	pena	inferior	en	más	de	un	grado	podrán	hacerlo	en	toda	su	
extensión.	
En	 los	 delitos	 leves	 y	 en	 los	 imprudentes,	 el	 órgano	 jurisdiccional	 no	 queda	 sujeto	 a	 estas	 reglas,	 sino	 que	
podrá	aplicar	las	penas	a	su	prudente	arbitrio.	
De	 acuerdo	 con	 el	 art.	 68	 CP,	 cuando	 concurra	 una	 eximente	 incompleta	 del	 21.1	 CP	 (no	 se	 dan	 todos	 los	
requisitos	necesarios	para	eximir	de	responsabilidad	criminal),	habrá	de	imponerse	la	pena	inferior	en	uno	o	
dos	 grados	 en	 la	 extensión	 adecuada	 al	 número	 y	 entidad	 de	 los	 requisitos	 que	 falten	 o	 concurran,	 a	 las	
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circunstancias	personales	del	autor	y	al	resto	de	las	circunstancias	atenuantes	o	agravantes,	sin	perjuicio	de	la	
aplicación	del	art.	66	CP	si	hay	más	atenuantes	o	agravantes.	
	
Con	carácter	general,	el	Código	Penal	establece	dos	principios	de	obligada	observancia	en	la	
aplicación	de	las	circunstancias	modificativas:	
	
• Inherencia	 (art.	 67	 CP):	 las	 reglas	 del	 art.	 68	 CP	 no	 se	 aplican	 a	 las	 circunstancias	
agravantes	o	atenuantes	que	ya	hayan	sido	tenidas	en	cuenta	en	la	descripción	típica	(non	
bis	in	idem),	ni	a	las	que	sean	de	tal	manera	inherentes	al	delito	que	sin	la	concurrencia	de	
ellas	no	podría	cometerse	(p.	ej.,	no	puede	aplicarse	la	agravante	del	art.	22.7	CP	al	autor	
de	prevaricación	judicial).	
	
• Comunicabilidad	(art.	65	CP):		
o Las	circunstancias	que	consistan	en	cualquier	causa	de	naturaleza	personal	agravarán	o	
atenuarán	 la	 responsabilidad	 sólo	 de	 aquéllos	 en	 quienes	 concurran	 (p.	 ej.,	 la	
circunstancia	mixta	de	parentesco	sólo	se	aplica	a	 los	autores	o	partícipes	que	tengan	
dicha	relación	parental	con	la	víctima).	
o Las	que	 consistan	en	 la	ejecución	material	 del	 hecho	o	 en	 los	medios	 empleados	 para	
realizarla,	 agravarán	 o	 atenuarán	 la	 responsabilidad	 de	 los	 que	 hayan	 tenido	
conocimiento	de	ellas	en	el	momento	de	la	acción	o	de	su	cooperación	para	el	delito	(p.	
ej.,	 la	agravante	de	ensañamiento	no	se	aplica	al	partícipe	que	no	sabían	que	el	autor	
iba	 a	matar	 a	 la	 víctima	 aumentando	de	 forma	deliberada	 su	 sufrimiento,	 pues	 dicha	
circunstancia	no	habrá	sido	abarcada	por	el	dolo	de	ese	partícipe).	
	
	
Circunstancias	 atenuantes:	 eximentes	 incompletas;	 atenuantes	 ordinarias	 y	 atenuación	
por	analogía	
	
• Eximentes	 incompletas:	El	 art.	 21.1	 CP	 establece	 efectos	 atenuatorios	 (art.	 68	 CP:	 pena	
inferior	en	uno	o	dos	grados)	para	las	causas	de	justificación	y	exculpación	previstas	en	el	
artículo	 anterior	 cuando	 no	 concurran	 todos	 los	 requisitos	 necesarios	 para	 eximir	 de	
responsabilidad.		
	
• Atenuantes	 ordinarias:	Se	 recogen	en	 los	 apartados	 2º	 a	 6º	del	 art.	 21	CP,	 y	 puede	 ser	
clasificadas	en	función	del	fundamento	de	la	atenuación:	
o Razones	subjetivas	(haber	actuado	el	autor	con	culpabilidad	disminuida):			
-Grave	adicción	a	sustancias	tóxicas	como	alcohol,	drogas,	etc.	(art.	21.2	CP).	
-Arrebato,	obcecación	u	otro	estado	pasional	de	entidad	semejante	(art.	21.3	CP).	
o Razones	objetivas	(disminución	del	injusto	o	motivos	procesales):	
-Confesión	(art.	21.4	CP)	
-Reparación	del	daño	o	disminución	de	sus	efectos	(art.	21.5	CP).	
-Dilaciones	extraordinarias	e	indebidas	en	la	tramitación	del	proceso	(art.	21.6	CP).	
	
• Atenuación	 por	 analogía:	 El	 art.	 21.7	 CP	 permite	 apreciar	 cualquier	 circunstancia	 de	
análoga	significación	que	 las	anteriores.	Se	suele	emplear	en	aquellos	supuestos	en	que	
existe	 unanimidad	 en	 la	 necesidad	 de	 rebajar	 la	 pena	 por	 la	 concurrencia	 de	 un	 factor	
que,	no	obstante,	no	ha	sido	expresamente	previsto	como	atenuante	por	el	legislador	(p.	
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ej.,	 se	 hizo	 uso	 de	 esta	 circunstancia	 para	 atenuar	 la	 pena	 en	 base	 a	 las	 dilaciones	
extraordinarias	e	indebidas	del	proceso	hasta	que	el	legislador	la	incluyó	expresamente	en	
el	catálogo	de	atenuantes	con	la	reforma	penal	de	2010).	
	
	
Circunstancias	agravantes	ordinarias	
	
El	 art.	 22	 CP	 recoge	 el	 catálogo	 de	 circunstancias	modificativas	 genéricas	 que	 agravan	 la	
responsabilidad	del	sujeto:	
	
• Alevosía	(art.	22.1	CP):	consiste	en	emplear	para	la	ejecución	del	delito	medios,	modos	o	
formas	 que	 tiendan	 directa	 o	 especialmente	 a	 asegurarla,	 dejando	 a	 la	 víctima	 sin	
posibilidad	de	defensa.	Esta	agravante	sólo	puede	ser	apreciada	en	los	delitos	contra	las	
personas.	
	
• Disfraz,	abuso	de	superioridad	o	aprovechamiento	de	las	circunstancias	de	lugar,	tiempo	o	
auxilio	(art.	22.2	CP),	siempre	que	se	debilite	las	posibilidades	de	defensa	de	la	víctima	o	
se	facilite	la	impunidad	del	autor	del	delincuente.	
	
• Precio,	 recompensa	 o	 promesa	 (art.	 22.3	 CP):	 la	 razón	 agravatoria	 radica	 en	 el	 carácter	
especialmente	reprobable	del	móvil	lucrativo.	
	
• Motivos	 discriminatorios	 (art.	 22.4	 CP):	 la	 razón	 agravatoria	 radica	 en	 el	 carácter	
especialmente	reprobable	del	móvil	discriminatorio.	
	
• Ensañamiento	 (art.	 22.5	 CP):	 consiste	 en	 aumentar	 deliberada	 e	 inhumanamente	 el	
sufrimiento	de	 la	víctima,	causando	a	ésta	padecimientos	 innecesarios	para	 la	ejecución	
del	delito.	
	
• Abuso	 de	 confianza	 (art.	 22.6	 CP):	 requiere	 de	 la	 existencia	 de	 una	 previa	 relación	 de	
confianza	entre	el	sujeto	activo	y	la	víctima.	
	
• Prevalerse	 del	 carácter	 público	 que	 tenga	 el	 culpable	 (art.	 22.7	 CP):	 consiste	 en	 la	
utilización	de	la	condición	de	funcionario	o	autoridad	para	la	consecución	del	delito.	
	
• Reincidencia	(art.	22.8	CP):	Se	fundamenta	tanto	en	la	actitud	de	desprecio	y	rebeldía	ante	
los	 valores	 jurídicos	 (mayor	 reproche	 culpabilístico)	 como	 en	 razones	 de	 prevención	
especial	(mayor	peligrosidad	por	la	predisposición	a	la	comisión	de	delitos).	
	
	
Circunstancia	mixta	
	
De	acuerdo	con	 lo	dispuesto	en	el	art.	23	CP,	 la	circunstancia	mixta	de	parentesco	puede	
atenuar	 o	 agravar	 la	 responsabilidad,	 según	 la	 naturaleza,	 los	 motivos	 y	 los	 efectos	 del	
delito,	cuando	el	sujeto	pasivo	del	delito	es:	
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• Cónyuge	o	ex-cónyuge	del	delincuente,	o	persona	que	esté	o	haya	estado	 ligado	a	éste	
por	una	análoga	relación	de	afectividad	(novio,	pareja	de	hecho).	
	
• Ascendiente,	 descendiente	 o	 hermano,	 por	 naturaleza	 o	 adopción	 del	 ofensor	 o	 de	 su	
cónyuge	o	conviviente.	
	
La	jurisprudencia	suele	aplicar	esta	circunstancia	con	efectos	agravantes	cuando	se	trata	de	
delitos	contra	las	personas	y	libertad	sexuales,	y	con	efectos	atenuantes	cuando	se	trata	de	
delitos	 patrimoniales	 y	 contra	 el	 honor.	 En	 otros	 casos,	 el	 parentesco	 puede	 resultar	
irrelevante,	si	no	afecta	a	la	naturaleza,	móviles	y	efectos	del	delito.	
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LECCIÓN	16ª:	PUNIBILIDAD.	Condiciones	objetivas	de	punibilidad.	Condiciones	objetivas	de	
procedibilidad.	Causas	personales	de	exclusión	de	la	pena.	Excusas	absolutorias.	
	
	
Por	 regla	 general,	 puede	 afirmarse	 que	 estamos	 ante	 un	 delito	 cuando	 se	 constata	 la	
existencia	 de	 un	 comportamiento	 típico,	 antijurídico	 y	 culpable.	 No	 obstante,	 en	 algunos	
casos	 excepcionales,	 y	 por	 razones	 de	 oportunidad	 o	 de	 política	 criminal,	 aún	 es	 preciso	
comprobar	 la	 concurrencia	 o	 ausencia	 de	 algún	 factor	 adicional	 para	 afirmar	 que	 dicho	
comportamiento	es	punible.	Tales	factores	pueden	ser	condiciones	objetivas	de	punibilidad	
o	procedibilidad,	causas	personales	de	exclusión	de	la	pena	o	excusas	absolutorias;	en	tales	
casos,	aunque	existe	merecimiento	de	pena	(juicio	de	antijuridicidad	y	de	culpabilidad),	el	
legislador	ha	considerado	que	no	hay	necesidad	de	pena.	
	
	
Condiciones	objetivas	de	punibilidad	
	
Constituyen	 condiciones	 objetivas	 de	 punibilidad	 algunos	 hechos	 externos,	 desvinculados	
de	la	acción	típica,	pero	que	por	voluntad	del	legislador	resultan	necesarios	para	que	pueda	
aplicarse	 la	 pena,	 o	 bien	 una	 agravación	 de	 ésta.	 Así	 por	 ejemplo,	 en	 el	 delito	 de	 falso	
testimonio	contra	reo,	la	pena	a	imponer	al	culpable	resulta	agravada	“si	a	consecuencia	del	
testimonio	hubiera	recaído	sentencia	condenatoria”	(art.	458.2	CP).	
	
	
Condiciones	objetivas	de	procedibilidad	
	
Mientras	 que	 en	 ausencia	 de	 las	 condiciones	 objetivas	 de	 punibilidad	 no	 se	 pune,	 en	
ausencia	de	las	de	procedibilidad	no	se	procede	contra	el	culpable,	el	hecho	sigue	siendo	un	
ilícito	penal	y	de	actualizarse	el	presupuesto	procesal	podrá	perseguirse	aún	produciéndose	
con	 posterioridad	 al	 delito.	 Constituye	 una	 condición	 objetiva	 de	 procedibilidad,	 por	
ejemplo,	la	exigencia	de	denuncia	de	la	persona	agraviada	en	los	delitos	semipúblicos	(art.	
191	CP)	o	de	querella	en	los	delitos	privados	(art.	215	CP).	
	
	
Causas	personales	de	exclusión	de	la	pena	
	
Determinados	personas,	debido	al	cargo	institucional	que	ostentan,	gozan	de	inviolabilidad	
y	no	están	 sujetos	 a	 responsabilidad	 alguna	 (p.	 ej.,	 el	 Rey	–art.	 56.3	CE)	 o	bien	 gozan	de	
determinados	privilegios	en	relación	con	sus	posibles	responsabilidades	penales	(p.	ej.,	 los	
diputados	y	 senadores	 tienen	 inviolabilidad	por	 las	opiniones	manifestadas	en	el	ejercicio	
de	sus	funciones;	durante	el	período	de	su	mandato,	gozan	asimismo	de	inmunidad	y	sólo	
pueden	 ser	 detenidos	 en	 caso	 de	 flagrante	 delito;	 tampoco	 pueden	 ser	 inculpados	 ni	
procesados	sin	la	previa	autorización	de	la	Cámara	respectiva	–art.	71	CE).	
	
El	 parentesco	 entre	 sujetos	 activo	 y	 pasivo	 del	 delito	 puede	 operar	 también	 como	 causa	
personal	de	exclusión	de	la	pena	en	determinados	delitos	patrimoniales,	siempre	que	sean	
ejecutados	sin	violencia	ni	intimidación	(art.	268	CP).	
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Excusas	absolutorias	
	
Determinados	 hechos	 realizados	 por	 el	 sujeto	 activo	 con	 posterioridad	 a	 la	 comisión	 del	
delito	pueden	operar	como	excusas	absolutorias,	que	excluyen	 la	 imposición	de	pena.	Así	
por	ejemplo,	el	art.	305.4	CP	declara	exento	de	responsabilidad	penal	por	delito	fiscal	al	que	
regularice	su	situación	 tributaria	antes	de	que	se	 le	haya	notificado	por	 la	Administración	
tributaria	la	iniciación	de	actuaciones	o	de	que	se	interponga	querella	o	denuncia.	
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LECCIÓN	17ª:	ITER	CRIMINIS.	Actos	preparatorios.	Tentativa.	Consumación.	
	
	
Iter	criminis	es	una	expresión	latina	que	significa	“camino	del	delito”,	y	se	utiliza	en	Derecho	
penal	para	referirse	al	proceso	de	desarrollo	del	delito,	es	decir,	las	diferentes	fases	por	las	
que	pasa,	desde	el	momento	en	que	se	idea	la	comisión	de	un	delito	hasta	que	se	consuma.	
El	 iter	 criminis	permite	 diferenciar	 las	 diferentes	 etapas	 del	 proceso	 delictivo	 y	 asignar	 a	
cada	una	de	ellas	el	intervalo	de	pena	correspondiente,	determinando	además	qué	etapas	
son	 relevantes	para	el	Derecho	Penal.	De	ahí	que	 se	diferencie	entre	una	 fase	 interna	 (la	
idea	delictiva	no	ha	salido	de	la	mente	del	sujeto)	y	una	fase	externa	(existe	ya	algún	hecho	
exteriorizado	por	el	sujeto	activo).	
	
Fase	interna
Iter	criminis
Fase	externa
Relevancia	penal
actos	
preparatorios
proposición
conspiración
provocación
actos	
ejecutivos
tentativa
acabada
inacabada
delito	
consumado
Delito	agotado 	
	
Sólo	se	 impone	 la	pena	correspondiente	a	 la	fase	más	avanzada	en	que	se	ha	realizado	el	
delito.	De	este	modo,	si	el	delito	se	ha	consumado	no	se	castigará	además	por	tentativa,	y	si	
el	 delito	 se	 ha	 ejecutado	 en	 grado	 de	 tentativa	 (acabada	 o	 inacabada)	 no	 se	 castigará	
además	por	los	actos	preparatorios	previos	(principio	de	consunción).	
	
	
Actos	preparatorios	
	
Son	 comportamientos	 anteriores	 al	 comienzo	 de	 la	 ejecución	 material	 del	 delito	 que	 se	
caracterizan	 por	 ser	 actuaciones	 externas,	 percibidas	 sensorialmente	 por	 terceros	 y	
objetivamente	peligrosas,	que	están	dirigidas	intencionadamente	a	la	posterior	ejecución	y	
consumación	de	determinados	delitos.	Nuestro	Código	Penal	recoge	un	sistema	de	numerus	
clausus	en	relación	con	los	actos	preparatorios,	de	modo	que	sólo	serán	punibles	cuando	así	
se	 prevea	 expresamente	 en	 relación	 con	 los	 tipos	 penales	 correspondientes	 (p.	 ej.,	 son	
punibles	 los	 actos	preparatorios	de	homicidio	doloso	 y	 asesinato	 –art.	 141	CP).	 Los	 actos	
Hay	tres	clases	de	actos	preparatorios	punibles:	
DERECHO	PENAL	I	 	 	 							 	 						GRADO	EN	DERECHO	
Lección	17ª	 	 	 	 	 	 	 	 					 	Profa.	Dra.	Esther	Hava	
	
Página	56	de	64	
	
• Conspiración	 (art.	 17.1	 CP):	 dos	 o	más	 personas	 se	 conciertan	 para	 la	 ejecución	 de	 un	
delito	y	deciden	ejecutarlo	(coautoría),	de	modo	que	el	factor	desencadenante	que	puede	
acabar	 en	 la	 lesión	 del	 bien	 jurídico	 es	 la	 decisión	 firme	 (dolosa)	 de	 todos	 los	
conspiradores	de	ejecutar	el	delito.	Es	necesario	que	el	plan	de	actuación	sea	viable	(no	lo	
sería,	 p.	 ej.,	 si	 tres	 sobrinos	 toman	 la	 decisión	 conjunta	 de	 contratar	 a	 unos	boys	 para	
causar	la	muerte	por	sobreexcitación	de	su	anciano	y	lujurioso	tío).	
	
• Proposición	(art.	17.2	CP):	el	que	ha	resuelto	cometer	un	delito	invita	(inductor)	a	otra	u	
otras	 personas	 concretas	 (inducido/s)	 a	 ejecutarlo.	 Igualmente	 es	 necesario	 que	 el	
proponente	 actúe	 con	 dolo	 y	 que	 el	 proyecto	 delictivo	 sea	 viable.	 La	 proposición	 se	
castiga	como	inducción	en	caso	de	llevarse	a	cabo	efectivamente	el	delito.	
	
• Provocación	(art.	18	CP):	existe	cuando	directamente	se	incita	por	medio	de	la	imprenta,	
la	radiodifusión	o	cualquier	otro	medio	de	eficacia	semejante	que	facilite	la	publicidad,	o	
ante	 una	 concurrencia	 de	 personas,	 a	 la	 perpetración	 de	 un	 delito.	 A	 diferencia	 de	 la	
proposición,	la	provocación	va	dirigida	a	personas	indeterminadas.	
Se	 castiga	 también	 como	 forma	 de	 provocación	 la	 apología,	 entendiendo	 por	 tal	 la	
exposición,	 ante	 una	 concurrencia	 de	 personas	 o	 por	 cualquier	 medio	 de	 difusión,	 de	
ideas	 o	 doctrinas	 que	 ensalcen	 el	 crimen	 o	 enaltezcan	 a	 su	 autor.	 Para	 ser	 punible,	 la	
apología	 debe	 constituir,	 por	 su	 naturaleza	 y	 circunstancias,	 una	 incitación	 directa	 a	
cometer	un	delito.	
Tanto	la	provocación	“genérica”	como	la	apología	se	castigan	como	inducción	en	caso	de	
que	una	tercera	persona	lleve	a	cabo	la	ejecución	del	delito.		
	
	
Tentativa	
	
De	acuerdo	con	el	art.	16.1	CP,	hay	tentativa	cuando	el	sujeto	da	principio	a	la	ejecución	del	
delito	 directamente	 por	 hechos	 exteriores,	 practicando	 todos	 o	 parte	 de	 los	 actos	 que	
objetivamente	deberían	producir	el	resultado,	y	sin	embargo	éste	no	se	produce	por	causas	
independientes	de	la	voluntad	del	autor.	
	
En	 función	del	mayor	o	menor	grado	de	ejecución	alcanzado,	se	distingue	entre	tentativa	
acabada	(se	han	ejecutado	todos	los	actos	que	deberían	haber	llevado	a	la	consumación)	y	
tentativa	 inacabada	 (sólo	 se	han	ejecutado	parte	de	dichos	actos).	Dado	que	 la	 tentativa	
puede	castigarse	con	 la	pena	 inferior	en	uno	o	dos	grados	a	 la	del	delito	consumado,	por	
regla	general	la	tentativa	acabada	se	castigará	con	mayor	pena	que	la	inacabada,	aunque	el	
criterio	 prioritario	 a	 tener	 en	 cuenta	 es	 el	 riesgo	 o	 grado	 de	 afectación	 al	 bien	 jurídico	
causado.	En	este	sentido,	señala	el	art.	62	CP	que	en	la	determinación	de	la	pena	a	imponer	
al	autor	de	tentativa	deberá	tenerse	en	cuenta	el	peligro	inherente	al	intento	y	el	grado	de	
ejecución	alcanzado.	
	
Otras	figuras	relacionadas	con	la	tentativa	son	las	siguientes:	
	
• Desistimiento	 (art.	 16.2	 CP):	 en	 estos	 supuestos,	 el	 sujeto	 evita	 voluntariamente	 la	
consumación	 del	 delito,	 bien	 desistiendo	 de	 la	 ejecución	 ya	 iniciada	 (en	 la	 tentativa	
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inacabada),	 bien	 impidiendo	 la	 producción	 del	 resultado	 (en	 la	 tentativa	 acabada).	 Se	
trata	de	una	excusa	absolutoria	que	exime	de	responsabilidad	penal	por	la	tentativa,	pero	
no	afecta	a	la	punición	de	los	actos	ya	realizados	que	constituyan,	de	por	sí,	delito.		
La	 eficacia	 del	 desistimiento	 alcanza	 sólo	 al	 sujeto	 que	 lo	 protagoniza	 y	 no	 a	 otros	
partícipes	que	decidan	continuar	su	plan	delictivo.	Por	ello,	dispone	el	art.	16.3	CP	que	si	
en	el	hecho	 intervienen	varios	 sujetos,	quedarán	exentos	de	 responsabilidad	penal	 sólo	
aquél	 o	 aquéllos	 que	 desistan	 de	 la	 ejecución	 ya	 iniciada	 e	 impidan	 o	 intenten	 impedir	
seria,	 firme	y	decididamente	 la	 consumación,	 sin	perjuicio	de	 la	 responsabilidad	en	que	
pudieran	haber	incurrido	por	los	actos	ejecutados,	si	éstos	fueren	ya	constitutivos	de	otro	
delito.	
	
• Delito	 imposible	 y	 tentativa	 inidónea:	 no	 puede	 producirse	 el	 delito	 por	 ausencia	 de	
objeto	 (delito	 imposible	 –p.	 ej.,	 querer	 matar	 a	 un	 cadáver)	 o	 por	 utilizar	 medios	
inadecuados	para	ello	(tentativa	inidónea	–p.	ej.,	querer	envenenar	con	azúcar-;	tentativa	
irreal	o	supersticiosa	–p.	ej.,	querer	matar	haciendo	vudú).	Tanto	el	delito	imposible	como	
la	 tentativa	absolutamente	 inidónea	 (esto	 es,	 la	 que	 es	 equivalente	 al	 delito	 imposible:	
uso	de	medios	absolutamente	inadecuados	para	cometer	el	delito)	son	hechos	impunes.	
	
	
Consumación	
	
Implica	 la	 realización	de	 todos	 los	 elementos	 típicos,	 incluida	 la	 producción	 completa	 del	
desvalor	 de	 resultado	 previsto	 en	 el	 correspondiente	 tipo	 (afectación	 típica	 del	 bien	
jurídico,	que	podrá	ser	de	lesión	–p.	ej.,	art.	138	CP-	o	de	peligro	–p.	ej.,	art.	316	CP).	
	
Como	se	vio	en	la	Lección	3ª,	los	delitos	pueden	dividirse,	en	función	del	momento	en	que	se	
consuman,	 en	 delitos	 instantáneos	 (se	 consuman	 en	 el	 instante	 en	 que	 se	 produce	 el	
resultado	 –p.	 ej.,	 homicidio),	 delitos	 permanentes	 (se	 siguen	 consumando	 desde	 que	 se	
produce	la	situación	antijurídica	–p.	ej.,	detenciones	ilegales,	art.	163	CP)	y	delitos	de	estado	
(producen	un	estado	antijurídico	que	perdura	tras	su	consumación,	que	es	 instantánea	–p.	
ej.,	bigamia,	art.	217	CP).	
	
Por	otro	 lado,	 se	denominan	delitos	habituales	o	de	habitualidad	a	aquellos	 supuestos	en	
que	 el	 tipo	 correspondiente	 exige	 la	 realización	 varias	 veces	 del	mismo	 acto	 u	 actos	 para	
estimar	el	delito	consumado	(p.	ej.,	violencia	doméstica	habitual	–aps.	2º	y	3º	del	art.	173	
CP).	
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LECCIÓN	18ª:	AUTORÍA	Y	PARTICIPACIÓN.	Concepto	de	autor.	Clases	de	autoría.	El	actuar	
en	nombre	de	otro.	Complicidad,	inducción	y	cooperación	necesaria.	
	
	
La	comisión	de	un	delito	puede	ser	llevada	a	cabo	por	un	solo	sujeto	(p.	ej.,	A	mata	a	B),	o	
bien	con	la	intervención	de	varios	(p.	ej.,	A	mata	a	B	por	encargo	de	C,	o	con	la	ayuda	de	D,	o	
con	la	pistola	que	le	proporcionó	E,	etc.).	La	teoría	de	la	participación	delictiva	se	ocupa	de	
determinar	 la	 responsabilidad	 penal	 que	 corresponde	 a	 los	 diversos	 intervinientes	 en	 un	
delito.		
	
A	 la	 hora	 de	 abordar	 esta	 cuestión,	 caben	 dos	 puntos	 partida	 distintos:	 a)	 definir	 como	 autor	 a	 todos	 los	
intervinientes	en	el	hecho,	con	independencia	de	cuál	haya	sido	su	concreta	contribución	(concepto	unitario	de	
autor);	 y	 b)	 distinguir	 entre	 autores	 y	 partícipes	 (concepto	 restrictivo	 de	 autor	 o	 teorías	 diferenciadoras),	
señalando	como	partícipes	a	quienes	contribuyen	en	un	hecho	delictivo	ajeno.	
	
De	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	27	CP,	son	penalmente	responsables	de	los	delitos	
los	 autores	 y	 los	 cómplices,	 estableciéndose	 en	 los	 arts.	 61	 a	 64	 CP	 las	 reglas	 a	 tener	 en	
cuenta	 para	 determinar	 la	 pena	 aplicable	 a	 cada	 uno	 de	 los	 sujetos	 intervinientes	 en	 la	
comisión	del	delito.	Con	dicha	 regulación	se	pone	de	manifiesto	 la	necesidad	de	distinguir	
entre	 quienes	 intervienen	 en	 el	 hecho	 delictivo	 como	 autores	 (y	 por	 ello	 tienen	 una	
responsabilidad	autónoma,	 en	 tanto	que	han	 realizado	el	delito)	y	quienes	 lo	hacen	como	
partícipes	 (y	 por	 ello	 tienen	 una	 responsabilidad	 accesoria,	 en	 la	 medida	 en	 que	 han	
contribuido	a	la	realización	de	un	hecho	delictivo	ajeno).	
	
	
Concepto	de	autor	
	
El	 art.	 28.1	 CP	 dispone	 que	 son	 autores	 “quienes	 realizan	 el	 hecho	 por	 sí	 solos,	
conjuntamente	o	por	medio	de	otro	del	que	se	sirven	como	instrumento”;	por	su	parte,	el	
art.	 28.2	 CP	 establece	 que	 también	 serán	 considerados	 autores	 “los	 que	 inducen	
directamente	a	otro	u	otros	a	ejecutarlo”	y	“los	que	cooperan	a	su	ejecución	con	un	acto	sin	
el	cual	no	se	habría	efectuado”.	De	lo	anterior	puede	deducirse	que	el	art.	28	CP	emplea	el	
término	“autor”	en	dos	sentidos:	
	
• Autor	 en	 sentido	 estricto:	 el	 art.	 28.1	 CP	 alude	 a	 quien	 realiza	 el	 hecho	 delictivo	 como	
propio:	el	que	dispara,	hurta,	etc.		
	
• Autor	 en	 sentido	 amplio:	 el	 art.	 28.2	 CP	 alude	 a	 determinados	 intervinientes	 que	 en	
realidad	 participan	 en	 el	 delito	 de	 otro	 (“los	 que	 inducen...	 los	 que	 cooperan”).	 No	
obstante,	 su	 aportación	 al	 hecho	 es	 tan	 importante	 que	 el	 legislador	 penal	 ha	 decidido	
castigarlos	 con	 las	 mismas	 penas	 que	 corresponden	 al	 autor,	 aunque	 no	 lo	 sean.	 Ello	
significa	 que	 los	 inductores	 y	 cooperadores	 necesarios	no	 son	 autores,	 pero	 se	 les	 da	 el	
mismo	tratamiento	penológico	que	a	los	autores.	
	
Para	distinguir	 las	distintas	 formas	de	 intervención	en	el	delito	que	constituyen	autoría	de	
aquéllas	otras	que	son	simples	formas	de	participación,	se	manejan	diversas	teorías:	
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• Teorías	 subjetivistas:	ponen	el	 acento	en	 la	 voluntad,	 interés	o	 convicción	 con	 la	que	 se	
actúa.	 De	 acuerdo	 con	 ello,	 serían	 autores	 quienes	 tienen	 una	 voluntad	 predominante	
respecto	del	hecho	delictivo,	actúan	en	interés	propio	o	con	la	convicción	de	actuar	como	
autor.	 En	el	marco	de	esta	 concepción	 se	 sitúa	 la	 teoría	del	acuerdo	previo,	manejada	a	
menudo	por	el	Tribunal	Supremo,	en	cuya	virtud	se	declara	autores	a	todos	aquellos	que	
han	 acordado	 realizar	 un	 hecho	 delictivo,	 con	 independencia	 de	 cuáles	 sean	 las	
aportaciones	individuales	de	cada	uno.	
	
• Teorías	 objetivistas:	 en	 el	 seno	 de	 esta	 tendencia	 puede	 diferenciarse	 a	 su	 vez	 las	
siguientes:	
o Teoría	 objetivo-material:	 pone	 el	 acento	 en	 la	 importancia	 cuantitativa	 de	 la	
contribución,	 de	 modo	 que	 autor	 será	 el	 que	 realiza	 una	 aportación	 esencial	 para	 la	
comisión	del	hecho.	Esta	teoría	tiene	como	inconveniente	el	no	establecer	criterios	fijos	
para	valorar	el	carácter	más	o	menos	esencial	de	la	aportación	de	cada	interviniente.	
o Teoría	objetivo-formal:	pone	el	acento	en	la	realización	del	tipo,	de	modo	que	autor	sólo	
será	quien	realiza	 todos	 los	elementos	 típicos.	Esta	 teoría	 tiene	como	 inconveniente	el	
no	poder	 explicar	 la	 existencia	 de	determinadas	 formas	de	 coautoría	 (en	 las	 que	 cada	
uno	de	los	autores	realiza	sólo	parte	de	los	elementos	típicos)	ni	la	autoría	mediata	(en	la	
que,	por	definición,	el	sujeto	no	realiza	materialmente	la	conducta	típica).	
	
• Teoría	del	dominio	del	hecho:	es	autor	quien	dolosamente	controla	la	ejecución	del	hecho,	
tanto	en	lo	subjetivo	(orienta	su	conducta	a	la	realización	del	delito)	como	en	lo	objetivo	
(determina	el	si	y	el	cómo	de	la	realización	del	delito).	Las	concepciones	que	se	adscriben	
en	el	marco	de	esta	teoría	(dominio	final	del	hecho,	dominio	funcional	del	hecho)	son	las	
que	gozan	actualmente	de	mayor	refrendo.	
	
	
Clases	de	autoría.	El	actuar	en	nombre	de	otro	
	
El	art.	28.1	CP	hace	referencia	a	las	tres	clases	de	autoría	principales:		
	
• Autoría	 individual	 o	directa	 (“quienes	 realizan	 el	 hecho	por	 sí	 solos”):	 ejecutan	 el	 hecho	
delictivo	directamente	y	de	propia	mano.	
	
• Coautoría	(“quienes	realizan	el	hecho...conjuntamente”):	aunque	pueda	existir	un	reparto	
de	funciones,	los	coautores	actúan	de	mutuo	acuerdo	y	comparten	el	dominio	del	hecho,	
de	 modo	 que	 se	 atribuye	 a	 todos	 lo	 realizado	 por	 cada	 uno	 (principio	 de	 imputación	
recíproca);	si	en	el	transcurso	del	iter	criminis	se	producen	discrepancias	entre	lo	acordado	
y	lo	ejecutado,	el	exceso	realizado	por	uno	de	los	autores	no	recae	en	el	resto,	salvo	que	
actuaran	con	dolo	eventual	respecto	de	dicho	exceso.	
	
• 	Autoría	mediata	 (“quienes	realizan	el	hecho...	por	medio	de	otro	del	que	se	sirven	como	
instrumento”):	 la	 diferencia	 esencial	 con	 la	 inducción	 radica	 en	 que	 el	 autor	 mediato	
instrumentaliza	por	completo	al	ejecutor	material	usando	engaño,	violencia	o	intimidación,	
de	 modo	 que	 la	 voluntad	 o	 la	 capacidad	 de	 actuar	 del	 ejecutor	 material	 es	 total	 o	
parcialmente	 anulada.	 A	 diferencia	 del	 inducido	 (que	 actúa	 dolosamente),	 el	 ejecutor	
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material	 del	 autor	 mediato	 actuará	 con	 error	 de	 tipo,	 error	 de	 prohibición	 o	 con	 la	
concurrencia	de	una	causa	de	justificación	o	exculpación.	
	
Junto	a	las	anteriores,	los	artículos	30	y	31	CP	establecen	otras	formas	especiales	de	autoría	
y	participación,	aplicables	sólo	a	determinados	supuestos:	
	
• Responsabilidad	 penal	 en	 delitos	 cometidos	 usando	 medios	 o	 soportes	 de	 difusión	
mecánicos	(art.	30	CP):	En	estos	supuestos,	no	responden	penalmente	ni	los	cómplices	ni	
quienes	los	hubieren	favorecido	personal	o	realmente.	Respecto	de	los	autores,	inductores	
y	 cooperadores	 necesarios,	 se	 establece	 una	 responsabilidad	 “de	 forma	 escalonada,	
excluyente	y	subsidiaria”	conforme	al	siguiente	orden:	
o Responderán	 penalmente	 quienes	 realmente	 hayan	 redactado	 el	 texto	 o	 producido	 el	
signo	de	que	se	trate,	y	quienes	hayan	inducido	a	realizarlo.	
o En	 su	 defecto,	 responderán	 los	 directores	 de	 la	 publicación	 o	 programa	 en	 que	 se	
difunda.	
o En	 defecto	 de	 los	 anteriores,	 responderán	 los	 directores	 de	 la	 empresa	 grabadora,	
reproductora	o	impresora.	
	
• Actuaciones	en	nombre	de	otro	(art.	31	CP):	Conforme	a	dicho	precepto,	el	que	actúe	como	
administrador	 de	 hecho	 o	 de	 derecho	 de	 una	 persona	 jurídica,	 o	 en	 nombre	 o	
representación	 legal	 o	 voluntaria	 de	 una	 persona	 física,	 responderá	 personalmente,	
aunque	no	concurran	en	él	las	condiciones,	cualidades	o	relaciones	que	la	correspondiente	
figura	de	delito	requiera	para	poder	ser	sujeto	activo	del	mismo,	si	tales	circunstancias	se	
dan	 en	 la	 entidad	 o	 persona	 en	 cuyo	 nombre	 o	 representación	 obre.	 Constituye	 un	
mecanismo	 para	 evitar	 la	 impunidad	 cuando	 quien	 actúa	 no	 reúne	 las	 características	
exigidas	en	el	tipo	penal	para	ser	autor,	características	que	sí	posee	aquél	en	cuyo	nombre	
actúa	(p.	ej.,	delito	fiscal	–art.	305	CP-).		
El	 art.	 31	bis	 CP	 complementa	 el	 anterior,	 estableciendo	 la	 responsabilidad	penal	 de	 las	
personas	jurídicas	por	los	delitos	cometidos	en	nombre	o	por	cuenta	de	las	mismas,	y	en	su	
beneficio	 directo	 o	 indirecto,	 por	 sus	 representantes	 legales,	 administradores	 o	
subordinados.	
	
	
Complicidad,	inducción	y	cooperación	necesaria	
	
Nuestro	 Código	 Penal	 castiga	 tres	 formas	 de	 participación	 en	 el	 delito:	 la	 inducción,	 la	
cooperación	 necesaria	 y	 la	 complicidad.	 La	 inducción	 y	 la	 cooperación	 necesaria	 son	
descritas	en	el	segundo	inciso	del	art.	28	CP,	que	las	equipara	a	efectos	de	pena	a	la	autoría;	
por	su	parte,	la	complicidad	viene	definida	en	el	art.	29	CP	como	una	forma	de	cooperación	
accesoria,	no	esencial,	y	es	sancionada	con	carácter	general	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	
art.	63	CP,	con	la	pena	inferior	en	grado	a	la	prevista	para	el	autor.	
	
El	fundamento	del	castigo	de	la	participación	radica	en	el	favorecimiento	objetivo	a	la	lesión	
o	puesta	en	peligro	típicas	del	bien	jurídico	que	tales	conductas	conllevan.	Por	otro	lado,	han	
de	tenerse	en	cuenta	los	siguientes	principios	rectores	de	la	participación:	
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a) Accesoriedad:	 la	 participación	 sólo	 puede	 concurrir	 cuando	 existe	 un	 hecho	 principal	
atribuido	 a	 su	 autor.	 La	 accesoriedad	 de	 la	 participación	 implica	 en	 nuestro	
ordenamiento	que	es	preciso	que	el	autor	haya	realizado	un	hecho	como	mínimo	típico	y	
antijurídico,	 sin	 que	 sea	 necesario	 en	 cambio	 que	 el	 hecho	 llegue	 a	 consumarse	
totalmente	ni	que	dicho	autor	sea	culpable	(accesoriedad	 limitada).	La	participación	ha	
de	producirse	antes	o	durante	la	comisión	del	hecho.	
b) Unidad	del	título	de	imputación:	la	conducta	del	partícipe	recibe,	en	principio,	la	misma	
calificación	jurídica	que	la	del	autor	(p.	ej.,	si	A	induce	a	B	a	lesionar	a	C,	y	B	lo	intenta	
pero	no	lo	consigue,	A	será	inductor	de	una	tentativa	de	lesiones).	
c) Exigencia	de	dolo:	el	partícipe	debe	actuar	con	conocimiento	y	voluntad	tanto	respecto	
de	la	propia	aportación	como	respecto	del	delito	que	realiza	el	autor.	
	
	
• Inducción:	Consiste	en	hacer	surgir	en	otro	u	otros	la	idea	de	cometer	un	delito	(no	cabe	la	
inducción	 a	 la	 inducción).	 En	 caso	 de	 que	 el	 delito	 no	 llegara	 a	 cometerse,	 la	 inducción	
podrá	castigarse	como	un	acto	preparatorio	(proposición	o	provocación)	en	aquellos	casos	
en	que	el	tipo	lo	prevea	expresamente.		
	
• Cooperación	necesaria	y	complicidad:	la	distinción	entre	ambas	formas	de	participación	es	
importante	a	efectos	de	pena	(la	cooperación	necesaria	se	castiga	con	la	pena	del	autor,	y	
la	complicidad	con	la	pena	inferior	en	un	grado).	En	ambos	casos	se	trata	de	la	realización	
de	actos	de	ayuda	o	favorecimiento	del	delito	ejecutado	por	otro,	pero	en	el	supuesto	del	
cooperador	necesario	 la	contribución	es	 tan	esencial	que	sin	ella	el	hecho	no	se	hubiera	
realizado,	 mientras	 que	 el	 cómplice	 presta	 una	 ayuda	 accesoria,	 no	 esencial	 para	 la	
realización	del	delito.		
Para	ayudar	a	determinar	la	diferencia	entre	cooperación	necesaria	y	complicidad,	buena	
parte	de	la	jurisprudencia	suele	emplear	la	teoría	de	los	bienes	escasos	(GIMBERNAT),	en	
cuya	virtud	la	contribución	al	delito	deberá	calificarse	como	de	cooperación	necesaria	sólo	
en	aquellos	supuestos	en	que,	partiendo	de	una	perspectiva	ex	ante	(esto	es,	poniéndonos	
en	 el	momento	 y	 lugar	 en	 el	 que	 se	 desarrolló	 la	 cooperación),	 pueda	 deducirse	 que	 el	
sujeto	aportó	un	bien	o	servicio	de	carácter	escaso,	atendiendo	tanto	a	las	circunstancias	
objetivas	del	hecho	(p.	ej.,	una	pistola	puede	ser	un	bien	escaso	en	un	país	como	España,	y	
en	 cambio	 un	 bien	 de	 uso	 común	 en	 otro	 país	 como	 USA)	 como	 a	 las	 circunstancias	
subjetivas	del	autor	(p.	ej.,	la	pistola	podría	no	ser	un	bien	escaso	si	el	autor	ya	tenía	armas	
de	fuego	para	realizar	el	delito	y	recabó	otra	“por	si	acaso”).	
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LECCIÓN	19ª:	UNIDAD	Y	PLURALIDAD	DE	INFRACCIONES.	Delito	permanente,	habitual	y	
complejo.	Concurso	de	delitos:	concurso	real	e	ideal.	Delito	continuado	y	delito	masa.		
	
	
La	 concurrencia	 en	 un	 mismo	 sujeto	 de	 responsabilidad	 penal	 por	 la	 comisión	 de	 una	
pluralidad	 de	 delitos	 es	 una	 cuestión	 que	 ya	 ha	 sido	 tratada	 en	 parte	 en	 la	 asignatura	
“Introducción	al	Derecho	Penal”	a	propósito	de	las	reglas	a	tener	en	cuenta	para	determinar	
la	pena	a	imponer,	razón	por	la	cual	aquí	sólo	se	hará	referencia	a	los	presupuestos	y	formas	
en	las	que	puede	aparecer	la	pluralidad	delictiva.	
	
	
Delito	permanente,	habitual	y	complejo	
	
Ninguna	 de	 estas	 tres	 formas	 delictivas	 constituyen,	 en	 realidad,	 casos	 de	 pluralidad	 de	
infracciones	a	los	que	deban	aplicarse	reglas	específicas	en	la	determinación	de	la	pena.	Tal	y	
como	se	analizó	anteriormente,	 la	peculiaridad	del	delito	permanente	 radica	precisamente	
en	 la	 permanencia	 del	 ataque	 al	 bien	 jurídico	 que	 supone,	 de	 modo	 que	 se	 sigue	
consumando	desde	que	se	produce	la	primera	afectación	al	bien	jurídico	(p.	ej.,	detenciones	
ilegales,	art.	163	CP).	
	
Por	 su	 parte,	 en	 el	 caso	 del	 delito	 habitual	 o	 de	 habitualidad,	 el	 tipo	 aplicable	 exige	 la	
realización	varias	veces	del	mismo	acto	u	actos	para	estimar	el	delito	consumado	(p.	ej.,	art.	
173.2	CP).	
	
Finalmente,	 los	 delitos	 complejos	 constituyen	 tipos	 penales	 constituidos	 por	 dos	
infracciones,	 cuya	 fusión	 da	 nacimiento	 a	 una	 figura	 delictiva	 nueva	 (p.	 ej.,	 el	 robo	 con	
intimidación,	art.	242	CP).	
	
	
Concurso	de	delitos:	concurso	real	e	ideal	
	
Estamos	ante	un	concurso	 real	cuando	el	 sujeto	ha	 realizado	varios	 comportamientos	que	
han	 dado	 lugar	 a	 varios	 delitos	 (p.	 ej.,	 A	 allana	 la	 morada	 de	 B	 y	 lesiona	 a	 C).	 En	 estos	
supuestos,	rige	la	regla	general	de	la	acumulación	material	de	las	penas	correspondientes	a	
las	 distintas	 infracciones	 penales	 cometidas	 para	 su	 cumplimiento	 simultáneo	 o	 sucesivo	
(art.	73	CP).	
	
Estamos	 ante	 un	 concurso	 ideal	 cuando	 un	 solo	 hecho	 constituye	 dos	 o	más	 infracciones	
penales	 (concurso	 ideal	 stricto	 sensu)	 o	 cuando	 una	 de	 ellas	 es	 medio	 necesario	 para	
cometer	la	otra	(concurso	medial).	En	el	primer	caso,	el	art.	77.2	CP	prevé	la	aplicación	de	la	
pena	correspondiente	a	la	infracción	más	grave	en	su	mitad	superior,	sin	que	pueda	exceder	
de	la	que	represente	la	suma	de	las	que	correspondería	aplicar	si	se	penaran	separadamente	
las	 infracciones;	 en	 el	 segundo	 caso,	 el	 art.	 77.3	 CP	 señala	 que	 se	 impondrá	 una	 pena	
superior	a	la	que	habría	correspondido,	en	el	supuesto	concreto,	por	la	infracción	más	grave,	
y	 que	 no	 podrá	 exceder	 de	 la	 suma	 de	 las	 penas	 concretas	 que	 hubieran	 sido	 impuestas	
separadamente	por	cada	uno	de	los	delitos.	
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Delito	continuado	y	delito	masa	
	
El	delito	 continuado	 es	 un	 supuesto	especial	 de	 concurso	 real,	 que	 se	produce	 cuando	en	
ejecución	 de	 un	 plan	 preconcebido	 o	 aprovechando	 idéntica	 ocasión,	 se	 realizan	 una	
pluralidad	de	delitos	que	ofenden	a	uno	o	varios	sujetos	e	infringen	el	mismo	precepto	penal	
o	preceptos	de	igual	o	semejante	naturaleza.	En	estos	supuestos,	el	art.	74.1	CP	dispone	la	
imposición	de	la	pena	señalada	para	la	infracción	más	grave	en	su	mitad	superior,	pudiendo	
llegar	hasta	la	mitad	inferior	de	la	pena	superior	en	grado.	Cuando	se	trate	de	infracciones	
patrimoniales	 (art.	 74.2	 CP),	 la	 pena	 se	 impondrá	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 perjuicio	 total	
causado.	
	
Por	 su	 parte,	 el	 delito	 masa	 constituye	 una	 modalidad	 específica	 de	 delito	 continuado	
patrimonial,	 prevista	 en	 el	 mismo	 art.	 74.2	 CP;	 de	 acuerdo	 con	 dicho	 precepto,	 podrá	
imponerse	 la	pena	superior	en	uno	o	dos	grados	“si	el	hecho	revistiere	notoria	gravedad	y	
hubiere	perjudicado	a	una	generalidad	de	personas”.	
	
No	 es	 posible	 apreciar	 la	 regla	 del	 delito	 continuado	 en	 caso	 de	 ofensas	 contra	 bienes	
eminentemente	 personales,	 salvo	 las	 constitutivas	 de	 infracciones	 contra	 el	 honor	 y	 la	
libertad	e	indemnidad	sexuales	que	afecten	al	mismo	sujeto	pasivo,	supuestos	en	los	que	se	
atenderá	a	la	naturaleza	del	hecho	y	del	precepto	infringido	para	aplicar	o	no	la	continuidad	
delictiva.	
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LECCIÓN	20ª:	INTRODUCCIÓN	A	LA	PARTE	ESPECIAL	
	
	
Cada	infracción	penal	(homicidio,	robo,	delito	de	contaminación,	prevaricación,	etc.)	posee	
unas	 características	 específicas	 que	 se	 estudian	 en	 la	 “Parte	 Especial	 del	 Derecho	 Penal”	
(asignatura	“Derecho	Penal	II”,	impartida	en	el	segundo	cuatrimestre	del	2º	curso	del	Grado	
en	Derecho).	
	
Antes	de	la	reforma	penal	de	2015,	las	infracciones	penales	se	clasificaban	en	delitos	y	faltas,	
esto	 es,	 infracciones	 de	 carácter	 más	 leve	 que	 se	 recogían	 en	 el	 Libro	 III	 del	 CP.	 Dicha	
reforma	suprimió	las	faltas	(despenalizando	algunas	de	ellas	y	convirtiendo	otras	o	bien	en	
infracciones	administrativas,	o	bien	en	la	nueva	categoría	de	delitos	leves),	de	modo	que	en	
la	actualidad	todas	las	infracciones	penales	que	recoge	el	CP		se	hallan	reguladas	en	su	Libro	
II,	denominado	“Delitos	y	sus	penas”,	el	cual	se	divide	a	su	vez	en	XXIV	Títulos	cuyas	rúbricas	
generalmente	hacen	referencia	al	nombre	del	delito	principal	que	regulan	(por	ejemplo,	“Del	
homicidio	y	sus	formas”,	“Del	aborto”,	“De	las	lesiones”…)	o	al	bien	jurídico	protegido	que	se	
protege	 en	 cada	 uno	 de	 ellos	 (por	 ejemplo,	 “Delitos	 contra	 la	 libertad	 e	 indemnidad	
sexuales”,	 “Delitos	 el	 patrimonio	 y	 el	 orden	 socioeconómico”,	 “Delitos	 contra	 la	
Administración	pública”…).	
	
